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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y el Presidente de la Comisión Nacional de Energía,  señor Marcelo Tokman Ramos.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 45ª y 46ª, ordinarias, en 19 y 20 de agosto del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios


Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 299 (N° 3), 431 y 433 del Código de Justicia Militar, y del artículo 171, inciso primero, del Código Sanitario.



--Se toma conocimiento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, acerca de una denuncia por supuestas irregularidades en el concurso público para proveer la Planta Profesional del Gobierno Regional de Antofagasta.



Dos del señor Ministro del Interior, con los que da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Horvath, referidos a medios e infraestructura de la Segunda Compañía de Bomberos de La Junta y a los perjuicios económicos sufridos por propietarios de bienes raíces ubicados en Chaitén que no residían en los inmuebles de su propiedad.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Zaldívar, relativo a la situación de los ahorrantes de las antiguas Caja Central de Ahorros y Préstamos y Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo.



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca del avance del proyecto de ley relativo a trabajadores recolectores de basura.



Con el segundo contesta un oficio expedido a solicitud del Senador señor Muñoz Barra, con el acuerdo de la Corporación, respecto de la asistencia de los Ministros de Estado a las sesiones de la Cámara Alta en que se analicen iniciativas legales que versen sobre materias de competencia de sus respectivas Carteras.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Flores, Frei, García, Kuschel, Naranjo, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, en materia de contaminación lumínica (boletín N° S 1.100-12).



Del señor Presidente del Banco Central de Chile, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Kuschel, sobre medidas tendientes a evitar que el aumento del gasto público eleve excesivamente las tasas de interés.



De la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de los montos destinados a recuperación de suelos y a forestación en virtud del decreto ley N° 701, de 1974.



Del señor Director Ejecutivo de Chilevisión, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Cantero, respecto al contenido de un programa emitido por ese Canal en que se dieron a conocer diversas situaciones relacionadas con CODELCO.



Del señor Rector de la Universidad Católica de la Santísima Concepción, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referido a la situación del alumno Luis Alfredo Flores.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de los siguientes Acuerdos celebrados entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile: 1) Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires el 18 de febrero de 2002; 2) Acuerdo Complementario y su anexo al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Brasilia el 5 de diciembre de 2002, y 3) Acuerdo de enmienda del Acuerdo Complementario mencionado en el número anterior, suscrito en Asunción el 6 de junio de 2003 (boletín Nº 3.897-10). (Véase en los Anexos, documento 1)


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Buenos Aires el 5 de julio de 2002 (boletín Nº 3.907-10). (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud (boletín Nº 4.304-14) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Economía, recaído un proyecto de acuerdo con que los Senadores señores Naranjo, Letelier y Muñoz Aburto solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudien medidas que permitan a las pymes enfrentar el alza continua en sus cuentas de luz (boletín N° S 1.103-12). (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Salud, recaído en un proyecto de acuerdo mediante el cual los Senadores señores Arancibia, Ávila, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Pérez Varela y Ruiz-Esquide solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República incorporar la esclerosis múltiple entre las patologías cubiertas por el Plan AUGE (boletín N° S 1.102-12). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los Senadores señores Bianchi, Núñez y Orpis, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que establece el principio de dignidad e igualdad en el goce de beneficios y regalías para los funcionarios de la Administración Pública (boletín N° 6.067-06). (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado con el fin de crear la Comisión de Energía (boletín N° S 1.108-09). (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la suscripción del Convenio N° 143 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Migraciones en Condiciones Abusivas y Promoción de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores Migrantes (boletín N° S 1.107-12). (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE DIPUTADO SEÑOR PEDRO ÁLVAREZ-SALAMANCA BÜCHI

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En nombre de la Mesa, pido un minuto de silencio con motivo del sensible fallecimiento del Diputado señor Pedro Álvarez-Salamanca Büchi.



Ruego a Sus Señorías ponerse de pie.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Muchas gracias.

)----------(

El señor FREI, (don Eduardo).- Pido la palabra.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, solicito fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (boletín Nº 5.315-05): hasta el lunes 8 de septiembre, a las 12.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se accede.

SOLICITUD DE INCLUSIÓN EN CUENTA DE OFICIO SOBRE “DISCUSIÓN INMEDIATA” PARA PROYECTO RELATIVO A FINANCIAMIENTO DE TRANSANTIAGO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Viera-Gallo.
El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, hemos presentado un oficio para fijarle “discusión inmediata” al proyecto de ley sobre financiamiento del Transantiago, debido a las consecuencias del fallo del Tribunal Constitucional del día de ayer. 



La Comisión de Transportes, presidida por el Senador señor Cantero, acordó por unanimidad votar el proyecto hoy.



Por desgracia, se ha producido un problema -seguramente derivado de una mala interpretación nuestra- respecto del horario tope para presentar dicho oficio. El trámite se verificó a las 12:45, porque los funcionarios de la SEGPRES, quienes trabajan desde hace muchos años en el Parlamento, tenían la convicción de que se podía hacer hasta las 13. Sin embargo, parece que la norma establece que el plazo vence a las 12.



Por esa razón, pido la unanimidad de la Sala para que pueda darse cuenta ahora del oficio mediante el cual se hace presente la urgencia, con el carácter de “discusión inmediata”, para dicha iniciativa. Ello permitiría que esta llegara a la Sala el martes o el miércoles próximo.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, con la presidencia de la Comisión de Transportes había un acuerdo para votar ese proyecto de ley el 2 o el 3 de octubre. En tal virtud, nosotros pensábamos que teníamos un compromiso.


Ahora, si ese órgano técnico levantara tal compromiso, no tendríamos inconveniente en que la Sala acepte por unanimidad hoy día el oficio que fija “discusión inmediata” al proyecto, a fin de que se dé cuenta de él en la sesión del próximo martes y se pueda votar al día siguiente. 



Si esa es la idea, nosotros estaríamos de acuerdo, señor Presidente; así nos pronunciaríamos sobre la materia el miércoles. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero corregir algo que ha dicho el Senador señor Romero: no es que la Comisión de Transportes haya levantado el acuerdo de votar el proyecto el 2 ó 3 de octubre -a todos nos habría gustado que hubiese más plazo-; convino votarlo en la sesión que esta realizará hoy, porque el Ejecutivo informó al órgano técnico que había presentado en forma oportuna el oficio que establece la “discusión inmediata”. Por lo tanto, debíamos pronunciarnos esta tarde debido a una urgencia que no compartimos. 



En consecuencia, no hubo un cambio de criterio en los miembros de la Comisión. Por lo menos, no de mi parte. Difiero de esta modificación de urgencia. 



Sin embargo, ya presentado el oficio, me sumo a la idea de que tal trámite se dé por efectuado correctamente hoy. Nosotros votaremos el proyecto en la sesión de la tarde. 



Pero que quede muy claro que estamos en desacuerdo con la nueva urgencia fijada para la iniciativa. La decisión de trabajar en forma continua hasta votar el asunto el día de hoy fue tomada, no por un cambio de criterio de la Comisión, sino por la información de que el proyecto sería calificado de “discusión inmediata”. 



Comparto el acuerdo para que el informe respectivo se entregue el martes próximo y la votación en la Sala se efectúe el miércoles. 



Con ese compromiso, señor Presidente, nuestra bancada votará a favor de que se tenga por presentada de manera correcta la nueva urgencia hoy. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, pido suspender la sesión a objeto de reunirnos con nuestros respectivos Comités para sostener una conversación previa e intercambiar opiniones sobre la petición planteada por el señor Ministro. 



Señalo lo anterior, porque resulta muy cómodo, por un lado, venir a la Sala y solicitar que nos saltemos el Reglamento para incorporar un documento que llegó fuera de tiempo, mientras, por otro, el Ministro Vidal todos los días está sacándonos los ojos a los parlamentarios de la Alianza. Y el Ministro Cortázar aparece en idéntica posición, al igual que el propio Ministro Secretario General de la Presidencia, aquí presente. 



¡Eso es lo más injusto, señor Presidente! 



¡Quieren acuerdos, quieren que demos facilidades; pero, al mismo tiempo, si no se aprueba el Transantiago y se debe subir el precio de los pasajes, la culpa será de los Senadores de la Derecha! 



Así no nos vamos a entender. Con amenazas, con descalificaciones, no hay acuerdo posible. No es esa la lógica que impera en el Senado. 



Por lo tanto, antes de tomar una decisión al respecto, solicito una reunión de Comités para dar a conocer nuestro punto de vista, de tal forma que lo decidido revista carácter institucional.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ante la petición formulada…

El señor BIANCHI.- Yo había pedido la palabra, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, respeto lo señalado por el señor Senador que me antecedió en el uso palabra, pero antes de decidir deseo expresar lo siguiente. 



Fue el Gobierno el que no presentó el oficio pertinente dentro del plazo establecido. El Ejecutivo, a través del Ministro Viera-Gallo, ha dicho que los funcionarios encargados pensaban que el trámite podía ser efectuado hasta la una de la tarde, y lo concretaron a las 12:45. 



Esa es la verdad.



Ello, incluso, puede interpretarse como la vía para que el Senado lleve a cabo una votación respecto de la urgencia, la cual no comparto en lo más mínimo. De ser así, yo pensaría en abstenerme de ser cosolidario respecto del trámite que el Gobierno busca acelerar. 



Estoy en desacuerdo en que este proyecto no tenga ninguna discusión dentro de las Comisiones.



Por eso, señor Presidente, no me haré parte de la irresponsabilidad de haber hecho llegar fuera de plazo el oficio referido y de venir a pedir ahora el acuerdo del Senado para que se considere correctamente ingresado. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Hay cuatro Senadores inscritos. 



Puedo suspender ahora la sesión por cinco minutos y proceder a la reunión de Comités. Sin embargo, deseo que la Sala escuche otras opiniones.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, no quiero armar una polémica sobre el particular, pero los dichos de los colegas obligan a entregar la visión contraria. Los argumentos dan para todo y cada cual tendrá la legitimidad adecuada.



Lo que ha hecho el Gobierno está dentro de los mecanismos con los cuales hemos funcionado siempre en el Senado. No puede llamarnos la atención. 



No se trata acá de definir estrategias ni de enrostrarle algo a alguien. Resulta evidente que estamos frente a una situación distinta -tal como lo explicó el señor Ministro en la Comisión-, producto de la resolución del Tribunal Constitucional sobre la materia, fallo que influye en las decisiones que el Gobierno debe tomar a futuro. Tal circunstancia modifica por completo los plazos que nosotros mismos nos habíamos fijado, los cuales no tienen nada que ver con los tiempos y debates políticos. 



Yo le pediría al Senador García que no confunda sus aseveraciones con la tramitación en que ahora nos encontramos. Porque el tema lo venimos conversando desde hace bastante tiempo y hay argumentos en un sentido y en otro.



En lo que todos estamos de acuerdo -supongo-, independiente de la decisión que tome el Senado, es en que se determinará el camino que el Gobierno debe seguir para resolver la crisis del sistema de transporte público metropolitano. Si se aprueba el proyecto, no hay ningún problema: el financiamiento para dicho sistema estará garantizado y solo será un problema de tiempo su implementación. Pero si se rechaza, considerando la resolución del Tribunal Constitucional, la situación de financiamiento cambiará absolutamente. 



Eso es lo que ha motivado el oficio del Gobierno que fija “discusión inmediata” al proyecto. Entonces, no busquemos acá segundas lecturas, porque lo sucedido ha sido bastante claro.



Respecto al fondo del asunto, la discusión ha sido larga; se ha efectuado a través de los medios de comunicación, en las Comisiones, en los plenarios. En varias oportunidades nos hemos referido a la materia en el Senado. No es la primera vez que la analizamos. 



Por lo tanto, señor Presidente, pido acoger la solicitud del Ejecutivo para que opere la nueva calificación de urgencia, teniendo presente que, conforme ha sido la costumbre, siempre se ha entendido que hasta la una de la tarde se pueden recibir tales oficios. Y el Gobierno lo presentó faltando 15 minutos para el término de dicho plazo. Dentro de la lógica de la buena fe, nosotros como Senado deberíamos operar de la misma manera. 



En la Comisión ya tomamos el acuerdo de pronunciarnos hoy sobre el proyecto. Para ello, solicitaremos a la Sala autorización para funcionar en paralelo. Y si esta no se concediere, el Presidente de la Comisión está facultado para citarnos a la hora que estime conveniente. Igual lo vamos a despachar hoy día. 



Si así ocurre, lo lógico sería votar el próximo martes. 



Hago presente que, independiente de los plazos que nos habíamos fijado, hace 15 ó 20 días, cuando ingresó la iniciativa, planteé en la Comisión de Transportes -algunos de los Senadores que han intervenido están conscientes de ello- que aprovecháramos la semana regional para efectuar el debate técnico en los órganos técnicos que fueran necesarios. No se acordó así y se fijó como plazo máximo de votación para el 1° de octubre o -creo- el martes 30 de septiembre. 



Pero la situación actual es distinta. 



Apelo a que busquemos una solución razonable, sin entrar en descalificaciones, y adoptemos el acuerdo, producto de la “discusión inmediata” que ha puesto el Gobierno, de despachar hoy el proyecto en la Comisión de Transportes. En caso de aprobarse, este pasará a la de Hacienda, que lo analizará el próximo lunes, pudiendo terminar su discusión el martes. Si se rechaza la iniciativa en el primer organismo técnico, tal como establece el Reglamento, esta se enviará directamente a la Sala el próximo martes sin pasar por Hacienda. 



Esa es mi petición concreta, señor Presidente. 



Si para ello se requiere una reunión de Comités, no hay problema, porque a lo mejor ahí podemos explicar con mayor detalle la situación. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Va a ser necesaria la reunión de Comités. Las posiciones de Sus Señorías ya se encuentran suficientemente expresadas. 



En todo caso, quiero entregar un antecedente que no es menor. Se trata de un acuerdo de Comités que estamos obligados a respetar, a menos que se cambie por unanimidad.



Además, comprendiendo la situación especial de colegislador que tiene el Ejecutivo, personalmente y conforme a mi investidura como Presidente del Senado, me corresponde velar por la Corporación y por nuestras atribuciones. Y en esa lógica, se hace necesaria la convergencia para que todos nos sintamos plenamente vinculados a lo que la Sala decida. Ese es mi ánimo.



Por lo mismo, y dada la trascendencia de esta materia, se dará lectura a dicho acuerdo, a fin de que nadie estime que se está actuando en forma antirreglamentaria.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El número 5 de los acuerdos de Comités es del siguiente tenor:



“Por último, poner como límite a la presentación de documentos relativos a la Cuenta las 12 del día correspondiente a una sesión -es decir, martes, miércoles y jueves-…,”.

El señor PIZARRO.- ¿De qué fecha es?
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Del 19 de marzo de 1996, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, varios señores Senadores de distintas bancadas solicitaron al Gobierno el retiro de la urgencia de “discusión inmediata” para el proyecto que crea la circunscripción de Arica y Parinacota. Tengo en mi poder el documento que acoge tal petición. Pero, para poder ingresarlo, se requiere la unanimidad de la Sala, según se ha dicho.



En consecuencia, solicito a Sus Señorías que apliquen, en el caso que nos ocupa, el mismo criterio utilizado respecto de la propuesta  circunscripción.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se suspende la sesión por el tiempo que sea necesario para poder llegar a un acuerdo o a un principio de solución.

)-------------------(



--Se suspendió a las 16:42.



…-Se reanudó a las 17:3.

)--------------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, dado el curso del debate de ahora en el Senado, el Gobierno ha decidido retirar la petición para incorporar a la Cuenta el oficio que califica con urgencia de “discusión inmediata” el proyecto sobre financiamiento público al transporte en el país.



--Se retira.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Asimismo, el Ejecutivo retira la urgencia que hizo presente en cuanto a la iniciativa que crea la Circunscripción Senatorial de Arica y Parinacota.



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de los acuerdos adoptados por los Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión celebrada hace unos minutos, los Comités resolvieron por unanimidad lo siguiente:



1.- Autorizar a la Comisión de Transportes para sesionar hoy paralelamente con la Sala, y



2.- Dar cuenta y tratar el proyecto relativo al Transantiago en las sesiones del martes 9 de septiembre, de 11:30 a 14, y de 16 a 20.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La Comisión de Transportes puede sesionar de inmediato.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que regula el lobby, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 3407-07). (Véase en los Anexos, documento 9).


--Se incluye en la Cuenta, con el objeto de que se trate junto con las observaciones que figuran en el primer lugar del Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA
REGULACIÓN DE LOBBY ANTE ÓRGANOS DE ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y CONGRESO NACIONAL. VETO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- De acuerdo con lo resuelto por los Comités, corresponde ocuparse en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que regula el lobby, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3407-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.

Observaciones, en segundo trámite, sesión 33ª, en 2 de julio de 2008.

Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 52ª, en 21 de diciembre de 2005.


Gobierno (segundo), sesión 37ª, en 31 de julio de 2007.


Constitución, sesión 37ª, en 31 de julio de 2007.


Hacienda, sesión 37ª, en 31 de julio de 2007.


Mixta, sesión 7ª, en 2 de abril de 2008.

Gobierno (observaciones), sesión 48ª, en 3 de septiembre de 2008.

Discusión:



Sesiones 53ª, en 21 de diciembre de 2005 (se aplaza su discusión); 56ª, en 4 de enero de 2006 (queda para segunda discusión); 60ª, en 7 de marzo de 2006 (se aprueba en general); 39ª, en 1 de agosto de 2007 (se aprueba en particular); 7ª, en 2 de abril de 2008 (se aprueba su informe).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Cámara de Diputados, mediante oficio del 1° de julio de este año, comunicó al Senado que había aprobado las observaciones de la Presidenta de la República, con excepción de dos: una, recaída en el artículo 5°, sobre actividades que no constituyen lobby, porque dicha Corporación no reunió el quórum constitucional exigido; y otra, recaída en el artículo 16, que se refiere al registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas con lobbystas, por parte de autoridades y funcionarios, respecto de la cual se insistió en el texto que aprobó el Congreso Nacional.



La Comisión informa que el Ejecutivo presentó 18 observaciones, de las cuales la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, aprobó las signadas con los números 1 al 10; 11, letras a), b), e), f) y g), y 12 a 18.



Asimismo, señala que rechazó la observación número 11, letra c), insistiendo en el texto aprobado por el Congreso Nacional, tal como lo hizo en su oportunidad la Honorable Cámara de Diputados, y rechazó la observación número 11, letra d).



Respecto de la observación número 5, letra d), que aprobó, la Comisión indica que como la Cámara Baja la rechazó, por no haber reunido el quórum necesario, no se puede convertir en ley.



Cabe tener presente que cada una de las observaciones debe tener discusión general y particular a la vez y votarse separadamente, sin que se pueda dividir la votación.



Las observaciones 5, letra c); 6, letra a); 11, letra g); 12, 14 y 15, letra b), tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.



Finalmente, la Comisión incorpora en su informe un Protocolo acordado entre sus miembros, Honorables señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, y el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el propósito de iniciar un proyecto de ley que recoja las observaciones que allí se consignan, dirigidas al texto de la iniciativa que regula el lobby.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  En discusión general y particular las observaciones.

El señor BIANCHI.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no obstante que el señor Secretario ha entregado una muy buena relación, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización informaré a la Sala acerca de las observaciones del Ejecutivo recaídas sobre el proyecto que regula el lobby.



El 7 de abril del presente año, el Congreso Nacional  despachó la iniciativa legal referida al lobby, la cual contenía el trabajo desarrollado por este Poder del Estado en todos sus trámites legislativos.



Luego, el 6 de mayo el Ejecutivo formuló sus observaciones al proyecto de ley, haciéndose cargo de diversos aspectos que fueron debatidos en el Parlamento y que no cumplían de manera precisa con los objetivos trazados, tales como la conceptualización de lobbysta profesional, las facultades del Consejo para la Transparencia, la obligación de registro y otros aspectos formales para la vigencia de la ley.



Así, el veto de la Presidenta de la República dio forma a los puntos mencionados en 18 observaciones al texto aprobado por el Congreso Nacional.



La Cámara de Diputados, conociendo el veto como cámara de origen, aprobó todas las observaciones del Ejecutivo, salvo la  número 5, letra d), y la número 11, letra c). La primera  enumera las actividades que no constituyen lobby y la segunda establece la obligación de registro.



La Comisión de Gobierno, Regionalización y Descentralización del Senado, luego de un trabajo acucioso y de colaboración con el Ejecutivo, aprobó las observaciones de la Presidenta de la República, salvo las letras c) y d) de la proposición número 11.



Lo anterior significa que solo una norma no calza con la aprobación de la Honorable Cámara de Diputados. Ella se refiere a la posibilidad de no excluir de la obligación del registro a los Presidentes de ambas ramas del Congreso Nacional, por considerar que tales autoridades, si bien cumplen roles de dirección que los diferencian del resto de los parlamentarios, tienen la misma legitimidad de origen, razón por la cual no pueden liberarse de la obligación contenida en dicho precepto.



Por otro lado, y en virtud de que diversas normas constitucionales, legales y reglamentarias no permiten la introducción de modificaciones en este trámite legislativo, la Comisión acordó con el Ministro Secretario General de la Presidencia el pronto envío de un proyecto  de ley para subsanar las imprecisiones formales y otras materias que hicieron presentes los Senadores miembros del órgano técnico.



Señor Presidente, el texto del proyecto que hoy discute el Senado contiene una señal profunda para promover la transparencia de la relación entre el sector público y el privado que, sumado a la iniciativa recientemente despachada sobre acceso a la información pública, coloca a nuestro país a la vanguardia en materias de transparencia y probidad, dando cumplimiento a lo prescrito en el artículo 8º de nuestra Constitución  Política.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el único asunto que quedó pendiente cuando se discutió ayer el mencionado Protocolo en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización fue poner la fecha de envío del proyecto  de ley que incluiría las correcciones señaladas. 



Por lo tanto, por intermedio de la Mesa, solicito al señor Ministro que nos aclare en qué fecha se compromete el Ejecutivo a enviar dicha iniciativa legal, a fin de perfeccionar las materias acordadas tanto por la Cámara de Diputados como por el Senado. Solo ese aspecto nos faltó establecer en el Protocolo que firmamos ayer.



Aprovechando la presencia del señor Ministro Viera-Gallo en la Sala, me parece sumamente conveniente que lo señale.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor  Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente,  tal como manifestaron los Senadores señores Bianchi  y Orpis, se llegó a un acuerdo, que se consigna en las últimas páginas del informe de la Comisión, respecto de las materias que se incluirían en un futuro proyecto de ley, con el objeto de complementar, corregir y aclarar algunos puntos de la iniciativa, dado que ya no es admisible modificar el veto.



El compromiso del Ejecutivo -no sé qué le parecerá al Honorable señor Orpis- apunta a que el citado proyecto ingrese al Congreso Nacional durante la primera semana de octubre, ya que después del 18 de septiembre hay receso parlamentario.



Cabe hacer presente que la ley en proyecto tiene una vacancia que la llevará a entrar en vigencia solamente en abril del próximo año, lo que nos da tiempo para hacer las correcciones necesarias.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor  Navarro.

El señor NAVARRO.-  Señor Presidente, como se ha recordado en la Sala, el proyecto tuvo su origen en una moción presentada en la Cámara de Diputados. Varios parlamentarios concurrimos a firmar iniciativas de esta naturaleza, porque consideramos fundamental regular la actividad del lobby, lo cual, dicho sea de paso, no se ha hecho en ningún otro país de América, salvo en los Estados Unidos. En tal sentido, será una experiencia importantísima en pos de la transparencia.



Debo dejar consignado que el artículo 17 del proyecto de ley que se despachó al Ejecutivo consagraba al Ministerio de Justicia como la autoridad encargada del control y fiscalización. Así se disponía en el texto despachado por el Parlamento, el cual resumía varias iniciativas surgidas en la Cámara de Diputados.



En su oportunidad, nosotros planteamos en la Cámara Baja que esa atribución se traspasara a la Contraloría General de la República, por cuanto no resultaba coherente que un Ministerio dependiente del Ejecutivo mantuviera el control sobre la transparencia del ejercicio de la ley del lobby, dado que en ella se regulan tareas de ese Poder del Estado. El veto cambió la redacción del precepto y se estableció que dicha facultad recaerá en el Consejo para la Transparencia, aun cuando sus integrantes no han sido nombrados.



Por ello, deseo plantear mi inquietud al señor Ministro en el sentido de que necesitamos la constitución de tal organismo para lograr el funcionamiento adecuado de la ley. Y espero que el Senado tenga la sabiduría necesaria para designar en él a los miembros que den la tranquilidad, la amplitud y la credibilidad suficientes para enfrentar la difícil tarea que implicará regular esta normativa.



Por último, señor Presidente, quiero referirme al debate político social que se ha generado en torno a si la ley en proyecto logrará funcionar o será solo un cuerpo legal más.



Yo soy de los que creen que sí va a operar y que será un aliento hacia una mayor transparencia. Solo espero que entre en vigencia a la brevedad. Los plazos son importantes porque reflejan el interés que existe en que la normativa funcione.



Por lo tanto, soy partidario de aprobar las observaciones de la Presidenta de la República  tal como vienen planteadas en el informe de la Comisión de Gobierno.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor  Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero dejar constancia de que, para los efectos de la ley en proyecto, los actuales parlamentarios no podrán ejercer actividad alguna que se refiera a los términos del lobby, hasta dos años después de haber abandonado su cargo.



Me parece conveniente que se sepa, porque ese punto fue objeto de una ardua discusión. Reitero: los parlamentarios que dejan sus cargos no podrán ejercer durante dos años ninguna actividad que esté contenida en este cuerpo legal.



En segundo término, cuando recibamos a personas que tengan algún interés en el despacho de un proyecto o en ciertos aspectos determinantes de este, los parlamentarios -vale decir, todos los presentes en este Hemiciclo- deberemos levantar el acta correspondiente, la cual tendrá que ser publicada en nuestras respectivas páginas web y, por cierto, en la del Senado de la República.



Por tal motivo, me parece fundamental que se tome conciencia de que hemos avanzado en una legislación de mucha relevancia para el país, por cuanto -como dijo el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra- por primera vez se legisla esta actividad en Chile.



Por lo tanto, es esencial tener presente que esta iniciativa de ley también repercutirá muy claramente en la actividad legislativa y en nuestra labor como parlamentarios. 



En ese sentido, creo que la Comisión hizo bien en incorporar estas normas para los efectos de que la transparencia con que hemos trabajado -ya aprobamos una ley sobre probidad y transparencia públicas que, por lo demás, fue de iniciativa de dos Senadores, aquí presentes- se vea reflejada también en el caso del lobby. 



Y, en consecuencia, debemos tener claro que, por efecto de esta normativa, por ejemplo, nuestro jefe de gabinete tendrá la obligación de levantar las actas correspondientes cuando cualquier persona, en representación de equis actividad, se acerque a nosotros para tratar de influir -entre comillas- respecto de alguna determinación en materia legislativa.



Creo que estamos ante una iniciativa muy importante, que nos permitirá contribuir a la transparencia de nuestra propia actividad.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta al señor Ministro o a los miembros de la Comisión acerca de un punto que no entiendo. 



El artículo 15 establece la obligación de todos los funcionarios y autoridades -supongo que entre ellas se encuentran los parlamentarios- de registrar las reuniones que tengan con los lobbystas, y, en su parte final, señala que “deberán registrar las audiencias y reuniones celebradas con las organizaciones señaladas en la letra m) del artículo 4º, cuando ellas se efectúen en sus oficinas o despachos de trabajo.”.



No sé si el texto se refiere a las oficinas o despachos de trabajo de los parlamentarios o de las personas con las cuales se reúnan, o a ambos. Esa es mi primera pregunta.



En seguida, según entiendo, la letra m) es aquella que figura en la página 10 del comparado, en la columna que dice: “Veto”. ¿Es esa?

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí.

El señor ESPINA.- En tal caso, me gustaría que el señor Ministro me pudiera aclarar qué tiene que registrar una autoridad como un parlamentario y en qué oportunidad. ¿Cuándo se reúne con “los miembros de las directivas de organizaciones gremiales, sindicales, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, centros de estudio, colegios profesionales,” así como con “los representantes legales, directores, gerentes y abogados institucionales de las personas jurídicas que persiguen fines de lucro”?



No logro entender qué quiere decir esa norma. Agradecería mucho si alguien me la pudiese explicar, señor Presidente, porque no formo parte de la Comisión y esta es la única instancia que tengo para hacer la consulta.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor ESPINA.- Con mucho gusto, con la venia de la Mesa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, lo que sucede es lo siguiente.



Efectivamente, el artículo 15 establece que “Las autoridades y funcionarios que se señalan a continuación deberán registrar de forma centralizada, de conformidad al reglamento, las audiencias y reuniones que efectúen con los lobbystas, especialmente en lo relativo a la indicación del lugar y fecha de su realización, así como a la individualización de los asistentes y la materia específica tratada.”. Y en seguida hace mención a la letra m) del artículo 4º, que no se refiere solo a los lobbystas: puede tratarse de una empresa que por una vez venga a hablar de algún tema que le interese. 



Pues bien, resulta que esa letra m) se cayó en la tramitación del veto. Entonces, nosotros tenemos que buscar alguna fórmula, en el proyecto de ley al cual han aludido los Senadores señores Orpis y Bianchi, a fin de reemplazar esa referencia a la letra m) del artículo 4º por una enumeración razonable que aclare cuándo las audiencias han de ser registradas. 



Como es obvio, si ahora volvemos a la letra m), parece lógico que se registren las audiencias que se concedan a “las directivas de organizaciones gremiales, sindicales, organizaciones no gubernamentales,”. El resto es preciso revisarlo, porque hay otro artículo -el 14, me parece- que establece cuáles actividades no son de lobby. Y entre ellas incluye, por ejemplo, las que puedan realizar fundaciones, corporaciones o centros de estudio, que es lo que contempla la letra j) del artículo 4º: “Todo tipo de asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades,”.



Entonces, parece improcedente que se registren audiencias de organismos que por definición no hacen lobby.



Este punto tenemos que precisarlo. Yo, para clarificarle al Senador señor Espina, diría que, en el fondo, hay que poner, básicamente, las organizaciones gremiales y sindicales. Porque ellas normalmente no hacen acción de lobby, salvo que la llevaran a cabo con habitualidad; o sea, que defendieran un interés particular con habitualidad, concepto que está definido en los primeros artículos del proyecto y que es calificado por el Consejo para la Transparencia.



Sin embargo, para mayor transparencia -si me perdonan la redundancia-, quizá sería conveniente que, aun cuando no fuera una actividad de lobby habitual, la reunión de un parlamentario, de un ministro o de un magistrado con un organismo empresarial o sindical quedara registrada y se dijera qué materia se ha tratado.

El señor CHADWICK.- ¿Qué pasa con los centros de estudio?

El señor VIERA-GALLO (Secretario General de la Presidencia).- Quedan fuera, señor Senador.



En cualquier caso, este punto va a ser discutido en el proyecto complementario al que nos hemos referido y seguramente va a suscitar también discusión, porque, como ha dicho bien el Senador señor Navarro, estamos ante una normativa pionera, bastante innovadora. Por eso hemos tenido que llegar hasta el veto y ahora, incluso, hasta un proyecto complementario, porque se ha ido haciendo claridad en los conceptos durante la discusión.



En definitiva, señor Presidente, este punto va a quedar plenamente zanjado en el proyecto de ley al que nos hemos comprometido.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, agradezco al señor Ministro por su explicación. Según entendí, hoy día la letra m) no existe y lo que hay que regular es qué actividades que no son propias del lobby, cuando involucran a un parlamentario o a un ministro, deben quedar registradas. Cuáles corresponden y cuáles no. Y eso se verá en un futuro proyecto de ley.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Así es.

El señor ESPINA.- Ese es el punto que quería aclarar.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, para los efectos de ir avanzando en la mejor comprensión de un proyecto de ley que fue bastante complejo en su tratamiento, como ya lo ha dicho el señor Ministro, el artículo 7º establece la existencia de tres registros públicos de lobbystas: uno a cargo del Consejo para la Transparencia y otros dos a cargo, uno, de la Comisión de Ética del Senado y, el otro, de la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados.



Creo del caso señalar que la Comisión de Ética del Senado no se ha podido reunir porque la bancada correspondiente todavía no ha nombrado un reemplazante para el Honorable señor Prokurica, quien debió dejarla al asumir la Vicepresidencia de nuestra Corporación. Yo espero que, a propósito de esta iniciativa, se realice ese nombramiento, porque es bueno que podamos convocar a esa Comisión y ver cuáles son los aspectos que van a incidir en nuestra actividad, a efectos de poder posteriormente informar a los señores Senadores cómo nos afecta un proyecto de ley de esta naturaleza.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No habiendo más inscritos para intervenir, vamos a iniciar la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente pone en votación la observación Nº 1), mediante la cual se propone suprimir la expresión “profesional” en el artículo 1º del proyecto. 

El señor VIERA-GALLO (Secretario General de la Presidencia).- ¿Por qué no se votan en conjunto, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No es posible, señor Ministro.  La Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional dice que cada veto se votará separadamente y que no procederá dividir la votación.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, yo soy muy partidario de la ley en proyecto. Pero como quienes estamos en la Sala no hemos podido analizar el informe de la Comisión de Gobierno, sugiero que, para que votemos bien, el señor Ministro o algún colega nos explique el alcance de cada observación del Ejecutivo.



Algunos aspectos me parecen extraordinariamente positivos; otros quizá no lo son tanto.



Entonces, como el contenido de las observaciones nunca ha sido visto por la Sala, tal vez podría darse un plazo para estudiarlo y así votar el próximo martes.



Se trata de una cuestión no menor, porque puede ser un gran favor para la transparencia o un obstáculo para la gestión de cada parlamentario.



Yo tiendo a creer que es muy bueno que exista lo que se plantea. Pero cuando las cosas se exceden pueden terminar constituyendo un impedimento para las reuniones que uno tiene en su Región y para muchas cosas más.



Entonces, lo único que solicito es que el señor Ministro o algún miembro de la Comisión nos indique ahora, uno a uno, en qué consisten los cambios propuestos mediante las observaciones, o bien, que estas se voten el próximo martes, para saber sobre qué nos estamos pronunciando. Porque, por la velocidad con que se desarrollan los acontecimientos -doy excusas; y creo que a muchos señores Senadores les debe de haber pasado lo mismo-, yo no he tenido tiempo para estudiar en detalle el texto sometido a nuestra consideración.



Por consiguiente, mi sugerencia -insisto- es que el señor Ministro o algún integrante de la Comisión de Gobierno nos explique pormenorizadamente qué se está cambiando, o bien, que se vote el próximo martes.



Las dos fórmulas me parecen adecuadas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le hago presente, señor Senador, que el martes no va a ser posible, porque tenemos otros asuntos que tratar.

El señor ESPINA.- Entonces el miércoles. Estoy tratando de que votemos informadamente las observaciones sometidas a nuestra consideración. Eso es todo: saber sobre qué nos pronunciaremos. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, accediendo a lo planteado por el Honorable señor Espina, debo explicitar que mediante el veto se ha buscado establecer un equilibrio entre lo que es la actividad del lobby remunerado -de empresas (digamos) que se dedican a ella-, por la cual uno paga el servicio, y la actividad de lobby que realizan directamente distintas organizaciones para defender intereses individuales.



Entonces, en el artículo 1°, el cambio que plantea el veto Nº 1) consiste simplemente en eliminar la expresión “profesional”. O sea, al establecer el ámbito de aplicación de la ley se refiere a actividades de promoción,  defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones en general.



En el artículo 2º…

El señor ESPINA.- Perdón, señor Ministro, pero quiero solicitar a la Mesa que votemos las observaciones una a una.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Como quieran. Yo no tengo ningún problema, señor Presidente.

El señor NARANJO.- Vayamos una a una.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, nos pronunciaríamos sobre el veto Nº 1).

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la observación recaída en el artículo 1° cambia significativamente el acuerdo a que se llegó -costó mucho obtenerlo- tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado y en la Comisión Mixta, y altera la filosofía de la iniciativa que despachó el Parlamento, porque en el fondo, contrariamente a lo que se acordó en el articulado respectivo, no se circunscribe a los lobbystas profesionales, a quienes hacen del lobby una actividad remunerada, sino que regula la acción de todos los que, aunque sea sin fines de lucro, defienden los intereses de organizaciones gremiales como la CUT, el Colegio de Profesores de Chile, la Confederación de la Producción y el Comercio, en fin.



Por esa vía vamos a caer en un mundo que precisamente se quiso evitar.



Entonces, yo también pido más tiempo, para votar con tranquilidad. De lo contrario, me voy a abstener.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, solo quiero expresar que estoy de acuerdo  en que las observaciones presidenciales deben discutirse con bastante profundidad, porque no se trata de un texto fácil, sino de una ley pionera, como se ha dicho.



Por lo tanto, si despacháramos una normativa carente de aplicación práctica o que no definiera muy bien lo que es el lobby, podríamos cometer un error.



En general, no me parece pertinente suprimir el carácter de actividad “profesional”. Porque si se va a entender por lobby toda representación de intereses -esta es de la esencia de la democracia; o sea,…

El señor CHADWICK.- El derecho de petición.

El señor GAZMURI.-…el derecho de petición, el derecho de los gremios a defender a sus representados, etcétera-, cualquier interlocución de ciudadanos organizados en función de sus propios intereses y la autoridad pública, estaremos ante una definición conceptual con la que no concuerdo. Es decir, la democracia es representación. Y es representación de intereses: generales, corporativos, etcétera.



Ahora, esto del lobby es norteamericano. Por lo tanto, debemos copiarlo bien; si no, va a ser un “injerto de mono en congrio”. Y se trata precisamente de regular la actividad remunerada y profesional de representación de intereses particulares ante el Estado. 



Eso entiendo por lobby.

El señor LARRAÍN.- ¡Pero lo cambiaron!

El señor GAZMURI.- Y considero indispensable regularlo.



Ahora, no comprendo por qué mediante el veto suprimen la expresión “profesional”. Porque al eliminarla se está haciendo del lobby el equivalente a la representación legítima de intereses.



A mi juicio, esa sola anulación desvirtúa por completo todo el proyecto. Y si no existe claridad en el concepto, después vamos a tener una legislación incomprensible e inaplicable.



Por consiguiente, el artículo 1º es central, porque de él se desprende todo el resto del concepto de lobby, que, a mi entender, debe quedar establecido como la actividad específica, remunerada y profesional de representación de intereses particulares frente a la autoridad pública.



Hay quienes dicen que esa actividad no debería existir y, por ende, se oponen a legislar sobre el lobby. Y no es un argumento desdeñable. Pero ya que existe en el mundo, y en Chile también…

El señor ÁVILA.- No en el mundo.

El señor GAZMURI.- Sí. La representación particular de intereses no siempre existe en la ley. En los Estados Unidos hay mucha legislación sobre la materia. Nadie puede decir que en Europa no existe lobby. Es factible que no haya ley;…

El señor ÁVILA.- No hay ley.

El señor GAZMURI.-…pero existe la representación de intereses particulares, es decir, empresas que se dedican a eso.



Algunos defienden la tesis de que aquella es una actividad necesaria en el mercado y en la democracia moderna. O sea, en las democracias capitalistas modernas se sostiene que esa es una actividad indispensable porque acerca intereses particulares al Estado. 



Estoy dispuesto a compartir ese argumento, pero siempre que sea específico para las empresas o personas que como rubro, de manera profesional y remunerada, se dedican a defender intereses particulares ante autoridades de cualquier tipo.



Entendido así el lobby, estoy por regularlo. Pero creo que la primera parte del veto presidencial desnaturaliza el concepto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pidió la palabra el señor Ministro, quien tiene preferencia. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, varios Senadores dijeron no haber tenido tiempo para analizar la materia, pero he escuchado profundas argumentaciones sobre algo que parecen no conocer. O sea, dicen que no pudieron estudiarla y después hacen afirmaciones muy apasionadas sobre un asunto que pareciera no estar bien examinado en el fondo.



Creo, entonces, que sería mejor pronunciarse sobre los vetos el próximo miércoles, con el fin de tener el tiempo necesario para explicar a cada Senador el alcance de cada uno de ellos.



No es casualidad que las observaciones hayan sido aprobadas por unanimidad en la Cámara Baja y que la Comisión de Gobierno también las haya acogido por consenso.

El señor LARRAÍN.- ¿En la Cámara de Diputados?

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- En esa rama del Parlamento fueron aprobadas por unanimidad.



En cuanto a la objeción específica que se ha hecho en esta Sala, debo puntualizar lo siguiente.



Se considera  lobbysta al ente profesional que se dedica remuneradamente a la actividad en comento, es decir, a la empresa inscrita en el Registro pertinente.



Sin embargo -como todos saben-, en una sociedad, las influencias y defensas de intereses particulares se pueden ejercer sin que medie una empresa de lobby. Entonces, se estima que también se lleva a cabo una acción de lobby cuando una persona natural o jurídica defiende con habitualidad ese tipo de intereses frente a las autoridades. Y se determinan los criterios de habitualidad, estableciéndose un Consejo para la Transparencia, órgano encargado de calificar esta.



Aquello es evidente.



Por ejemplo, si la CUT defendiera intereses privados, planteara su deseo de que no se cerrara determinada empresa y pidiera que el Estado la subsidiara para evitar que los trabajadores quedaran cesantes, obviamente habría una acción de lobby si lo hiciera con cierta habitualidad.



Si la Sociedad Nacional de Agricultura expusiera a cualquier autoridad su inquietud por la inflación, no haría lobby. Si le planteara su preocupación por la banda de precios del trigo y lo efectuara con alguna habitualidad, realizaría lobby.



En tal caso, el único efecto es que, habiendo lobby, la organización queda inscrita en el Registro de lobbystas. 



Si el ente respectivo no quiere bajo ninguna fórmula que la inscriban en dicho Registro y desea quedar libre de toda sospecha, le bastará crear una empresa propia de lobby y hacer lo que debe a través de ella.



O sea, el Gobierno, al plantear el veto, ha recogido una crítica muy profunda que se formuló al proyecto despachado por el Parlamento, emanada de universidades de muy variada orientación, de Chile Transparente y de múltiples reportajes en la prensa nacional, que señalaban que se estaba haciendo una ley de mentira, pues al regular solo a las empresas que realizan en forma remunerada las actividades de lobby en el fondo se deja afuera el 98 por ciento de las acciones de tal índole llevadas a cabo en el país.



Entonces, se buscó una fórmula equilibrada -puede no ser perfecta (lo reconozco), pero constituye un avance- mediante la cual el lobby se regula de forma distinta cuando hay una empresa que lo ejerce de manera remunerada y cuando existe una acción sistemática en el tiempo, habitual, de defensa de un interés individual, no general.



Si mañana el Colegio Médico, preocupado por la situación de la medicina en Chile, habla 20 veces con 20 autoridades, no hace lobby. Si plantea un pleito a favor de la Clínica Alemana, sí lo hace.



Es tan simple como eso.



¿Quién va a determinarlo? El Consejo para la Transparencia. Y ustedes mismos, señores Senadores, van a designar -espero que la próxima semana- a cuatro personas dotadas de idoneidad jurídica y moral para precisar en cada caso lo establecido por la ley en proyecto, que es pionera y bastante delicada.



Insisto: lo que estoy explicando ha sido objeto de votaciones unánimes.



En todo caso, me parece bien -como lo expresaron los Senadores señores Larraín y Gazmuri- que las observaciones se discutan el próximo miércoles. Y nosotros nos daremos el trabajo de explicar a los distintos Senadores que tengan interés el alcance real de cada disposición.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la norma a que se ha hecho referencia hay efectivamente un cambio conceptual. Y lo comparto. O sea, el lobby, más allá del carácter profesional o remunerado, va a la naturaleza de la función y de lo que se defiende.



Desde ese punto de vista, creo que se requiere un margen de tiempo para, sobre la base de aquel concepto y del cambio fundamental contenido en el veto, introducir las perfecciones conducentes a que lo que sea lobby se legisle como tal, y lo que no lo sea, no, y de ningún modo proceder conforme a la idea -ella margina a un universo muy grande- de que solo los conceptos “profesional” y “remunerado” son factores para establecer si estamos o no en presencia de lobby.



En definitiva, el lobby está determinado por la naturaleza de la función que se realiza, más allá de que sea o no remunerado. Y sobre la base de ese concepto la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización trabajó y aprobó el punto, independiente de las perfecciones que puedan realizarse mediante un proyecto de ley complementario dentro de ocho meses, hasta que entre en vigencia esta normativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NARANJO.- ¿No se iba a ver la materia el miércoles…?

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, yo preferiría que discutiéramos las observaciones la próxima semana, porque hay en el proyecto varias ideas que requieren una maduración por parte de todos los Senadores.



Empero, solo deseo señalar que, cuando incorporamos el concepto de lobbysta profesional, hicimos por la vía de la restricción un intento para saber quiénes lo son en Chile. Y no hay más de dos declarados como tales. Entonces, de incluir el concepto de lobbysta profesional, terminaríamos legislando para dos entidades, una de ellas bastante conocida.



En consecuencia, a todos nos pareció que el concepto de lobbysta, en los términos señalados en la iniciativa, iba a la naturaleza misma de las influencias legítimas que se pueden ejercer en la sociedad para la adopción de ciertas medidas.



A mi entender, dada la naturaleza de este proyecto, sería bueno discutir las observaciones la próxima semana.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Le parece a la Sala dejar pendiente para el miércoles venidero la discusión de las observaciones formuladas por la Presidenta de la República?



En todo caso, propongo al señor Ministro, para mejor inteligencia de lo que debemos votar, que el miércoles nos señale el criterio rector en esta materia.



No he tenido preocupación por el proyecto en su esencia. Pero, a decir verdad, en Chile existe una institución más antigua que el lobby: los amigos.



Entonces, no vaya a ser cosa -cuestión no menor- que la ley en proyecto no se adecue a nuestra realidad y mañana quienes de verdad actúan como lobbystas queden afuera, y los amigos, sancionados.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, acogiendo la petición de quienes me antecedieron en el uso de la palabra, y fundamentalmente la formulada por usted, quiero señalar que el señor Ministro acaba de manifestar disposición para, si la Sala asiente, realizar una exposición sobre la materia el miércoles próximo, a las 11:30. Y en la sesión ordinaria de la tarde procederíamos a votar, si así lo dispusiera la Mesa.



La presentación del señor Ministro demoraría entre 45 minutos y una hora.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Está de acuerdo, señor Ministro?

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- ¿Dónde sería?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el salón…

El señor ESPINA.- ¡Aquí mismo!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Conforme: en la Sala. No hay problema, porque no será una sesión oficial.



Si les parece a Sus Señorías, se procederá en la forma indicada.



--Así se acuerda.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en una solicitud mediante la cual don Manuel Baquedano y otros, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2) del artículo 53 de la Constitución Política, requieren el pronunciamiento del Senado acerca de si ha o no lugar la admisión de acciones judiciales en contra del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz (boletín N° S 1.089-02). (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- También llegó a la Mesa el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una nueva circunscripción senatorial y dirección regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (boletín N° 5.432-06). (Véase en los Anexos, documento 11).


Asimismo, se ha recibido oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que retira la urgencia que hizo presente respecto de esa iniciativa.



--Se incluyen en Cuenta extraordinaria.

)------------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, solicito que se recabe el acuerdo de la Sala para tratar en el Tiempo de Votaciones de esta sesión un proyecto de acuerdo que presentamos ayer con el Senador Núñez y que es muy simple en su consideración final: sumarse a la preocupación expresada por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile ante los hechos recientemente denunciados por el Presidente Fernando Lugo, del Paraguay, y hacer un llamado a mantener la solidaridad con la democracia en ese país.



De conformidad con el procedimiento establecido por el propio Senado, correspondería cumplir el trámite, puramente formal, de enviar el texto a la Comisión de Relaciones Exteriores. Sin embargo, lo que ella hace, cuando llegan estos asuntos, es solamente remitirlos de nuevo a la Sala. No resuelve.

El señor NARANJO.- No es así, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Es así, señor Senador.

El señor NARANJO.- En algunos casos, no.

El señor GAZMURI.- Quizás haya sido por problemas de tabla. Pero, como norma, la Comisión no opina sobre los proyectos de acuerdo. 

El señor NARANJO.- ¡Los deja congelados!

El señor GAZMURI.- En consecuencia, por una cuestión de oportunidad, ya que los acontecimientos en Paraguay ocurrieron la semana pasada, solicito que la votación se lleve a cabo hoy día.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, como lo dije en una ocasión anterior con relación a un proyecto de acuerdo recaído en el mismo ámbito, no tendría ningún inconveniente en que la Comisión de Relaciones Exteriores actuara siempre con igual criterio, porque parece que aquellos atinentes a determinadas materias permanecen mucho tiempo guardados. Cuando tienen que ver con la República Popular China, por ejemplo, quedan pendientes durante varias semanas. Pero en otros, como el planteado ahora, si sus autores se encuentran vinculados a la Comisión piden la unanimidad de la Sala para que se pase por alto el envío a dicho órgano técnico.



No opongo objeciones a la petición formulada, porque considero gravísimas las acusaciones del Presidente paraguayo. Pero también lo son las violaciones a los derechos humanos en China, sobre las cuales el Senado ha guardado silencio una y otra vez.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Veo que hay matices.


Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quienes acompañamos a la Primera Mandataria a la transmisión del mando en Paraguay, cuando asumió el Presidente Fernando Lugo, no podemos sino solidarizar con este y manifestar nuestra gran preocupación por lo acontecido.



Adhiero a lo propuesto por los Senadores señores Gazmuri y Núñez. Después de más de 60 años que en ese país prevaleció una sola tendencia política, es indudable que un Gobierno de una línea distinta va a estar sujeto a tensiones. Y el pronunciamiento que se nos pide resulta adecuado.



Adicionalmente, señor Presidente, quiero llamar la atención hacia el hecho de que, dada la dinámica de las votaciones de los proyectos de acuerdo, la falta de quórum ha hecho fracasar también, de manera reiterada, la hora de Incidentes, restringiéndose el derecho de los Senadores a hacer uso de esa última parte de la sesión.



Entonces, sugiero que se vote ahora el asunto que nos ocupa y que en otros casos ello se haga cuando se registre quórum en la Sala, de manera de cumplir los dos objetivos: despachar los proyectos de acuerdo y realizar la hora de Incidentes, la cual se contempla en el Reglamento y constituye una facultad, una prerrogativa, un derecho que reclamo. En efecto, se nos está privando, por la vía de los hechos consumados, de las posibilidades que ella brinda, pues, al no haber quórum, reiteradamente no se lleva a cabo, lo que constituye un impedimento en el ejercicio de las facultades del propio Senado.



Además de ser partidario de pronunciarse a favor del proyecto de acuerdo de que se trata, solicito que la Comisión de Régimen Interior estudie la posibilidad de modificar la oportunidad de votación de estas materias, porque su ubicación actual en la tabla impide, no solo resolverlas, por falta de quórum, sino también llevar a cabo la hora de Incidentes.



Dejo planteada la idea de introducir una enmienda reglamentaria, señor Presidente, con el objeto de evitar que se repita la situación referida.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Hay quórum?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Presidente.

El señor NARANJO.- Entonces, votemos de inmediato.

El señor ORPIS.- Si no, será necesario levantar la sesión, igual que ayer.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Lo que ocurre es que hay otro proyecto en el Orden del Día.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto de acuerdo mencionado por el Senador señor Gazmuri se tratará en el primer lugar del Tiempo de Votaciones.



--Así se acuerda.

CREACIÓN DE CIRCUNSCRIPCIÓN EN

REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5432-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 8ª, en 8 de abril de 2008.


Constitución, sesión 48ª, en 3 de septiembre de 2008.


Discusión:



Sesión 10ª, en 9 de abril de 2008 (pasa a Comisión de Constitución).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como en este momento no se reúne en la Sala el quórum de ley orgánica constitucional que requiere la iniciativa, se ha pedido segunda discusión. 

El señor NARANJO.- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.




TIEMPO DE VOTACIONES

DENUNCIA DE PRESIDENTE DE PARAGUAY Y APOYO A

DEMOCRACIA EN ESE PAÍS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Gazmuri y Núñez, mediante el cual se propone que el Senado se sume a la preocupación manifestada por el Ministerio de Relaciones Exteriores ante los hechos denunciados por el Presidente Fernando Lugo, del Paraguay, y hacer un llamado a las naciones de la región a mantener su apoyo y solidaridad con la democracia en ese país.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1106-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito que se persigue es que la Corporación se sume a la preocupación ante la reciente denuncia del Presidente de Paraguay y hacer un llamado a los países de la región, y muy especialmente a los del MERCOSUR, a mantener su apoyo a la democracia de ese país.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.


--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
)----------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, pedí la palabra hace un rato, cuando se estaba tratando lo relativo a las sesiones de la próxima semana. En efecto, el martes, a partir de la mañana, se discutirá el proyecto de subsidio al Transantiago, y el miércoles, el veto al de lobby.



Pero he recordado a la Mesa, en varias oportunidades, la citación a sesión especial para el jueves con el propósito de escuchar el informe del Consejo del Banco Central, lo que es muy importante, porque se definirán las bases, entre otras cosas, del Presupuesto de la Nación. Como estoy convencido de que ese día asistirán muy pocos señores Senadores, sugerí ver la posibilidad de efectuarla, por ejemplo, el martes en la tarde, en vez de la hora de Incidentes de la sesión ordinaria.

El señor LARRAÍN.- La del jueves es sesión de Sala.
El señor FREI (don Eduardo).- Sí, Honorable colega. Se halla citada desde el 5 de agosto. Y reiteradamente he planteado al señor Secretario que se registrará una escasa asistencia -repito-, en circunstancias de que se trata de un asunto tan relevante como la propuesta del Banco Central para el año 2009.

El señor NARANJO.- Que se convoque para el martes 16, en la mañana.

El señor FREI (don Eduardo).- En virtud de lo expuesto, conviene cambiar la fecha de la sesión. La insistencia en efectuarla el 11 de septiembre es como no asignarle importancia a tal materia.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Hago presente a Su Señoría que ese fue un acuerdo de Comités.

El señor FREI (don Eduardo).- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Para revisarlo, se precisa que haya unanimidad.


En segundo término, cabe consignar que distintos señores Senadores destacaron la necesidad de que una sesión de tales características no experimentara interrupciones. Varios de los presentes expusieron argumentos razonables en tal sentido. Eso fue lo que pesó en la decisión.


En tercer lugar, hago notar que no se trata de una sesión especial convocada por un mero acuerdo, sino de una instancia en la que el Banco Central tiene la obligación de dar cuenta al Senado de la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, como asimismo de las proposiciones para el año calendario siguiente. O sea, la importancia de la especificidad de la convocatoria no depende de nuestra voluntad, sino que se encuentra consagrada en la propia Ley Orgánica Constitucional del Instituto Emisor.


Se esgrimieron todos esos argumentos.


Y se sopesó, también, lo de la fecha 11 de septiembre.


Sin embargo, si revisáramos eso hoy, implicaría “darnos vueltas” entre nosotros mismos, francamente.



En consecuencia, si no se cumple con la asistencia, ahí se verá.



Los Comités, tomando en consideración todos esos elementos, adoptaron por unanimidad la decisión de citar a sesión especial para ese día.

El señor FREI (don Eduardo).- Reitero que el 5 de agosto se tomó el acuerdo, señor Presidente, y que el 6 hablé con Su Señoría, con el señor Secretario y con varios de los Comités y les expuse el asunto. Es decir, lo hice hace casi un mes. Y todos concuerdan en que el 11 de septiembre habrá escasa concurrencia para el tratamiento de un tema tan trascendente



Formulo esa observación en mi calidad de Presidente de la Comisión de Hacienda.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El acuerdo de Comités fue anterior al planteamiento de Su Señoría. Este último fue conocido en una nueva reunión de Comités, en la cual se analizaron y ponderaron todos los argumentos, y se adoptó el acuerdo unánime de mantener la citación para el jueves 11 si no significaba interrumpir el trabajo de las Comisiones. Se adujo que esta última labor no se estaba llevando a cabo en buena forma y que era necesario encauzar el funcionamiento del Senado de esa manera.

MEDIDAS PARA REVALIDACIÓN DE TÍTULOS EXTRANJEROS


EN ÁREA DE MEDICINA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Navarro, Escalona, Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan al Ministerio de Educación adoptar un conjunto de medidas relativas a la revalidación de títulos obtenidos en el extranjero en el área de la Medicina.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1016-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad del proyecto dice relación a los títulos profesionales obtenidos en el extranjero en el área de la Medicina, solicitándose medidas tales como la revisión de la normativa sobre la competencia de la Universidad de Chile para revalidarlos y respecto de los aranceles aplicables a dicho trámite.



Asimismo, se pide rever la decisión adoptada en 1987 en cuanto a no aplicar el Convenio Regional de Convalidación de Títulos de la UNESCO.

El señor NARANJO.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

INFORMACIÓN SOBRE CONSECUENCIAS DE


USO INADECUADO DE TECNOLOGÍA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por el Senador señor Navarro, con el cual solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a las entidades públicas que indica para que informen a los estudiantes y sus familias sobre el uso inadecuado de las tecnologías de la comunicación y la información.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1024-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 67ª, en 20 de noviembre de 2007.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo que se persigue es solicitar a la Primera Mandataria que instruya a los Ministerios de Educación y de Justicia, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones y al Instituto Nacional de la Juventud para que desarrollen campañas educativas y de difusión, dirigidas a los estudiantes y sus familias, respecto de las consecuencias que puede tener el uso inadecuado de las tecnologías a que se hace referencia.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay quórum de votación.

El señor NAVARRO.- Vienen llegando más Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ahora se registra un número suficiente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

DISTRIBUCIÓN Y LECTURA OBLIGATORIA DE LIBROS DE SEÑORA PATRICIA VERDUGO AGUIRRE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Naranjo, Gazmuri, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República instruir al Ministerio de Educación para que estudie la posibilidad de distribuir en bibliotecas y colegios públicos los libros de la señora Patricia Verdugo Aguirre, y que al menos dos de dichos textos sean considerados lectura obligatoria para los alumnos de Enseñanza Media.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1044-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 87ª, en 23 de enero de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es que obras de la periodista y escritora recientemente fallecida sean de lectura obligatoria en la Enseñanza Media y se distribuyan en las bibliotecas de los establecimientos educacionales públicos, por constituir ejemplos de la defensa de los derechos humanos en nuestro país.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.

El señor ARANCIBIA.- ¡No me parece, señor Presidente!

El señor ORPIS.- Que se vote. ¡Cómo van a ser libros de lectura obligatoria!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NARANJO.- No hay quórum.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En realidad, el proyecto de acuerdo no se puede aprobar, pues si bien es cierto que cuenta con 7 votos a favor, 2 en contra y una abstención, no se reúne el quórum para adoptar acuerdos.

El señor NARANJO.- Tampoco para sesionar.

El señor NÚÑEZ.- ¿No habrá hora de Incidentes?

El señor NAVARRO.- ¿Qué ocurrió, entonces?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Contados quienes votaron -algunos de los presentes no lo hicieron-, no se reunió el quórum de aprobación.



Ahora, si permanecen en la Sala al menos 13 señores Senadores, será posible ocuparse en los otros dos asuntos que figuran en el Tiempo de Votaciones.

El señor ÁVILA.- ¿Habrá hora de Incidentes?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Esa parte de la sesión no resulta afectada.



Repito que en el Tiempo de Votaciones se encuentran pendientes dos proyectos de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Serán tratados en el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ALLAMAND:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole informar sobre RETRASO EN CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS EN AMARGOS, COMUNA DE CORRAL; al señor Director de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, pidiendo antecedentes acerca de RIESGO DE EMBANCAMIENTO DE RÍO RAHUE POR CONSTRUCCIÓN DE NUEVO PUENTE SAN PEDRO, y al señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, demandando informe sobre CAUSAS DE DESLIZAMIENTOS EN AMARGOS, COMUNA DE CORRAL.



Del señor COLOMA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para pedir antecedentes sobre PAVIMENTACIÓN RUTA K-45, SECTOR PELARCO-HUENCUECHO, Y CAMINO SANTA MARGARITA-EL MANZANO, COMUNA DE PELARCO.


Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole REPARACIÓN DE CAMINO COLPI-TRAIGUÉN Y OBRA DE CONEXIÓN ENTRE COLPI NORTE Y COLPI SUR; al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, referente a SOLUCIÓN DE PROBLEMAS DE VECINOS DE VILLA LOS ANDES, COMUNA DE ANGOL, y al señor General Director de Carabineros, solicitando MAYOR PRESENCIA POLICIAL EN VILLA LAS CUMBRES, COMUNA DE ANGOL.


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro del Interior, pidiéndole una respuesta a PETICIÓN DE JUNTA DE VECINOS N° 41, ISLA CHUIT, CHAITÉN, y al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Agricultura, requiriendo INFORME SOBRE POLILLA DE RACIMO DE VID.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de que disponga MEDIDAS DE NORMALIZACIÓN DE TRÁNSITO EN CAMINO AUSTRAL, ENTRE PUYUHUAPI Y BIFURCACIÓN A PUERTO CISNES y se estudie ALTERNATIVA DE MEJORAMIENTO DE TRAMO BIFURCACIÓN PUERTO CISNES-QUEULAT POR PUERTO CISNES Y SECTOR COSTERO.



Del señor LARRAÍN:



A la señora Ministra de Educación, en cuanto a SUBVENCIÓN DE ESCUELAS DE EDUCACIÓN ESPECIAL POR ALTERACIÓN DE LENGUAJE, y al señor Ministro de Justicia, sobre REAJUSTE DE ARANCELES Y SITUACIÓN PREVISIONAL DE RECEPTORES JUDICIALES.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Director Nacional de Aduanas, acerca de SOLUCIÓN TRANSITORIA ANTE COLAPSO DE PUERTO TERRESTRE DE LOS ANDES.
)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Orpis.


AGRADECIMIENTO POR ASISTENCIA ANTE ACCIDENTE DE


CURSO DE COLEGIO “CUMBRES”. OFICIOS

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el viernes recién pasado, en Arica, me tocó vivir seguramente el momento más duro de mi vida: el accidente ocurrido en la localidad de Putre, donde fallecieron nueve jóvenes estudiantes.



No voy a relatar lo que me correspondió ver y decidir en esa ocasión; pero quiero ocupar el tiempo de la hora de Incidentes solo para expresar agradecimiento.



El propósito de la operación llevada a cabo en esa oportunidad apuntaba a realizar todos los esfuerzos necesarios para que los restos de las víctimas fueran velados a la brevedad posible en Santiago. Ese objetivo se consiguió. A las siete de la mañana del sábado despegó desde Arica, con víctimas y familiares, el avión presidencial. Pero, en el entretanto, en el transcurso de esas horas, sucedieron muchas cosas. Es aquí donde corresponde el reconocimiento.



Expreso mi gratitud a todos los facultativos y quienes trabajan en el Hospital Juan Noé, de Arica. Ocurrido el accidente, los médicos concurrieron de manera voluntaria para atender a las personas heridas. Estuve en la UTI, en la Unidad de Cirugía, y fueron admirables la disposición y el trato de todos y cada uno de los profesionales que se desempeñan en dicho establecimiento.



Agradezco a la Clínica San José, que recibió a quienes sufrieron heridas menos graves y desplegó toda su disposición para brindarles una mejor atención y, al mismo tiempo, recibir en mejores condiciones, durante toda la noche, a los familiares.



Agradezco a la Armada, que prestó la ayuda necesaria para efectuar la operación; a la Fuerza Aérea, a Carabineros de Chile, y, de manera especial, a la Policía de Investigaciones, que hizo todos los esfuerzos para emplear la tecnología necesaria en la identificación de las víctimas, destacándose la voluntad de su personal.



En forma muy particular, también agradezco al señor Intendente de la Región de Arica y Parinacota. Me siento orgulloso, más allá de las diferencias políticas que mantengamos, de que hayamos trabajado juntos a fin de lograr el objetivo perseguido. Ello, a lo menos, nos da una luz en el sentido de que, no obstante las discrepancias, estas se olvidan cuando enfrentamos hechos de la naturaleza del que nos ocupa, para cumplir un propósito tan humano como el de la labor conjunta que efectuamos entre los días viernes y sábado.



Lo hago presente porque fue admirable la disposición del señor Luis Rocafull, quien no durmió en la noche hasta despachar a la última persona herida, el sábado a las 15. Nos comunicábamos sin dificultad alguna durante esas largas horas, porque lo importante era que los heridos y las víctimas fueran trasladados con sus familiares.



Tuvimos que tomar decisiones difíciles -no fue necesario hacerlo, afortunadamente, en algunos casos-, pero se cumplió el propósito final. Por ello, me felicito de que en este país seamos capaces de afrontar con tal entereza y generosidad hechos como el que señalo.



Agradezco a la Primera Mandataria por haber respondido en forma expedita proporcionando el avión presidencial y todos los medios necesarios para realizar la operación.



Agradezco a la Ministra de Educación por entregar calidez particularmente a las familias y acompañarlas en el trayecto.



Sería injusto no hacerlo, señor Presidente, porque la verdad es que en Arica todas las autoridades tienen que sentirse orgullosas de la labor realizada. Muchas veces nos dedicamos a criticar la manera en que se abordan las emergencias.


En cuanto a este caso particular, debemos todos sentirnos orgullosos. Y así me siento respecto de cómo las autoridades abordaron un tema, que, desde un punto de vista humano, era tan doloroso, tan triste, y donde resultaba tan necesario actuar con prontitud.



Señor Presidente, pido que se oficie a todas las personas que he mencionado, a fin de transmitirles mis agradecimientos.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Solicito la anuencia de la Sala para que dirija la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Núñez. 



Acordado. 



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ (Presidente accidental).- El tiempo que resta del Comité de la Unión Demócrata Independiente fue cedido al Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Y luego sumaré el correspondiente al mío.

El señor NÚÑEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, Su Señoría.

SITUACIÓN EN LA ARAUCANÍA. OFICIOS

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, según lo que me ha informado el Observatorio de Derechos de Pueblos Indígenas, actual Observatorio Ciudadano, tras el incendio ocurrido el domingo 17 de agosto en el fundo Santa Rosa, comuna de Vilcún, que afectó a la familia Luchsinger -que obviamente condenamos-, se ha producido una fuerte reacción policial y política sobre comunidades mapuches. Se les ha estigmatizado de antemano como responsables de aquellos hechos o como los más probables perpetradores, sin que exista todavía investigación concluyente ni identificación de los causantes.



Tras todo aquello, el Alto Mando de Carabineros hizo un llamado a “endurecer” la labor policial en la zona e implementar tácticas del tipo “antiguerrilla”, con reforzamiento del contingente y trabajo de “inteligencia” contra los focos de activismo en La Araucanía.



Ha habido denuncias recientes acerca de violentos allanamientos masivos a comunidades mapuches. Han resultado afectados lactantes, niños, mujeres y ancianos por efecto de los gases lacrimógenos utilizados.



Preocupa también el incendio que la madrugada del domingo 31 de agosto, en la comuna de Padre Las Casas, afectó a la ruka sede del Consejo Mapuche de Maquehue, representativo de un gran número de comunidades del sector.



Allí se había celebrado algunas semanas atrás un convenio con el Gobierno Regional, en el cual se avanzaba en la resolución, a través del diálogo, de reclamaciones históricas relacionadas con tierras indígenas y con la gestión de su propio desarrollo. 


El lugar fue rociado con combustible y la base de la construcción cortada con motosierra, lo cual da cuenta del carácter intencional del hecho. Obviamente, todo aquello no alcanzó la difusión de otras circunstancias igual de desgraciadas, que tuvimos la oportunidad de conocer en detalle.



Preocupa el debate público y político en orden a invocar la Ley Antiterrorista frente a estas situaciones.



El Comité de Derechos Humanos de la ONU pidió al Estado chileno modificar los alcances demasiado amplios de la normativa al tipificar el delito terrorista. Su aplicación a presos mapuches procesados en el marco del conflicto territorial ha sido cuestionada por diversos organismos internacionales de derechos humanos. Ellos han constatado en Chile situaciones de vulneración sistemática de derechos indígenas; numerosos hechos de violencia contra personas de origen mapuche y sus comunidades, y, además, políticas públicas que no responden a los estándares internacionales.



Insto al Gobierno a promulgar y depositar el Convenio Nº 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas, que fue aprobado por el Congreso en marzo pasado y que permanece hasta ahora sin ser promulgado por la Presidenta.



Llamo a las autoridades a no dejarse llevar por quienes sostienen que la “mano dura” en contra de los mapuches es la única estrategia para enfrentar la realidad existente hoy en La Araucanía. A veces hay llamados a apretar los dientes en determinadas materias. Yo pediría que también se contrajesen algunos músculos cuando se trata de temas como el que estoy describiendo, de honda trascendencia en sectores muy sensibles de nuestra patria.



Sin reconocimiento, sin respeto hacia nuestros pueblos originarios y sin una política pública que atienda los problemas históricos que les afectan será muy difícil alcanzar la convivencia pacífica que todos anhelamos.



Insto al Congreso, en particular a la Oposición, a aprobar con prontitud el reconocimiento en la Constitución de los pueblos indígenas y sus derechos, conforme a las tendencias del Derecho Internacional. Asimismo, insto a adaptar la legislación a las disposiciones del Convenio Nº 169 de la OIT, de modo de que este pueda transformarse efectivamente en un instrumento eficaz para asegurar el respeto a los pueblos originarios de Chile, de cara al Bicentenario.



Señor Presidente, solicito enviar una misión de observación a la zona, a cargo de la Comisión de Derechos Humanos del Senado.



También pido que se oficie a los Ministerios del Interior y de Justicia por la situación del proceso instruido ante el asesinato de Matías Catrileo, quien fue baleado el jueves 3 de enero del presente año en el fundo de Jorge Luchsinger.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NÚÑEZ (Presidente accidental).- Señor Senador, en cuanto a la petición en orden a que la Comisión de Derechos Humanos visite la zona de La Araucanía, la única posibilidad existente es que la plantee, directamente o a través del representante de su bancada, a los Comités del Senado para que se adopte el acuerdo correspondiente.


En Incidentes, los Comités Renovación Nacional e Independientes no harán uso de sus respectivos tiempos.


En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

RETRASO EN REPOSICIÓN DE HOSPITAL DE LIRQUÉN. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministerio de Salud, en particular al Servicio de Salud Talcahuano, a fin de que nos informe acerca de los avances en la reposición del hospital de Lirquén.



Al parecer, ha habido un retraso. Las obras debieran haber sido entregadas preliminarmente en mayo, a fin de dar paso a las construcciones mayores.



Pido que se nos haga llegar la Carta Gantt, en particular de las inversiones contempladas para 2008 y el calendario de obras. Hemos insistido suficientemente para que estas últimas queden listas a la brevedad, ojalá antes de 2010, es decir, en diciembre de 2009.



Hay inquietud en los pacientes y en el personal del hospital. Queremos saber si la empresa a cargo de las obras está cumpliendo con el cronograma adecuado. Ello, porque detrás se encuentran miles de familias de la comuna de Penco a la espera del nuevo hospital de Lirquén, que ojalá sea mucho mejor que el que se incendió poco tiempo atrás.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

AGILIZACIÓN DE PROYECTO PRODUCTIVO EN CALETA CERRO VERDE BAJO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Del mismo modo, pido que se oficie al Gobierno Regional y a la Intendenta del Biobío, señora María Angélica Fuentes, respecto de la solicitud que ha hecho el FAP (Fondo de Administración Pesquera), que ha considerado un aporte de 32 millones de pesos para la realización de un proyecto del Sindicato de Trabajadores Independientes de Pesca Artesanal de Caleta Cerro Verde Bajo, el que desde hace siete años realiza una tarea extraordinaria en la administración de un centro de tecnología en tratamiento de productos de consumo humano. 


Ese es el mejor proyecto de Chile. Lo conozco desde sus inicios, cuando en ese lugar solo había una explanada azotada por las olas en invierno.



El Gobierno ha invertido cerca de un millón y medio de dólares. Y se requiere plata para su funcionamiento. Lo absurdo y paradójico: hacemos la inversión mayor, que ya suma alrededor de 700 millones de pesos, pero falta dar inicio al proceso de elaboración de productos del mar con valor agregado, lo cual generará empleo en Penco y señalará una ruta muy clara para los pescadores artesanales: no solo saldrán a pescar todos los días, sino que también podrán procesar y comercializar sus productos.



En ese sentido, la Seremi de Economía de la Octava Región ha elaborado un proyecto que contempla más de 130 millones de pesos, recursos absolutamente necesarios para complementar y cerrar el ciclo productivo.



El Presidente del sindicato, José Miguel Ponce, y los demás dirigentes han insistido de manera reiterada en la agilización del proyecto, y la Subsecretaría de Pesca aprobó dicho aporte. Ahora se requiere la firma de la Intendenta y del Gobierno Regional para concretar la entrega de esos fondos, que se destinarán a elementos esenciales en el proceso constante de inserción de los pescadores artesanales en la extracción, comercialización y fabricación de sus propios productos.



Ojalá el Gobierno Regional y la Intendenta contesten favorablemente esta petición.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

INCENTIVOS A MIPYMES PARA COMBATE CONTRA DESEMPLEO EN OCTAVA REGIÓN. OFICIO

El señor NAVARRO.- En otro ámbito, señor Presidente, deseo hablar sobre el desempleo en la Octava Región.



Durante el período mayo-julio, 15 de las 33 ciudades consideradas en el sondeo que realiza el INE tienen índices por sobre la media. Entre las que registran los más altos porcentajes están Lota y Talcahuano (12,6 por ciento en cada caso), Coronel (12,4 por ciento), Arica (12 por ciento), Angol (11,9 por ciento) y Santiago (8,4 por ciento).



Claramente, Talcahuano y Coronel tienen los mayores índices de cesantía.



Una vez más quiero solicitar las acciones y los programas necesarios al Estado para revertir la situación. Pero en esta ocasión pido que sean dirigidas a la micro, pequeña y mediana empresa, a fin de favorecer el empleo en la Región del Biobío.



Para ello, solicito que se envíe un oficio al SENCE, dependiente del Ministerio del Trabajo, para que informe sobre los incentivos y apoyos que se están dando a las mipymes tendientes a generar un impacto positivo en materia de trabajo, ya sea mediante subsidio, capacitación de mano de obra o respaldo a la contratación adicional de esta.



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del señor Senador, de acuerdo con el Reglamento.

NECESIDAD DE POLÍTICA INTEGRAL SOBRE ANTÁRTICA CHILENA A RAÍZ DE DESPRENDIMIENTO DE GRAN MASA DE HIELO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré ahora a un hecho gravísimo: el desprendimiento de una masa de hielo en el territorio antártico.



Pese a que, a partir de películas como “El día después de mañana”, del documental “Una verdad incómoda” (de Al Gore) y de los resultados de la investigación científica realizada por el Panel Intergubernamental de las Naciones Unidas para el Cambio Climático, se ha provocado un fuerte remezón en la conciencia de gran parte de los gobiernos y ciudadanos del mundo respecto de los alcances y los efectos que puede llegar a producir el cambio climático y el calentamiento global, en nuestro país hay cosas que están pasando, pero ignoramos. Resulta lamentable y preocupante que no les demos la debida atención e importancia.



Deseo hablar en esta oportunidad sobre el desprendimiento de una placa de hielo de 570 kilómetros cuadrados, registrado el 28 y 29 de febrero de este año en la plataforma de Wilkins, en el territorio antártico.



Según nos informó el Subsecretario de Aviación, señor Raúl Vergara, un monitoreo efectuado por el National Snow and Ice Data Center de Estados Unidos, que mantiene 19 puntos de observación en la Antártica, muestra que el límite norte de la plataforma de Wilkins empezó a retroceder desde mediados de los ochenta y que durante los últimos años ha presentado diversos casos de desprendimiento, siendo el de marzo de 1998 el mayor registrado hasta la fecha, con mil cien kilómetros cuadrados, superficie equivalente a la ciudad de Valdivia.



Estos fenómenos de tan amplia magnitud, pero que para la sociedad chilena parecen ser imperceptibles, invisibles, se estarían produciendo fundamentalmente por la variación de la temperatura en el continente antártico.



Se estima que la viabilidad de una plataforma de hielo se produce por su localización dentro de un área con una temperatura media anual inferior a 9 grados centígrados bajo cero.



Sin embargo, la detección de desprendimientos de témpanos gigantes y la destrucción de grandes áreas de plataformas de hielo ubicadas en el sector norte de la Península Antártica ha sido realizada en las últimas décadas casi en tiempo real. Es decir, sucede y lo conocemos de inmediato gracias a la cobertura y disponibilidad de imágenes satelitales.



La comunidad científica interpreta esos cambios como indicadores de una respuesta de la Península Antártica al calentamiento global.



De hecho, el área de la península ha experimentado un aumento de la temperatura media superficial anual del orden de los 2,5 grados Celsius en los últimos 50 años. Esta región se ha calentado casi siete veces más que el promedio global del planeta, equivalente a 0,74 grados Celsius en los últimos 100 años, de acuerdo con el Cuarto Informe del Panel Intergubernamental de la ONU.



En la actualidad son numerosos los programas e instituciones de diversos países, como España, Alemania, Gran Bretaña, Estados Unidos, que mantienen programas de monitoreo permanente para registrar y observar la magnitud de los cambios.



Sin embargo, a pesar de que estamos en medio de la celebración del Año Polar Internacional 2007-2008 -esta es una paradoja-, concebido como un gran programa internacional de investigación científica coordinada, interdisciplinario y con un marcado interés en potenciar las observaciones de las zonas polares del planeta (antártica y ártica), que se desarrolla entre marzo de 2007 y marzo de 2009, con el fin de aportar nuevos conocimientos y mayor comprensión a los procesos en ese ámbito y al desarrollo de nuevos sistemas de observación o a la mejora de los existentes, la presencia de Chile en estas materias sigue siendo menor, escasa.



Pese a que la Corporación aprobó un proyecto de acuerdo -lo presenté junto con otros señores Senadores- para solicitar al Gobierno prestar la mayor atención, colaboración, difusión y apoyo a las actividades del Año Polar Internacional -especialmente a aquellas relacionadas con acciones y estudios realizados a partir de la Antártica chilena, sobre todo a las ejecutadas o donde participen entidades o científicos nacionales, por la importancia que revisten para el futuro desarrollo y la sostenibilidad ambiental de la zona austral-, este importante ámbito de investigación recae casi únicamente en el Instituto Chileno Antártico, en general, y sobre algunos de nuestros científicos, en particular, que son muy pocos.



Nos preocupa que tal situación siga acentuándose.



Creemos no estar pecando de exagerados, señor Presidente, al hacer un llamado al Gobierno para que se destinen los medios que permitan a nuestros científicos desarrollar su trabajo en igualdad de condiciones que los investigadores extranjeros, algunos de los cuales, incluso, son de países que ni siquiera tienen bases en el territorio antártico. Es decir, hay expertos sin dichas bases para instalarse, pero que realizan una tarea más profunda, con mayor nivel de financiamiento, que los científicos chilenos.



No basta con alegar por los mapas, por las pretensiones de algunas naciones de instalarse o de modificar las fronteras vigentes del territorio antártico, o con creer que, por nuestra cercanía, lo que pase en la Antártica es solo un problema nuestro.



Un millón 250 mil kilómetros cuadrados tiene Chile en la Antártica. Sin embargo -lo hemos dicho de manera reiterada en este Hemiciclo-, los niveles de inversión son, lejos, muy insuficientes.



Desde ya, resulta escasa la ridícula cifra de 8 millones de dólares anuales para que las Fuerzas Armadas hagan soberanía en la Antártica.



Y, como decía, no creo ser exagerado respecto de nuestras aprensiones.



Para graficar el estado de preocupación de nuestro país respecto de lo que ocurre en el territorio antártico, y sin ánimo de querer relativizar el esfuerzo y profesionalismo que se ponga en las responsabilidades públicas, leeré parte de la respuesta que me envió la CONAMA de Magallanes ante mi consulta sobre el desprendimiento de la placa de 500 kilómetros cuadrados de la plataforma de Wilkins.



El texto dice: “se debe señalar que la Conama sólo tiene información general sobre el desprendimiento de una placa de hielo en la Península Antártica u otros fenómenos que están ocurriendo en la Antártica, la que se obtiene de periódicos, publicaciones o desde Internet, ya que no está entre las competencias de este organismo la realización de actividades científicas, de observación o mediciones, labor que en la Antártica realiza el INACH, las instituciones de las FFAA, u organizaciones científicas como el Centro de Estudios Científicos con presencia en dicho territorio”.



En la respuesta, con fecha 27 de mayo, agrega: “a objeto de dar respuesta a su requerimiento de información se han solicitado antecedentes al INACH y al CEC, sin que a la fecha se haya obtenido respuesta de estas entidades. Por parte del INACH se informó que el profesional competente en la materia se encuentra en el extranjero, por lo que, por el momento es imposible acceder a nuestra solicitud de información”.



Como se puede apreciar, señor Presidente, nuestra capacidad instalada como Estado para tener una observación sobre la Antártica y lo que allí ocurre es más que precaria.



Por eso, solicito dirigir oficios a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet; a los señores Ministros de Hacienda y de Defensa Nacional, y a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, remitiéndoles copia de esta intervención y manifestándoles nuestra preocupación por esta baja capacidad de hacer un seguimiento integral y ante la necesidad de encontrar mecanismos, herramientas, financiamiento, acciones legales, económicas, de infraestructura, de incentivo de apoyo a los organismos públicos y privados para adoptar y desarrollar una política clara y nítida sobre dicho territorio.



Se trata de un tema país. Dependiendo de lo que hagamos, se afectará a las futuras generaciones de Chile y del mundo.



Nuestra nación tiene una responsabilidad extraordinaria en la Antártica.



Creo que viene una disputa enorme con China, con Rusia, con Estados Unidos, con Inglaterra, con todos los países que, visualizando la falta de agua dulce y especialmente la acción del derretimiento de los polos y el efecto del calentamiento global sobre el medioambiente, van a manifestar más interés que quienes reclamamos soberanía sobre este millón doscientos cincuenta mil kilómetros cuadrados. Es un deber y una razón de Estado poner mayores recursos y mejor atención. 



He dicho al Senador señor Muñoz Aburto que Magallanes tiene que ser la puerta de acceso a la Antártica; que Magallanes y Chile tienen que ser los que administren ese capital medioambiental; que, particularmente, debemos contar con el mejor rompehielos del mundo para prestar asistencia, por cierto en forma remunerada, al sector privado, y que tenemos que poseer el mejor avión carguero que nos permita ir al Polo Sur y sobrevolar los hielos antárticos cuando y en las condiciones que queramos. Hoy no disponemos de ninguno de los dos. 



Quiero reiterar la petición que hemos hecho a la FACH, específicamente a su Comandante en Jefe, de poder estar presentes en Patriot Hills, base chilena ubicada a mil kilómetros del Polo Sur que se visita cada cierto tiempo y que representa el único punto de soberanía chilena en la zona. Para poder realizar cada viaje, el Jefe de la Fuerza Aérea nos explicaba que deben habilitarse  dos aeronaves -hacer dos en una-, generar un conjunto de restricciones presupuestarias -la Fuerza Aérea no posee los recursos suficientes- y elaborar una planificación de un año para otro.



Le hemos dicho que la Comisión de Medio Ambiente del Senado tiene toda la disposición -y así se lo solicitamos- de sesionar en Patriot Hills, para hacer soberanía y plantear desde allí, desde el Polo Sur, la necesidad de que Chile y el mundo entero muestren mayor preocupación por los hielos antárticos.



Es tiempo de actuar, señor Presidente, y ese tiempo es ahora.



¡Patagonia sin represas siempre!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
ACCESO A INTERNET PARA SECTORES DE 

BAJOS RECURSOS. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el Gobierno está llevando adelante un proceso de modernización del acceso de los chilenos a banda ancha e internet.



Sobre este tema, pido oficiar al Ministerio de Transportes, específicamente a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.



El ex Ministro de Obras Públicas y actual Presidente del Consejo de Innovación, Eduardo Bitrán, ha señalado -a mi juicio, oportuna y valientemente- que la banda ancha para los segmentos medios y bajos -es decir, para los chilenos de clase media y de bajos recursos- es cara y prácticamente inalcanzable. 



Y se ha abierto un debate muy interesante. 



Se dice que Chile es país digital. Algunos sostienen que es país “medio digital”, no más. 



Por eso, cada día se hace más frecuente y preocupante que empresas de telecomunicaciones contraten estudios y economistas para investigar -entre comillas- determinados temas de su interés.



Sin embargo, en la gran mayoría de los casos las conclusiones y posiciones que defienden dichos estudios y “economistas” son del agrado de quien los contrata. Algunas conclusiones notables a que han arribado son, por ejemplo, “que la telefonía por internet es regresiva”; “que la desagregación de redes es inconveniente para Chile y que está mundialmente en retirada”, y “que las redes inalámbricas son sustitutas de las fijas y que, por tanto, hay que darles libertad tarifaria a ambas”.



Señor Presidente, muchos especialistas opinan que los referidos estudios serían más creíbles si sus autores los firmaran como “abogados-economistas” de las compañías que se los encargan, evitándose así el epígrafe de consultores, pues, como todos sabemos, estas investigaciones son financiadas por las principales empresas del sector. No se trata de estudios de carácter científico, sino, más bien, de índole comercial. 



Esto viene al caso -y es lo que analizamos- de la pugna entre quienes dicen que internet de banda ancha en Chile es “buena, bonita y barata” y quienes afirman lo contrario. Los primeros están respaldados por la Fundación País Digital, que a través del informe mencionado ha llegado a semejante conclusión.



Cabe destacar que País Digital está financiada principalmente por las compañías telefónicas y que las conclusiones de su estudio se alinean con las de estas.



Llama la atención, en primer lugar, que la citada fundación no compare la situación de Chile con la base de datos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), la más completa hoy en el mundo. Siendo nuestro país candidato a pertenecer a dicha entidad, resulta natural establecer una comparación con los datos que ella maneja. Sin embargo, no se hizo. Si así se hubiera efectuado -si, efectivamente, el estudio quisiera reflejar la realidad de Chile-, veríamos que estamos en los últimos lugares de 30 naciones en términos de precio, penetración y calidad de la banda ancha.



Hoy, la oferta de paquetes donde nadie encuentra acceso a banda ancha por menos de 22 mil o 23 mil pesos -como advierte el señor Bitrán- remite a un conjunto de otros servicios que la gente no necesariamente desea. Y un importante número de usuarios no quiere teléfono fijo, porque solo utiliza celular. ¡El teléfono fijo ya pasó a la historia! En la actualidad, hay 14 millones de aparatos móviles y poco menos de 3 millones -cantidad que sigue a la baja- de líneas residenciales. De ahí que la venta de paquetes amarrados a servicios que a la gente no le es menester está causando serio daño a los usuarios. 



Con un grupo de abogados vamos a iniciar una acción en defensa de los consumidores y esperamos dar señales suficientes para que el Gobierno y la Subsecretaría de Telecomunicaciones puedan intervenir cuando efectivamente los proveedores no estén cumpliendo con su obligación de ofrecer el mejor servicio, libre de amarres a otros productos que la gente no desea.



Es falso lo que plantea País Digital en cuanto a que una conexión básica de un mega pueda costar alrededor de 10 mil pesos. Si alguien pudiera comprar un mega a 10 “lucas”, que vaya al mercado. No existe tal oferta; por lo tanto, es irreal. No es cierto que en verdad haya un servicio de un mega para usuarios de baja intensidad que no requieran los 2 que se ofrecen en paquete y que, en consecuencia, necesariamente deben pagar 22 mil o 23 mil pesos si quieren contar con internet. 



Por eso, el acceso a banda ancha de millones de familias de escasos recursos que no pueden pagar un paquete no podrá realizarse, por cuanto no se da lo que algunos llaman “precio implícito”. Lo que hay es un ofrecimiento concreto que incluye televisión, teléfono e internet. Yo pienso que la gente que desea contar con banda ancha pero no quiere televisión o teléfono, sea porque ya ha celebrado otros contratos por esos productos o sencillamente porque no requiere dichos servicios, debe tener acceso al precio justo, al valor real de mercado de la conexión a internet a través de banda ancha. Mientras ello no ocurra, solo habrá un debate no adecuado, por cierto, para los intereses de los consumidores.



Lo que yo quiero resaltar es que no es efectivo un paquete barato para las personas de sectores bajos. Estoy con el señor Bitrán y creo que la SUBTEL no puede hacer oídos sordos a esta situación, quedándose sin regular en pos del mejor servicio y del consumidor.



Repito: vamos a emprender las acciones pertinentes. 



En particular, lo que solicito a la Subsecretaría de Telecomunicaciones es un informe técnico acerca de las ofertas que las empresas de telefonía fija hacen de internet, específicamente de banda ancha, y que indique si se está cumpliendo o no lo establecido por la ley en cuanto a que se debe brindar el mejor servicio y la mayor cobertura al más bajo precio, porque necesitamos que haya competencia, la cual, de acuerdo con todos los estudios que no han sido pagados por las empresas, es irreal o inexistente.



Por el bien de los usuarios de internet, espero que este problema se solucione.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
 El señor NÚÑEZ (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:38.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 45ª, ORDINARIA, EN MARTES 19 DE AGOSTO DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor  Zaldívar y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Cantero.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, doña Paulina Urrutia Fernández.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS


Las actas de las sesiones cuadragésima tercera y cuadragésima cuarta, ambas ordinarias, de 12 y 13 de agosto del año 2008, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en materia de seguridad social (Boletín N° 6.017-13).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que protege a los cetáceos e introduce modificaciones a la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura (Boletín N° 5.936-12).



2.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletín N° 5.522-07).



Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (Boletín N° 5.315-05).


-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Diputado señor Francisco Encina Moriamez.



-- Se toma conocimiento.



Con los dos siguientes, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.-Proyecto de ley que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros (Boletín N° 5.849-15) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que protege a los cetáceos e introduce modificaciones a la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura (Boletín N° 5.936-12) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Diecisiete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los dos siguientes, remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra del inciso segundo del artículo 21 del decreto ley N° 2.186, de 1978, y del artículo 1° de la ley N° 19.989.



-- Se toma conocimiento.



Con los catorce restantes, remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los siguientes preceptos: artículo 4° de la ley N° 19.260; artículo 137 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, e incisos primero, segundo y tercero del artículo 96 del Código de Minería, y de la acción de inconstitucionalidad del inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Contralora General de la República subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, relativo a situaciones irregulares acontecidas en la Municipalidad de Nancagua.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca del procedimiento utilizado para liberar los derechos de agua, del caudal de reserva en la localidad de Villa Cerro Castillo y de la entrega de derechos de agua en Estero Arroyo.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, relativo a la limpieza y encauzamiento del caudal del Río Blanco.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de los alcances del derrame de “2-etilhexanol” en la localidad de Ventanas.



Dos del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, referido a la autorización para utilizar cilindros usados de gas natural comprimido en autos de la XII Región.



Con el segundo, contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la propuesta para modificar el Plan Regulador Metropolitano y de los efectos que tendría la expansión urbana de Santiago.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la protección y patentamiento de los genes de nuestros recursos naturales.



Del señor Subsecretario de Bienes Nacionales, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a regularización de títulos de dominio en la XI Región.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región de La Araucanía, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la pavimentación de la Avenida Arturo Pérez Canto, en Curacautín.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre Chile y Canadá para enmendar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá por el cual se adiciona un capítulo sobre contratación pública (Boletín N° 5.852-10).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo por el que se adiciona el capítulo de Compras del Sector Público al Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Mexicanos (Boletín N° 5.855-10).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo sobre requisitos para el etiquetado de vinos del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007 (Boletín N° 5.612-10) (con urgencia calificada de “simple”).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Reglamento Sanitario Internacional (2005), adoptado en la 58ª Asamblea Mundial de Salud (Boletín N° 5.841-10).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (Boletín N° 5.363-03).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que establece un nuevo régimen de penas en caso de fuga del conductor que ha participado en un accidente de tránsito (Boletín N° 6.034-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señora Alvear y señor Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que regula los incentivos comerciales a la venta de medicamentos que se expenden bajo receta médica (Boletín N° 6.037-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Chadwick, Longueira y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que permita indemnizar a los ex trabajadores de la Empresa Nacional del Carbón que indican (Boletín N° S 1101-12).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Pérez Varela y Ruiz-Esquide, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República incorporar la esclerosis múltiple entre las patologías cubiertas por el Plan AUGE (Boletín N° S 1.102-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Naranjo, Letelier y Muñoz Aburto, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudien medidas que permitan a las PYMES enfrentar el alza continua en sus cuentas de luz (Boletín N° S 1.103-12).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Escalona, para ausentarse del país a partir del día 15 de agosto de 2008.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta llega a la Mesa el informe de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en materia de seguridad social (Boletín N° 6.017-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



--Queda para la Tabla de esta sesión.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que en la sesión ordinaria del día de mañana, se vote el proyecto de acuerdo de su autoría y de los Honorables Senadores señores Ávila y Girardi, con el que solicitan que se posterguen las fechas para la rendición de la Prueba de Selección Universitaria, correspondiente al Boletín N° S 1.085-12.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que, los proyectos de ley correspondientes a los Boletines números 5.621-03, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, para sancionar la caza de ballenas en las zonas que indica; 5.628-03, que declara monumento natural a los cetáceos que indica; 5.744-03, que declara monumento natural a todas las especies de ballenas que indican y N° 5.572-12, que prohíbe la caza de cetáceos en las aguas sometidas a la jurisdicción nacional y establece medidas de protección que indica, sean discutidos en el trámite de primer informe, en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, conjuntamente con el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que protege a los cetáceos e introduce modificaciones a la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, correspondiente al Boletín N° 5.936-12.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien se refiere al trámite de Comisión conferido al proyecto de ley que crea el subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros, correspondiente al Boletín N° 5.849-15.

_____________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones, respecto del proyecto de ley que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (Boletín Nº 3.493-07), hasta las 12 horas del día 1 de septiembre del año en curso.



2.- Agregar al Orden del Día de la Tabla de esta sesión, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones en materia de seguridad social (Boletín Nº 6.017-13), con informes de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.

____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones en materia de seguridad social, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión 

Social, unidas.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a los acordado por los Comités y ratificado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en materia de seguridad social, correspondiente al Boletín N° 6.017-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutieron este proyecto en general y particular a la vez  y lo aprobaron en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Frei, García, Muñoz Aburto, Ominami y Pérez Varela.


El señor Secretario General hace presente que el proyecto de ley tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 N° 18) de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -



En discusión general y particular el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Frei y señora Matthei.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto de ley, es aprobado por 25 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



"Artículo 1º.- Reemplázase en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley Nº 19.578, la expresión "2008" por "2011".



Artículo 2°.- Intercálase a continuación del punto final del inciso primero del artículo 22 de la ley Nº 17.322, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo final, nuevo:



"Sin embargo, el plazo mencionado se extenderá hasta el día 13 de cada mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo, cuando dichas declaraciones y el pago de éstas se realicen a través de un medio electrónico.". 



Artículo 3º.- Intercálase, en el artículo 10 de la ley N° 19.728, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:



"Sin embargo, cuando el empleador realice la declaración y el pago de las cotizaciones, tanto de cargo del empleador como del trabajador, a través de un medio electrónico, el plazo mencionado en el inciso anterior se extenderá hasta el día 13 de cada mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo.".



Artículo 4º.- Intercálase, en el artículo 185 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:



"Sin embargo, cuando el empleador realice la declaración y el pago de las cotizaciones, a través de un medio electrónico, el plazo se extenderá hasta el día 13 de cada mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo.".



Artículo transitorio.- Las modificaciones que esta ley introduce en el artículo 22 de la ley N° 17.322, en el  artículo 10 de la ley N° 19.728 y en el  artículo 185 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006,   del Ministerio de Salud, entrarán en vigencia a partir del primer día del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Dichas normas se aplicarán respecto de las cotizaciones de las remuneraciones que se devenguen a partir desde esta última fecha.". 

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social e informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, correspondiente al Boletín N° 3.975-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 4 quáter; 6 quáter; 7 ter; 8 ter; 9 ter; 9 sexies; 12 ter; 13 ter; 15 quáter; 16 ter; 18 ter; 19 ter; 22 ter; 24 quinquies; 27 ter; 28 ter; 30 quinquies; 31 ter, y 32 ter.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3; 5 ter; 9 quáter; 10 quáter; 11 quáter; 14 ter; 15 ter; 20 ter; 21 ter; 23 ter; 24 ter; 25 ter; 26 ter; 29 ter; 30 ter, y 30 quáter.



4.- Indicaciones rechazadas: ninguna.



5.- Indicaciones retiradas: números 3 bis; 4; 4 bis; 5; 5 bis; 6; 6 bis; 7; 7 bis; 8; 8 bis; 9; 9 bis; 10; 10 bis; 11; 11 bis; 12; 12 bis; 13; 13 bis; 14; 14 bis; 15; 15 bis; 16; 16 bis; 17; 17 bis; 18; 18 bis; 19; 19 bis; 20; 20 bis; 21; 21 bis; 22; 22 bis; 23; 23 bis; 24; 24 bis; 24 quáter; 25; 25 bis; 26; 26 bis; 27; 27 bis; 28; 28 bis; 29; 29 bis; 30; 30 bis; 31; 31 bis; 32, y 32 bis.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1; 1 bis; 2; 3 ter; 4 ter; 6 ter; 9 quinquies; 10 ter; 11 ter; 21 quáter; 33 y 34.



El señor Secretario General añade que, por su parte, al Comisión de Hacienda, en complemento del cuadro reglamentario de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, transcrito precedentemente, y para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nueva indicación de Su Excelencia la Presidenta de la República.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.


V.- Indicaciones retiradas: no hay.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



Seguidamente, el señor Secretario General expresa que la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala aprobar el texto despachado en general con las siguientes enmiendas:

Artículo 2º

Inciso primero

Número 3


Reemplazar, en su encabezamiento, la expresión “igual o inferior a $ 600.000”, por las frases “igual o inferior al monto del límite máximo inicial de pensiones de las ex cajas de previsión fusionadas en el Instituto de Normalización Previsional, a que se refiere el artículo 9° de la ley N° 19.200, vigente a la fecha en que la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones solicite la información señalada en el inciso segundo del artículo 3° de esta ley”.

Letra a)

Inciso primero


Sustituir el punto final (.) por una coma (,), y agregar a continuación lo siguiente: “con excepción de las pensiones de viudez y de sobrevivencia, contempladas en cualquiera de los regímenes previsionales.”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el que sigue:


“Para efectos del inciso anterior de este literal, la estimación del monto de la pensión de vejez líquida corresponderá a la primera anualidad de la modalidad de retiro programado establecida en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, debiendo utilizarse en su proyección la menor tasa de interés entre la tasa de retiro programado y la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, vigente al mes en que la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones solicite la información a que se refiere el inciso segundo del artículo 3º de la presente ley. Dicha proyección se efectuará considerando el Fondo de Pensiones en que se encontraren las cotizaciones obligatorias; sin embargo, si éstas estuvieren en los Fondos de Pensiones Tipo A y B, la proyección deberá efectuarse en el Fondo de Pensiones Tipo D. Con todo, en la estimación de dicho monto se descontará el valor presente de la cuota mortuoria, calculada con los mismos parámetros utilizados en la estimación de la pensión de vejez señalados precedentemente. Lo dispuesto en este inciso, es sin perjuicio de la modalidad de pensión de vejez a que opte el beneficiario del bono al momento de pensionarse.”.

Número 5

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“5.- Cesar en el cargo o terminar el contrato de trabajo, en las instituciones señaladas en el artículo 1º, sea por renuncia voluntaria, por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley Nº 3500, de 1980, por supresión del empleo o por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, dentro de los 12 meses siguientes de cumplirse las edades señaladas en el número anterior, según corresponda.”.

Inciso final


Intercalar, entre la palabra “funciones” y la preposición “por”, la frase “o termine su contrato de trabajo”, seguida de una coma (,).

Artículo 3º

Inciso primero


Agregar las siguientes oraciones finales: “Además, deberá adjuntar una declaración del trabajador sobre sus eventuales beneficiarios de pensión de sobrevivencia, a menos que éste no la proporcione. Dicha declaración se efectuará de acuerdo a las instrucciones que imparta la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.”.

Inciso segundo


Sustituir la palabra “podrá” por “deberá”.

Inciso décimo


Reemplazar la frase “corresponda según el artículo 8º”, por la siguiente: “señala el artículo 8º de esta ley”.

Artículo 4º

Inciso primero


Sustituir los vocablos “o al” por “o a la”.

Artículo 5º


Reemplazar la frase “ni constituirá indemnización ni renta”, por la siguiente: “y no constituirá indemnización, renta ni ingreso”.

Artículo 8º

Inciso primero


Reemplazar las frases “en los numerales 2º y 4º del artículo 2º, y la respuesta de los organismos previsionales y de la Superintendencia Administradora de Fondos de Pensiones”, por las que siguen: “en los numerales 2 y 4 del artículo 2º de esta ley, y la respuesta de los organismos previsionales y de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el que sigue:


“El bono se devengará y pagará al personal mencionado en el artículo 1º de esta ley que cumpla con las exigencias establecidas en el artículo 2º, a contar del mes subsiguiente al de la fecha en que dicho personal hubiere cesado en el cargo o terminado el contrato de trabajo, sea por renuncia voluntaria, por obtener pensión de vejez de conformidad al decreto ley Nº 3.500, de 1980, por supresión del empleo o por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo.”.

Artículo 9º


Reemplazar, su primera parte, que dice “El personal que cese en sus cargos y perciba el bono, y que con posterioridad se reincorpore a alguna de las instituciones u organismos señalados en el artículo 1º, sea en calidad de titular, a contrata u honorario,” por “El personal que perciba el bono y que con posterioridad a la fecha de inicio de su percepción se reincorpore a alguna de las instituciones u organismos señalados en el artículo 1º de esta ley, sea en calidad de titular, a contrata, contratado conforme al Código del Trabajo o a honorarios,”.

Artículo 12

Inciso segundo


Intercalar, entre la palabra “funciones” y la coma (,) que le sigue, la frase “o terminado su contrato de trabajo”. 

Inciso cuarto


Intercalar, después de las palabras “inciso primero”, la expresión “del presente artículo”, y reemplazar la frase “igual o inferior a $ 600.000.”, por las frases “igual o inferior al monto del límite máximo inicial de pensiones de las ex cajas de previsión fusionadas en el Instituto de Normalización Previsional a que se refiere el artículo 9º de la ley Nº 19.200, vigente a la fecha en que la Superintendencia de Administradoras de Fondos y Pensiones solicite la información señalada en el inciso segundo del artículo 3º de esta ley.”.

Inciso quinto

Letra a)


Modificarlo del modo siguiente:


- Intercalar, entre las palabras “inciso segundo” y el punto seguido (.), la frase “de este artículo, descontadas las cotizaciones obligatorias de salud”.


- Adicionar, antes del punto aparte (.), lo que sigue: “, con excepción de las pensiones de viudez y de sobrevivencia, contempladas en cualquiera de los regímenes previsionales”.

Artículo 13

Inciso segundo

Letra a)


Sustituir el punto aparte (.) por una coma (,), y agregar a continuación lo siguiente: “con excepción de las pensiones de viudez y de sobrevivencia, contempladas en cualquiera de los regímenes previsionales.”.

Inciso tercero


Intercalar entre la palabra “funciones” y la coma (,) que le sigue, la frase “o terminado su contrato de trabajo”.

Inciso quinto


Reemplazarlo por el que sigue:


“Para el personal señalado en este artículo, el bono se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente al de la fecha de la total tramitación del acto administrativo que lo concede.”.

Artículo 14


Suprimirlo.

Artículo 15


Pasa a ser artículo 14, modificado como sigue:

Inciso primero


Intercalar, en su encabezamiento, a continuación de la expresión “excedentes de libre disposición,”, lo siguiente: “con cargo a sus cotizaciones obligatorias,”.

Número 1


Reemplazar las frases “se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo de la letra a) del numeral 3 del artículo 14. En el caso de la pensión de invalidez se considerará la tasa de interés promedio implícita para esas pensiones.”, por las siguientes: “la pensión de vejez o invalidez líquida será estimada considerando: i) el saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual al momento de obtener la pensión, incluidos el monto retirado como excedente de libre disposición con cargo a sus cotizaciones obligatorias y el bono de reconocimiento a que tenga derecho, e ii) la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias correspondientes a las pensiones de vejez contratadas en el mes en que el trabajador suscribió el contrato de seguro de renta vitalicia.”.

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el que sigue, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Para el caso que en el cálculo del monto de las pensiones de los trabajadores a que se refieren los artículos 12 y 13 de esta ley, se hubieren incluido sus cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro previsional voluntario y depósitos convenidos a que se refiere el artículo 20 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, éstos se excluirán de la estimación de su pensión de invalidez o de vejez líquida reguladas por dichos artículos para efecto de la aplicación de la presente ley, de acuerdo al método de cálculo que establezca mediante instrucciones la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.”.

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Inciso primero


Sustituir, en su segunda oración la conjunción “o”, que sigue a la palabra “cargo”, por una coma (,), e intercalar entre la expresión “de 1980,” y la frase “dentro de los 12 meses”, lo siguiente: “cesar en funciones por supresión del empleo o terminar su contrato de trabajo por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo,”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “el año 2006”, por la frase “el año de publicación de esta ley en el Diario Oficial”.

Artículo segundo


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo segundo.- La presente ley entrará en vigencia el 1 del mes siguiente de su fecha de publicación en el Diario Oficial. Con todo, el artículo 10 de esta ley, entrará en vigencia el 1 de enero del año 2009.”.

Artículo tercero


Reemplazar “año 2006” por “año 2008”.

Artículo cuarto


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Al personal que, siendo beneficiario de la bonificación por retiro voluntario establecida en el Título II de la ley Nº 19.882, le resulte aplicable lo dispuesto en el artículo primero transitorio de la presente ley, no se le aplicará lo establecido en el artículo noveno de la ley Nº 19.882, siempre que cumpla con lo señalado en ese artículo transitorio y postule al bono dentro del plazo contemplado en dicho artículo transitorio.”.

Artículo quinto

Inciso primero


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo quinto.- Las personas que se hayan acogido a la bonificación por retiro voluntario establecida en el Título II de la ley Nº 19.882 y aquellas que hubieren cesado en sus funciones, sea por renuncia voluntaria, por obtención de pensión de vejez de conformidad al decreto ley Nº 3.500, de 1980, por supresión del empleo o por aplicación  del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, en alguna de las calidades y organismos señalados en el inciso primero del artículo 1º de la presente ley o en sus antecesores legales, tendrán derecho al bono que establece esta ley, el que se devengará y pagará de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8º.”.

Inciso segundo

Letra a)


Intercalar, a continuación de las palabras “sea por renuncia voluntaria”, lo siguiente: “, por supresión de su empleo, por término del contrato de trabajo por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo”.

Letra e)


Modificarla del modo que sigue:


- Intercalar, en el encabezamiento de su inciso segundo, entre la palabra “funciones” y la coma (,) que le sigue, la expresión “o término de su contrato de trabajo”, y agregar, a continuación de la frase “excedentes de libre disposición,”, la expresión “con cargo a sus cotizaciones obligatorias,”.


- Reemplazar, en el numeral 1 de su inciso segundo, la frase “se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo de la letra a) del numeral 3 del artículo 14.”, por lo siguiente: “la pensión de vejez líquida será estimada considerando: i) el saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual al momento de obtener la pensión, incluidos el monto retirado como excedente de libre disposición con cargo a las cotizaciones obligatorias y el bono de reconocimiento a que tenga derecho, e ii) la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias correspondientes a las pensiones de vejez contratadas en el mes en que el trabajador suscribió el contrato de seguro de renta vitalicia.”.


- Agregar, en su inciso tercero, antes del punto aparte (.), lo siguiente: “, con excepción de las pensiones de viudez y de sobrevivencia, contempladas en cualquiera de los regímenes previsionales”.


- Intercalar, en su inciso final, entre la palabra “funciones” y la coma (,) que le sigue, la expresión “o término de su contrato de trabajo”.

Inciso tercero


Intercalar, entre la palabra “funciones” y la coma (,) que le sigue, la frase “o terminado su contrato de trabajo”.

Inciso cuarto


Sustituir la frase “numeral 4º del artículo 3º”, por la que sigue: “numeral 4 del artículo 2º de esta ley”.

Inciso sexto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Para el personal señalado en este artículo, el bono se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente de la fecha de total tramitación del acto administrativo que lo concede.”.
Inciso séptimo o final


Suprimirlo.”.


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone a la Sala aprobar el texto despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social con la siguiente enmienda:

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo quinto
Letra e)

Sustituir, en el encabezamiento de su inciso segundo, la frase “aquella que hubieren obtenido al mes siguiente del cese de funciones o término de su contrato de trabajo” por la siguiente “aquella que perciba al momento de presentar la solicitud a que se refiere el inciso tercero del presente artículo”.
- - -



El señor Secretario General hace presente que, sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la mayor parte de las modificaciones introducidas por la Comisión de Trabajo y Previsión Social se acogieron en la Comisión de Hacienda con el voto en contra de la Senadora señora Matthei, al igual que los artículos 1°, 6°, 7°, 10 y 11, preceptos que el señor Presidente pondrá en discusión y votación reglamentariamente con posterioridad.

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, ha solicitado segunda discusión de esta iniciativa.



En primera discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Allamand, señora Matthei, señor García, señora Alvear y señores Letelier, Sabag, Ávila y Muñoz Barra.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que presida la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable Senador señor Cantero.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Zaldívar, Vásquez, Gazmuri y Orpis.



Reasume la Presidencia de la Corporación, el Honorable Senador señor Zaldívar.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Orpis, de conformidad a lo dispuesto en el número 7) del artículo 131 del Reglamento del Senado, formula indicación para que el proyecto vuelva a Comisión para un nuevo segundo informe.



Sobre el particular, el señor Presidente señala que en caso de acogerse la solicitud del Honorable Senador señor Orpis, corresponde fijar un plazo para formular indicaciones.



En relación con esta solicitud, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Vásquez, Gazmuri y Muñoz Barra y señora Matthei.



Al hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Muñoz Barra solicita al señor Presidente que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República con el objeto de hacerle presente la necesidad y la conveniencia de que los señores Ministros de Estado asistan a las sesiones de la Corporación en que se analicen iniciativa legales de importancia para el país, como en el caso de este proyecto.



Así se acuerda.



Seguidamente, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para acoger la petición formulada por el Honorable Senador señor Orpis, con el fin de abrir un plazo para formular indicaciones - al texto contenido en el segundo informe de la Comisión de Hacienda - hasta las 12 horas del día 8 de septiembre del año en curso, en la Secretaría de dicha Comisión, las cuales deberán ser discutidas por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Gómez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, ha solicitado el acuerdo de la Corporación para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento pueda sesionar mientras lo hace la Sala.



Así se acuerda.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 20.174, para cambiar la denominación de la provincia “De Ranco” por la “Del Ranco”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.174, para cambiar la denominación de la provincia “De Ranco” por la “Del Ranco”, correspondiente al Boletín N° 5.326-06.



Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y particular a la vez, por tratarse de una iniciativa de artículo único y lo aprobó en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez, Pérez Varela y Sabag.


El señor Secretario General hace presente que el proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 110 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -



Luego, el señor Secretario General señala que un Comité, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicitó segunda discusión respecto de esta iniciativa.



En primera discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra y ningún señor Senador hace uso de ella.



El proyecto queda para segunda discusión.

- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

- - - 



Posteriormente, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para otorgar el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, lo que así se acuerda.



A continuación, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Girardi, con el que solicitan la adopción de diversas medidas tendientes a sensibilizar a la ciudadanía sobre la importancia de la donación de órganos, 

con informe de la Comisión de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores Navarro y Girardi, correspondiente al Boletín N° S 1.094-12, por medio del cual solicitan la adopción de diversas medidas tendientes a sensibilizar a la ciudadanía sobre la importancia de la donación de órganos.
- - -



Luego, el señor Presidente señala que no hay en la Sala el número de Senadores requerido por el artículo 54 del Reglamento del Senado para adoptar acuerdos, por lo que se procederá a tocar los timbres por 5 minutos a la espera de que llegue el número de Senadores necesario, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 60 del Reglamento del Senado.



Seguidamente, se procede a tocar los timbres de la Sala por 5 minutos, no alcanzándose el número de Senadores requerido para sesionar y adoptar acuerdos.



Queda pendiente la votación de este proyecto de acuerdo.



Para los efectos del artículo 60 del Reglamento del Senado, se deja testimonio que en ese momento se encontraban presentes en la Sala los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Cantero, Flores, García, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Girardi, y Zaldívar.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación han solicitado que se dirija, en su nombre, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor  Allamand al señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región de los Ríos, requiriendo dar solución a carencias de la escuela rural Tierra de Esperanza, de la localidad de Neltume, comuna de Panguipulli.



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Ministro de Hacienda, solicitando que aclare el monto de los recursos destinados a pagar el bono compensatorio a los cotizantes de ex Caja de Empleados Particulares de Magallanes.


- Del Honorable Senador señor Coloma a  la señora Ministra de Salud, requiriendo información sobre la nueva modalidad para el pago del arancel correspondiente al cambio de director técnico.


- Del Honorable Senador señor  Espina:



1) Al señor Ministro del Interior, con el objeto de remitir antecedentes relativos a la solicitud de acto reparatorio formulada por persona que indica.



2) A los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público y Ministro de Justicia, con la finalidad de remitir antecedentes respecto a la situación de persona que señala por presunta participación en transacción de droga. 


3) A la señora Superintendenta de Pensiones, remitiendo antecedentes referidos al reclamo efectuado por persona que indica a la Administradora de Fondos de Pensiones ING, por error de cálculo en la pensión.


- Del Honorable Senador señor Frei a la señora Ministra de Agricultura, solicitando su opinión acerca de los planteamientos formulados por la Corporación de la Carne de Chile.


- Del Honorable Senador señor  Horvath :



1) Al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, requiriendo materializar las regularizaciones de predios comprometidos con los pobladores afectados por la erupción de volcán Hudson, en 1991.



2) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, para que exija a la empresa Hidroaysén un informe que posibilite la fiscalización de los proyectos de centrales en los ríos Baker y Pascua, XI Región y que se adopten las demás medidas que indica.



- Del Honorable Senador señor  Larraín:



1) Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de poner en su conocimiento y solicitar su opinión sobre las inquietudes planteadas por la presidenta del proyecto “Mejor Trabajo de Talca”, sobre igualdad laboral.



2) A la señora Presidenta de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT, en relación con las inquietudes planteadas por persona que indica, acerca del proceso de postulaciones a becas de ese organismo.



- Del Honorable Senador señor  Romero a la señora Ministra de Agricultura, requiriendo información respecto de la reasignación de recursos para proyectos y postergación de iniciativas del sector agrícola que indica.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo ninguno de los Comités.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 46ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 20 DE AGOSTO DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Romero, Sabag y Vásquez.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS


Se dan por aprobadas 
las actas de las sesiones cuadragésima tercera y cuadragésima cuarta, ambas ordinarias, de 12 y 13 de agosto del año 2008, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado a los siguientes proyectos de ley:



1.- El que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).



2.- El que adecua normas sobre procedimiento laboral, contenidas en el Libro V del Código del Trabajo, modificado por la ley N° 20.087 (Boletín 5.764-13).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el tercero, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir a las viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento, del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado y para facilitar la construcción de viviendas sociales, simplificando el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios (Boletines números 5.502-14 y 5.571-14, refundidos).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Zaldívar, respecto de una Moción -de su autoría- que crea una beca de estudios superiores para la XI Región, la que fue declarada inadmisible por contener materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, referido a los cobros que impone el Departamento de Cooperativas a las cooperativas agrícolas lecheras por concepto de auditoría y fiscalización.



Con el segundo, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de autorizaciones provisorias para la reubicación de las empresas salmoneras del fiordo Aysén afectadas por el sismo del año 2007.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a planes de empleo y programas de becas del SENCE en la VIII región.



Del señor Ministro de Minería, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la implementación de una red de monitoreo volcánico en nuestro país.



Del señor Director General subrogante de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que responde un oficio cursado en nombre de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Orpis, Pérez Varela y Romero, referido a pandillas delictuales que operan en el país.



De la señora Presidenta de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de estadísticas de inversión en ciencias sociales básicas y de las propuestas de implementación del Sistema Bicentenario de Capital Humano.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Moción



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales (Boletín N° 6.041-08).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Vásquez, para ausentarse del país a partir del día 9 de septiembre de 2008.



-- Se otorga el permiso solicitado.

Comunicación



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, mediante la cual solicita autorización para discutir en general y en particular, durante el primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo a la protección de los trabajadores y la comunidad respecto de la utilización de productos fitosanitarios (Boletín Nº 2.596-13), iniciativa que ya fue informada de la misma manera por la Comisión de Agricultura.



-- Se accede a lo solicitado.

_____________

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE LA EX DIPUTADA

SEÑORA CARMEN LAZO CARRERA


A continuación, el señor Presidente rinde homenaje en memoria de la ex diputada señora Carmen Lazo Carrera, recientemente fallecida.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 20.174, para cambiar la denominación de la provincia “De Ranco” por la “Del Ranco”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual se solicitó segunda discusión en la sesión 45ª, ordinaria, del día de ayer.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.174, para cambiar la denominación de la provincia “De Ranco” por la “Del Ranco”, correspondiente al Boletín N° 5.326-06.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de las sesión precedentemente señalada. 


El señor Secretario General hace presente que el proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 110 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -


En segunda discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra y ningún señor Senador hace uso de ella.


Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto, es aprobado por 22 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.-Reemplázase, en los artículos 1° y 2° de la ley N° 20.174, la frase “de Ranco” por “del Ranco”.”.

_____________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Acuerdo sobre requisitos para el etiquetado de vinos del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007, con 

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo sobre requisitos para el etiquetado de vinos del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007, correspondiendo al Boletín N° 5.612-10 y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra y ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo sobre Requisitos para el Etiquetado de Vinos" y su anexo I, del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007.".

____________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba del Acuerdo entre Chile y Canadá para enmendar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Canadá por el cual se adiciona un capítulo sobre contratación pública, con informes de las Comisiones de Relaciones 

Exteriores y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba del Acuerdo entre Chile y Canadá para enmendar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Canadá por el cual se adiciona un capítulo sobre contratación pública, correspondiente al Boletín N° 5.852-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda hizo lo propio y aprobó en general y particular el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra y ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el "Protocolo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá para enmendar el Tratado de Libre comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá", por el que se adiciona un capítulo K bis sobre Contratación Pública, adoptado en Hanoi, Vietnam, el 15 de noviembre de 2006.”.

_____________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Protocolo por el que se adiciona el capítulo de Compras del Sector Público al Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Mexicanos, con informes de las Comisiones de Relaciones 

Exteriores y de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo por el que se adiciona el capítulo de Compras del Sector Público al Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Mexicanos, correspondiente al Boletín N° 5.855-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda hizo lo propio y aprobó en general y particular el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra y ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo por el que se adiciona un Capítulo 15 bis Compras del Sector Público al Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos”, firmado en la Ciudad de México el 28 de agosto de 2007.”.

_________________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Reglamento Sanitario Internacional (2005), adoptado en la 58ª Asamblea Mundial de Salud, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Reglamento Sanitario Internacional (2005), adoptado en la 58ª Asamblea Mundial de Salud, correspondiente al Boletín N° 5.841-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra y ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Reglamento Sanitario Internacional (2005), adoptado en la 58ª Asamblea Mundial de la Salud, mediante la Resolución WHA 58.3, de 23 de mayo de 2005”.".

_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias, con informe de la Comisión de 

Agricultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias, correspondiente al Boletín N° 5.363-03.



Añade que la Comisión de Agricultura, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular, por ser de aquéllos de artículo único y rechazó la idea de legislar por tres votos, de los Senadores señores Allamand, Espina y Larraín, contra uno, del Honorable señor Naranjo.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín y Naranjo.



Durante la votación, el señor Presidente aclara que votar “sí” significa aprobar el informe de la Comisión informante y , por lo tanto, rechazar la idea de legislar en esta materia, y votar “no”, rechazar el informe referido y aprobar en general el proyecto.



Cerrado el debate y sometido a votación el informe de la Comisión de Agricultura, es aprobado por 16 votos contra 6. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Frei, García, Horvath, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores García, Larraín y Vásquez.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Ávila, Girardi, Gómez, Naranjo, Ominami y Pizarro. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Naranjo.



Seguidamente, el señor Presidente declara que queda rechazado en general el proyecto y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, para lo cual propone que se nombre a los señores Senadores integrantes de la Comisión de Agricultura.

Así se acuerda. 


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Girardi, con el que solicitan la adopción de diversas medidas tendientes a sensibilizar a la ciudadanía sobre la importancia de la donación de órganos, 

con informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Girardi, correspondiente al Boletín N° S 1.094-12, por medio del cual solicitan aprobar el proyecto de acuerdo que se consigna más adelante.



Agrega que la Comisión de Salud informa que esta iniciativa no le ha merecido observaciones.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, dirigido a la señora Ministra de Salud, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la opinión pública nacional ha comprobado que cada año se verifican menos donaciones de órganos en el país, pese a las medidas legislativas y a las campañas impulsadas por el Ministerio de Salud y entidades particulares, lo cual torna más difícil una situación de suyo compleja, como la que deben enfrentar tanto los pacientes que requieren de un trasplante para seguir viviendo, cuanto las familias de éstos;

2. Que cada donación de órganos supone para la persona que los recibe un promedio de 30,8 años de vida. Si se trasplantan todos los órganos de un donante, los años de vida ganados alcanzan los 56, según datos de un estudio publicado en el "American Journal of Transplantation";

3. Que, de este modo, por ejemplo, por cada trasplante de hígado el paciente receptor gana una media de 16,1 años de vida, mientras que por el de corazón la ganancia media se sitúa en 14,5 años. El trasplante doble de riñón y páncreas supone un promedio de 12,9 años de vida adicionales; el de riñón eleva la supervivencia a 7,2 años, y el de pulmón a 2,1;

4. Que, conforme a datos del Consejo de Europa, a principios de 2005 esperaban un trasplante en ese continente un total de 61.987 personas, mientras que el año pasado se alcanzaron los 35.919 trasplantes. Por ende, hubo menos de 40% de los trasplantes que se necesitaban;
5. Que alrededor de 3.484 pacientes europeos murieron en 2004 mientras esperaban un trasplante, lo cual implica que al menos diez europeos mueren cada día esperando una operación de este tipo. La tasa de donación del continente europeo está en 15,6 por millón de población. En España esa cantidad se supera en 1,9 puntos porcentuales. Por tanto, si Europa lograra alcanzar los índices españoles el número de trasplantes realizados sería de 56.000 al año;
6. Que España es el mejor ejemplo en materia de donación de órganos y trasplantes. A diario, durante el año 2007, cuatro personas pudieron seguir viviendo gracias a un trasplante; seis personas mejoraron sustancialmente su calidad de vida merced a un trasplante renal, y se realizaron cada día diez trasplantes de distintos órganos. Sólo durante el año recién pasado se llevaron a cabo 2.210 trasplantes renales; 1.112 hepáticos; 241 cardíacos; 185 pulmonares; 76 de páncreas, y 5 intestinales, lo que arroja un total de 3.829 operaciones de esta índole;

7. Que, en Latinoamérica, Uruguay es el país que posee la mayor tasa de donación efectiva de la región: 22,5 por millón de habitantes, mientras que en Venezuela ese número es de apenas 2. Argentina, con más de 11 donantes por cada millón, se encuentra entre los países que más crecieron en los últimos tiempos, sobre todo a partir de la entrada en vigor de la ley del donante presunto. Y Chile pasó de una tasa de donación efectiva de 2,8 por millón en 1990 a una de 8,6 en 2006, aunque en la actualidad sólo se satisface alrededor del 10% de los trasplantes necesarios;
8. Que el 28 de junio de 2008 se cumplieron cuarenta años del primer trasplante de corazón realizado en Chile por el doctor Jorge Kaplán y su equipo en el Hospital Naval de Valparaíso, marcando un hito en la medicina nacional. La operación duró dos horas y 49 minutos y la paciente fue María Elena Peñaloza, una joven costurera de 24 años de edad, nacida en Panquehue, quien padecía de vulvopatía congénita con dilatación del miocardio. En la operación le trasplantaron el corazón del joven de 21 años Gabriel Veliz, muerto debido a un tumor cerebral;
9. Que el Primer Día Mundial por la Donación y el Trasplante se celebró el año 2005 en Ginebra, Suiza, en tanto que el Segundo en 2006 en Buenos Aires, Argentina. El año pasado el evento central de esta festividad se realizó en Kuwait. Durante su desarrollo se efectúan encuentros en los que organizaciones, autoridades, pacientes trasplantados, instituciones y especialistas, se reúnen para analizar problemas y difundir información sobre el tema;
10. Que, en el caso del evento realizado en Argentina, se destacó la evolución del proceso de donación y trasplante de órganos y tejidos regido por la ley N° 24.193. Este cuerpo normativo experimentó importantes modificaciones con la aprobación de la ley N° 26.066, en noviembre de 2005, que incorpora la figura del "donante presunto", en virtud de la cual toda persona fallecida mayor de 18 años es considerada donante, excepto aquellas que hayan manifestado la voluntad contraria. En los casos en que no exista manifestación expresa se le solicita a la familia que confirme, mediante su testimonio, la última voluntad del fallecido;
11. Que a nivel mundial se celebra el "Día del Trasplante" el 26 de octubre. No obstante, hay países que han instaurado otras fechas buscando generar conciencia sobre el tema. Así, Paraguay el 9 de julio; España el 27 de febrero y el 4 de junio ("Día Nacional del Donante de Órganos"); México el 26 de septiembre, y Venezuela el 31 de octubre. La Comunidad Europea estableció el 14 de octubre como el "Día Europeo del Donante";
12. Que el ejemplo más destacado en cuanto a promoción sobre el tema es Argentina, que, además del 26 de octubre, ha instituido el 1 de noviembre para celebrar el "Día del Trasplantado y de la Concientización en la Donación y Trasplante de Órganos"; el 30 de mayo para el "Día Nacional de la Donación de Órganos", y el 1 de abril para el "Día Nacional del Donante de Medula Ósea";
13. En Chile, a partir de 1997 se instituyó el 27 de septiembre como el "Día Nacional del Donante" en homenaje a Pamela Ortiz Toledo, de 12 años, la primera donante pediátrica, quien falleció el 27 de septiembre de 1995 y que pocos días antes de morir expresó a su familia su voluntad de donar sus órganos, y
14. Que en nuestro país la lista de espera para trasplante renal es la que registra mayor número de pacientes con 1.300 personas, seguida de la hepática, con 300.


El Senado acuerda:



1) Solicitar a Usía, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las medidas que permitan optimizar el trabajo y la coordinación de las instituciones públicas y privadas que persiguen mejorar el conocimiento de la ciudadanía respecto de la donación de órganos, así como hallar nuevos y más eficaces mecanismos culturales, sociales, legales y administrativos que faciliten la información y manifestación de voluntad de las personas que desean ser donantes y promuevan el respeto de esta decisión.



2) Fijar, en conjunto con los donantes y demás actores del sistema de trasplantes, nuevas fechas para debatir y sensibilizar a la opinión pública en torno a la importancia y los alcances de la donación de órganos.”.

_______________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Ávila, con el que solicitan que los Ministros de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previsión Social promuevan la suscripción del Convenio 94, 

de la Organización Internacional del Trabajo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores  Navarro y Ávila, correspondiente al Boletín N° S 1.088-12, por medio del cual solicitan aprobar el proyecto de acuerdo que se consigna más adelante.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que el Comité de Expertos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), informó y alertó que uno de los Convenios más importantes promovidos por esa organización, el N° 94, que existe desde 1949 y protege los derechos de los trabajadores y trabajadoras de todo el mundo, se aplica de manera deficiente;

2. Que dicho Convenio establece una norma de la OIT relativa a las cláusulas laborales en contratos públicos, y tiene la finalidad de impedir que haya empresas que ofrezcan precios más bajos en las licitaciones, recortando los costos de personal en los contratos;

3. Que este acuerdo internacional exige que todos los oferentes respeten las normas vigentes, incluidas las estipuladas en los convenios colectivos. El año pasado la OIT realizó un examen general de todos los miembros del Convenio. Sólo sesenta países lo han ratificado y una cuarta parte de ellos lo respeta plenamente;

4. Que el Comité de Expertos concluyó que el Convenio N° 94 sigue siendo un instrumento importante de protección de los derechos laborales, recomendando a la OIT que sus miembros hagan más por promover su comprensión y ratificación;

5. Que Chile no lo ha suscrito ni ratificado;

6. Que se aplica a los contratos en que al menos una de las partes es una autoridad pública, cuya ejecución implique la inversión de fondos públicos y se refiera a la construcción, transformación, reparación o demolición de obras públicas, o a la fabricación, montaje, manipulación o transporte de materiales, pertrechos y utensilios o la ejecución o suministro de servicios;

7. Que también se aplica a las obras ejecutadas por subcontratistas o cesionarios de contratos, caso en que la autoridad competente debe tomar medidas adecuadas para garantizar la aplicación del Convenio a dichas obras;

8. Que los contratos a los cuales se aplique deberán contener cláusulas que garanticen a los trabajadores interesados salarios (comprendidas las asignaciones), horas de trabajo y demás condiciones de empleo no menos favorables que las establecidas para un trabajo de igual naturaleza en la profesión o industria interesada de la misma región;

9. Que establece que la autoridad competente deberá tomar medidas pertinentes para garantizar a los trabajadores interesados condiciones de salud, seguridad y bienestar justas y razonables, cuando en virtud de la legislación nacional, de un contrato colectivo o de un laudo arbitral, no sean ya aplicables las disposiciones apropiadas relativas a la salud, seguridad y bienestar de los trabajadores empleados en la ejecución de un contrato;

10. Que, en el caso de que no se observen o no se apliquen las disposiciones de las cláusulas de trabajo incluidas en los contratos celebrados por las autoridades públicas, se deberán aplicar sanciones adecuadas, tales como la denegación de contratos o cualquier otra medida pertinente. Además, se tomarán medidas como la retención de los pagos debidos en virtud del contrato o cualquiera otra que se estime pertinente, a fin de que los trabajadores interesados puedan obtener los salarios a que tengan derecho, y

11. Que el Convenio establece como excepción que la autoridad competente, previa consulta a las organizaciones interesadas de empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, podrá suspender temporalmente la aplicación de sus disposiciones sólo en caso de fuerza mayor o de acontecimientos que pongan en peligro el bienestar o la seguridad nacional.



El Senado acuerda:



Solicitar a Usía, si lo tiene a bien, se sirva promover la suscripción y ratificación, por parte de Chile, del Convenio N° 94 de la Organización Internacional del Trabajo, atendida su importancia y aporte a la transparencia administrativa y a la justicia laboral.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República instruir al Ministro del Trabajo y Previsión Social para que estudie modificaciones legales relacionadas con los 

montepíos



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, correspondiente al Boletín N° S 1.092-12, por medio del cual solicitan aprobar el proyecto de acuerdo que se consigna más adelante.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que diversas leyes y decretos leyes establecen que las mujeres que reciben montepíos perderán este beneficio si contraen matrimonio, lo cual también se contempla para el caso de las pensiones;
2. Que, dado lo anterior, muchas mujeres optan por convivir con su nueva pareja y no casarse, para no perder el beneficio;
3. Que, de igual manera, resulta injusto que las mujeres que han cotizado para obtener una pensión deban renunciar a ésta para tener acceso a un montepío, lo cual implica, en la práctica, perder sus ahorros previsionales porque ambos beneficios son incompatibles;

4. Que las situaciones descritas afectan, en especial, a las mujeres de escasos recursos, que reciben montepíos o una pensión del sistema previsional público;

5. Que tales eventos impiden, por una parte, que las mujeres afectadas puedan vivir una vejez más digna sumando el monto de su montepío al de su pensión y, por otra, que tengan la posibilidad de contraer nuevamente matrimonio para regularizar sus uniones de hecho, y

6. Que poner fin a estas situaciones injustas no exige al Estado destinar mayores recursos, porque tanto la pensión como el montepío son el producto de las cotizaciones previsionales efectuadas por la mujer o el causante, respectivamente.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social para que disponga la realización de los estudios que permitan modificar la legislación en la materia, de modo de que las mujeres que reciben montepíos no pierdan este derecho si contraen nuevo matrimonio, y las que perciben una pensión, en caso de fallecimiento de su marido, no deban elegir entre continuar percibiéndola o acceder al correspondiente montepío.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Girardi, con el que solicitan que se posterguen las fechas para la rendición de la Prueba de Selección Universitaria, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia, de conformidad a lo acordado por la Sala en la sesión 45ª, ordinaria, del día de ayer.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Girardi, correspondiente al Boletín N° S 1.085-12, por medio del cual solicitan aprobar el proyecto de acuerdo que se consigna más adelante.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 10 votos contra 7 y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores  Ávila, Gómez, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Horvath, Novoa, Orpis, Romero y Sabag.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Arancibia y Larraín.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, dirigido a la señora Ministra de Educación,  es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que desde el año 2003 las universidades que componen el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas emplean una nuevo conjunto de pruebas para seleccionar a los alumnos que ingresan a sus carreras. Se trata de cuatro pruebas que conforman la llamada Prueba de Selección Universitaria (PSU), que es desarrollada, administrada, aplicada y reportada por el DEMRE;
2. Que la PSU es un instrumento de evaluación educacional que busca medir la capacidad de razonamiento de los postulantes egresados de la Enseñanza Media, teniendo como referente los contenidos de los Planes de Formación General de Lenguaje y Comunicación, de Matemáticas, de Historia y Ciencias Sociales y de Ciencias. Este último incluye Biología, Física y Química. Los candidatos deben rendir en forma obligatoria Lenguaje y Comunicación y Matemáticas, y elegir entre Historia y Ciencias Sociales y Ciencias. No obstante, si lo estiman, pueden optar por las cuatro pruebas;
3. Que el 12 de mayo se abrieron las inscripciones para participar en el Proceso de Admisión 2009, y rendir la PSU los días 1 y 2 de diciembre próximos. El plazo de inscripción venció el 11 de julio. El arancel correspondiente ascendió a un valor único de $21.500;
4. Que al momento de inscribirse los estudiantes debían ingresar al Portal del Postulante en el sitio web del DEMRE, utilizando su número de cédula de identidad (o pasaporte) y fecha de nacimiento, y completar los datos requeridos. Mediante el mismo formulario de inscripción los estudiantes de IV año medio de colegios municipales y particulares subvencionados y egresados de estos establecimientos durante el año 2008, además de las personas con validación de Estudios y Chilecalifica, tuvieron la posibilidad de postular a la beca otorgada por la JUNAEB;
5. Que, a raíz de las movilizaciones estudiantiles, el Ministerio de Educación fijó un período de inscripción extraordinaria para la PSU y la postulación a la citada beca. De esta manera, los estudiantes de IV año medio de establecimientos municipales y particulares subvencionados, que aún no se habían inscrito para la PSU, tuvieron una nueva oportunidad para hacerlo gratuitamente solicitando la respectiva beca JUNAEB. Este período extraordinario para acceder al beneficio estuvo vigente entre el 20 de junio y el 11 de julio;
6. Que, una vez completados los datos requeridos, el becado debía imprimir y conservar la constancia de obtención de este beneficio. El documento contiene un número de folio que el becado deberá utilizar como nueva clave para imprimir su Tarjeta de Identificación en este mismo portal;
7. Que, sin embargo, durante este nuevo plazo, quedaron excluidos de la beca JUNAEB las personas egresadas de enseñanza media el año 2007, aquellas en situación de validación de estudios y los alumnos de establecimientos particulares pagados;
8. Que, en el caso de los postulantes de la promoción 2007 que solicitaron esta gratuidad hasta el 15 junio, los resultados de la postulación se publicaron el 25 de ese mes en determinados sitios web. Los beneficiados pudieron obtener su Tarjeta de Identificación a partir de tal fecha;

9. Que el actual cronograma establecido por vuestro Ministerio para la PSU contempla el 2 y 3 de septiembre la aplicación del pre-test en Región Metropolitana; el 9 y 10 de septiembre la aplicación del pre-test en Regiones; el 7 de noviembre el cierre de recepción de documentos de notas de alumnos de promociones anteriores; el 30 de noviembre reconocimiento de salas; el 1 de diciembre la rendición de las pruebas de Lenguaje y Comunicación y de Ciencias, y el 2 de diciembre la rendición de las pruebas de Matemáticas y de Historia y Ciencias Sociales;
10. Que, debido a la prolongación de las movilizaciones, si bien los estudiantes han asumido la pérdida de sus vacaciones de invierno, han planteado la posibilidad de aplazar la fecha de rendición de la PSU, atendido que parte importante de los alumnos que participan y conducen el movimiento estudiantil cursan el IV año medio. Ante esta petición se han encontrado con la negativa pública y sistemática del Ministerio de Educación, que ha manifestado la eventual imposibilidad de postergar la fecha en comentario;
11. Que, sin embargo, en el pasado y por similares razones el Ministerio ha adoptado una medida como la requerida por los estudiantes. Tal es el caso de la decisión adoptada por el Consejo de Rectores, a petición del entonces Ministro de Educación señor Martín Zilic, el 19 de junio de 2006, en orden a postergar la fecha de rendición de la PSU al 18 y 19 de diciembre, y
12. Que en la PSU para el Proceso de Admisión 2008 hubo un total de 240.840 inscritos, quienes rindieron las pruebas en 498 locales, distribuidos de Arica a Puerto Williams. La prueba obligatoria de Lenguaje y Comunicación fue rendida por 218.109 postulantes, representando el 90,56% de los inscritos. La prueba obligatoria de Matemáticas fue rendida por 217.121 inscritos, lo que representa el 90,15%. Rindieron ambas pruebas obligatorias (Lenguaje y Comunicación y Matemática) 216.881 inscritos, que corresponde a un 90,05% del total de éstos.


El Senado acuerda:



Solicitar a Usía, y, por su digno intermedio, al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, se sirvan evaluar la conveniencia de postergar las fechas de rendición de la Prueba de Selección Universitaria (PSU), atendida la alteración sufrida por los cronogramas de trabajo curricular en los establecimientos educacionales derivada de diversas movilizaciones estudiantiles ocurridas durante el presente año.”.

_____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



Del Honorable Senador señor Allamand: 



1) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de San Pablo, solicitando considerar la posibilidad de construir un refugio peatonal en el sector de Lololhue alto, X Región. 



2) Al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, requiriendo información sobre las imposiciones y reliquidación de pensión de persona que indica. 



- Del Honorable Senador señor  Cantero a la señora Superintendenta de Pensiones, solicitando información sobre la no devolución del ahorro voluntario a persona que indica.


- Del Honorable Senador señor  Espina:



1) A los señores Ministro del Interior, Fiscal Nacional del Ministerio Público y General Director de Carabineros de Chile, con el objeto de expresar su preocupación por los reiterados delitos cometidos en contra de los agricultores de la comuna de Ercilla; solicitándoles remitir estado de avance de medidas adoptadas al respecto, y pidiéndoles informar acerca de medios humanos y materiales necesarios para asegurar su éxito.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo mejorar el ripiado y los puentes del camino que une los sectores de Los Sauces-Pidima; la pavimentación de la Ruta R-71, “Inspector Fernández-Laguna del Malleco” y para que se adopten las medidas destinadas a la reparación y posterior reemplazo del Puente Manchuria, comuna de Curacautín. 



3) Al señor Gerente General de Aguas Araucanía, solicitando disponer las medidas necesarias para reparar la calle Antonio Acevedo Hernández, en la población “El Mirador”, comuna de Angol.



- Del Honorable Senador señor  Horvath:



1) Al señor Ministro de Hacienda, solicitando adoptar las medidas necesarias para resolver los inconvenientes existentes para la aplicación de decreto ley 701, de 1979, sobre fomento forestal. 



2) A las señoras Ministras de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, requiriendo información respecto del estado de avance de los estudios para la rehabilitación de la comuna de Chaitén en el área norte.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor Ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, al señor Director Nacional de Vialidad, requiriendo el mejoramiento de Paso San Isidro, en la comuna de Quillota.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



En el tiempo del Comité Mixto Comité Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ávila, quien se refiere a la situación que afecta a las esposas de los pescadores del bote Rabi II, recientemente desaparecidos en la bahía de San Antonio y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República y al señor Ministro del Interior y, por su intermedio, al señor Subsecretario del Interior, requiriendo que se tramite de manera extraordinaria una pensión de gracia para ellas, adjuntando copia de su intervención.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Ávila, de conformidad al Reglamento del Senado.
______________



En el tiempo del Comité Independientes, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Bianchi, quien rinde cuenta del viaje efectuado por Senadores del Grupo Interparlamentario de Amistad Chileno-Argentino y de la Comisión de Trabajo a la ciudad de Buenos Aires. 

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero, quien expresa su preocupación por el programa emitido por el canal de televisión Chilevisión, en el cual se dio a conocer situaciones preocupantes en CODELCO, con vinculaciones externas hacia empresas contratistas y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Director Ejecutivo de ese medio de comunicación requiriendo enviar copia del referido reportaje a la Corporación.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Mixto Partido por la Democracia; Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional; Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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(3897-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de junio de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de julio de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, y el Jefe del Área de Cooperación Jurídica Internacional de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y promulgada en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que estos Acuerdos tienen por objetivo fundamental, intensificar la cooperación jurídica mutua entre las Partes. de manera de establecer soluciones comunes que fortalezcan el proceso de integración y, de esta forma, poder hacer frente a la creciente amenaza de modalidades criminales transnacionales.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 21 de junio de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de julio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 12 de julio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular, también por unanimidad.





4.- Instrumentos Internacionales.- La reseña de los Convenios en estudio es la siguiente:




4.1) El Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, consta de un Preámbulo y 31 artículos.




1. Ámbito del Acuerdo. La asistencia mutua que acuerdan los Estados Partes se refiere tanto a la investigación de delitos como a los procedimientos judiciales relacionados con asuntos penales.





2. Exclusión del requisito de la doble incriminación. No obstante que las conductas materia de una investigación o de un juicio no constituyan delitos en el Estado requerido, la asistencia podrá prestarse cuando concurran los demás requisitos previstos en el Acuerdo. Lo anterior, sin perjuicio de que, tratándose de medidas cautelares, inspecciones, entrega de objetos y medidas asegurativas, indemnización a víctimas de delitos y cobro de multas impuestas por sentencia judicial, deban someterse a la ley procesal y sustantiva del Estado requerido.





3. Procedimientos que comprende la cooperación. La asistencia prevista en el Acuerdo comprende los siguientes actos:




a) Notificación de actos procesales;





b) Recepción y producción de pruebas;





c) Localización o identificación de personas;





d) Notificación a testigos o peritos para la comparencia voluntaria a fin de prestar testimonio en el Estado requirente;





e) Traslado de personas sujetas a un proceso penal a efectos de comparecer como testigos en el Estado requirente;





f) Medidas cautelares sobre bienes;





g) Cumplimiento de otras solicitudes respecto de bienes;





h) Entrega de documentos y otros elementos de prueba;





i) Incautación, transferencia de bienes decomisados y otras medidas de naturaleza similar;





j) Aseguramiento de bienes a efectos del cumplimento de sentencias judiciales que impongan indemnizaciones o multas, y





k) Cualquier otra forma de asistencia acorde con los fines del Acuerdo, que no sea incompatible con las leyes del Estado requerido.





4. Designación de autoridades centrales. Los Estados Partes deberán designar una autoridad central encargada de recibir y transmitir los pedidos de asistencia jurídica mutua. A tales efectos, las autoridades centrales deberán comunicarse directamente entre ellas y, a su vez, se comunicarán con las respectivas autoridades nacionales encargadas de su cumplimento, es decir, las autoridades judiciales o del Ministerio Público.





5. Exclusión de ciertos delitos. El Estado Parte requerido puede denegar la asistencia cuando la solicitud se refiere a un delito tipificado como tal en la legislación militar pero no en su legislación penal ordinaria, a un delito considerado como delito político por el Estado requerido o a un delito tributario.





6. Cláusula de orden público. El Estado requerido puede, asimismo, denegar la asistencia cuando el cumplimento de la solicitud sea contrario a la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales de dicho Estado.





7. Compatibilidad con otros tratados. Las disposiciones previstas en otros acuerdos suscritos con anterioridad entre los Estados Partes sobre la misma materia, en tanto sean más favorables a la cooperación, podrán seguir aplicándose, no obstante la entrada en vigor de este Acuerdo.




4.2) Acuerdo Complementario al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos penales.




Este Acuerdo tiene por objetivo facilitar la formulación, diligenciamiento y devolución de las solicitudes de asistencia judicial, sobre la base del establecimiento de formularios comunes.





Para tales efectos, se contempla un formulario a ser completado y firmado por las autoridades competentes del Estado requirente, en el cual se individualizan dichas autoridades (autoridad central y autoridad judicial o del Ministerio Público), para facilitar la comunicación directa entre las mismas. Asimismo, se enumeran exhaustivamente todos los elementos que debe contener una solicitud. Dicha enunciación permite al requirente efectuar una solicitud completa, con lo que se evitan las frecuentes solicitudes de antecedentes complementarios por parte del Estado requerido y, a su vez, se evita el envío de documentación excesiva que normalmente dificulta la comprensión del requerimiento y su traducción cuando ella es necesaria.





Por otra parte, se establece un formulario para dar cuenta del cumplimento de la solicitud de asistencia jurídica, mediante el cual, en forma resumida, se informa sobre su cumplimiento total o parcial o sobre las razones que hicieron imposible su cumplimiento. Asimismo, mediante este documento se remite la documentación, certificaciones y pruebas obtenidas con ocasión del diligenciamiento de la solicitud de asistencia.




4.3) Acuerdo de Enmienda del Acuerdo Complementario de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos penales.





El artículo único de este Acuerdo tiene por objetivo enmendar el Preámbulo y el artículo 1 del Acuerdo Complementario al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales anteriormente comentado, en la referencia a la fecha de su suscripción.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





En la primera sesión, el día 13 de septiembre de 2005, los integrantes de la Comisión discutieron acerca de los efectos políticos y económicos que ha traído la incorporación de nuestro país como asociado al Mercosur.

----------





En la segunda sesión, el 2 de septiembre de 2008, el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, señaló, entrando al fondo del asunto, que este Convenio y sus modificaciones tienen como finalidad ayudar a agilizar los trámites en asuntos penales.





Explicó que, sin perjuicio, de que las conductas materia de una investigación o de un juicio no constituyan delitos en el Estado requerido, igual podrá prestarse la asistencia cuando concurran los demás requisitos previstos en el Tratado.





Agregó que la cooperación comprende, entre otros, los siguientes procedimientos: notificación de actos procesales; recepción y producción de pruebas; localización o identificación de personas; notificación a testigos o peritos para la comparencia voluntaria a fin de prestar testimonio en el Estado requirente; traslado de personas sujetas a un proceso penal a efectos de comparecer como testigos en el Estado requirente; medidas cautelares sobre bienes; incautación, transferencia de bienes decomisados y otras medidas de naturaleza similar; y aseguramiento de bienes a efectos del cumplimento de sentencias judiciales que impongan indemnizaciones o multas.




El Honorable Senador señor Romero manifestó que este tipo de acuerdos incrementan la burocracia internacional. Añadió que nuestro país participa en demasiados organismos internacionales, lo que significa un costo para el erario nacional. Por dicha razón, solicitó a las autoridades de la Cancillería que precisen los alcances del mismo.





El Jefe del Área de Cooperación Jurídica Internacional de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia, explicó que el proyecto de acuerdo en estudio tiene una gran importancia práctica, por cuanto permite realizar en un menor tiempo, trámites que anteriormente se demoraban meses.




Precisó que, desde la entrada en vigencia del nuevo sistema procesal penal, se han rebajado los tiempos de tramitación de estos asuntos.





Por último, expresó que se facilitaría el accionar de las autoridades chilenas, en estas materias, si existiera una ley marco nacional.





Sobre lo anterior, el Honorable Senador señor Romero opinó que sería conveniente que el Ejecutivo pudiera enviar un proyecto de ley en ese sentido.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse los Acuerdos celebrados entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, que se indican:





1.- El Acuerdo sobre Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires, el 18 de febrero de 2002;





2.- El Acuerdo complementario y su anexo al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Brasilia el 5 de diciembre de 2002, y





3.- El Acuerdo de enmienda del Acuerdo Complementario mencionado en el número anterior, suscrito en Asunción, el 6 de junio de 2003.”.

----------





Acordado en sesiones celebradas los días 13 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux, y 2 de septiembre de 2008, con la concurrencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 2 de septiembre de 2008.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 
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(3907-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de junio de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de julio de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, y el Jefe del Área de Cooperación Jurídica Internacional de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y promulgada en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Acuerdo constituye una demostración de la voluntad de los países del área en orden a acordar soluciones jurídicas comunes en el ámbito de la cooperación jurisdiccional, con el objeto de fortalecer el proceso de integración.





La aplicación de este Acuerdo permitirá armonizar las prácticas vigentes en la cooperación judicial en materia civil, comercial, laboral y administrativa, entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, sin restringir el alcance de acuerdos bilaterales y multilaterales que, en la misma materia, vinculan a nuestro país con dichos Estados en algunos aspectos parciales de la cooperación jurisdiccional.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 22 de junio de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de julio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 12 de julio de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por unanimidad.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo y 35 artículos distribuidos en nueve capítulos, cuyo contenido principal se reseña a continuación.




En el Preámbulo, los Estados Partes manifiestan el deseo de desarrollar su cooperación en el campo jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa. En los siguientes 35 artículos, se contienen y regulan los mecanismos y condiciones de la asistencia jurisdiccional que mutuamente se brindarán los Estados Partes.




1. Autoridades centrales. En conformidad con el artículo 2, las Partes deberán designar una autoridad central encargada de recibir y tramitar las solicitudes de asistencia jurisdiccional. Por lo común, los Estados designan como autoridad central, para tales efectos, determinadas dependencias administrativas de los Ministerios de Justicia o de los Ministerios de Relaciones Exteriores. A ellas compete remitir a los órganos jurisdiccionales nacionales las solicitudes de asistencia y recibir las diligencias por ellos efectuadas, para su devolución a la autoridad central del requirente.




El establecimiento de las autoridades centrales no excluye la actuación de las partes interesadas en la transmisión de los exhortos conforme al derecho interno, según se ha previsto en el artículo 10, en beneficio de una mayor agilidad, particularmente cuando las diligencias solicitadas son de carácter urgente.




2. Igualdad de trato procesal. El artículo 3 consagra la igualdad de trato procesal para los nacionales de los Estados Partes ante los tribunales de cualquiera de dichos Estados. Esta norma incluye a las personas jurídicas constituidas de acuerdo a las leyes de los Estados Partes.




3. Naturaleza de las diligencias que puedan ser materia de una solicitud de asistencia.





De acuerdo al artículo 5, la asistencia mutua y cooperación jurisdiccional a que se comprometen las Partes puede referirse a actividades de mero trámite y probatorias, al reconocimiento y ejecución de sentencias y laudos arbitrajes y a la información acerca del derecho extranjero. 





Diligencias de mero trámite y probatorias:




- En lo que dice relación con las diligencias de mero trámite, tales como citaciones, intimaciones o apercibimientos, emplazamientos, notificaciones y otras semejantes y con la recepción y obtención de pruebas, el Acuerdo no excede –para nuestro país- el marco normativo ya establecido por el Código de Derecho Internacional Privado, adoptado en La Habana el 20 de febrero de 1928; la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, suscrita en Panamá el 30 de enero de 1975, y la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, adoptada en Panamá, el 30 de enero de 1975.




- De acuerdo al artículo 8, cabe señalar que en la misma línea de las Convenciones antes citadas, el procedimiento a seguir en el cumplimiento del exhorto es el que determina la legislación del Estado requerido. Cualquier tramitación especial o el cumplimiento de formalidades adicionales pueden aceptarse en la medida que no sean incompatibles con las normas de orden público del Estado requerido (artículo 9).





4. Reconocimiento y ejecución de sentencias. El capítulo V del Acuerdo (artículo 18 y siguientes) contempla las normas aplicables al reconocimiento y ejecución de sentencias y laudos arbitrales pronunciados en materia civil, comercial, laboral y administrativa y a los aspectos patrimoniales de las sentencias pronunciadas en jurisdicción penal.





El Acuerdo implica una innovación en relación con la práctica nacional en la materia, en cuanto el exhorto internacional podrá también ser un medio para la transmisión de una solicitud de cumplimiento de una resolución dictada por un tribunal extranjero. Esta alternativa por cierto deja vigente la posibilidad de que sea la parte interesada quien tramite directamente el reconocimiento o ejecución de la sentencia, tal como se señala en el párrafo segundo del artículo 19.





De acuerdo al artículo 20, en cuanto a las condiciones necesarias para que la sentencia extranjera tenga eficacia extraterritorial en los Estados Partes, además de los requisitos formales, se puede constatar la exigencia de las condiciones consagradas por el derecho internacional privado sobre la materia, esto es la competencia del órgano jurisdiccional o arbitral del que emana; el respeto del debido emplazamiento y del derecho de defensa de la parte en contra de la cual se pretende ejecutar la decisión; que la decisión tenga la fuerza de cosa juzgada (artículo 22) y el respecto del orden público del Estado en que se solicita su reconocimiento o ejecución (artículo 24).





5. De los instrumentos públicos y otros documentos.  Los instrumentos públicos emanados de un Estado Parte tendrán en los otros la misma fuerza probatoria que sus propios instrumentos públicos.





6. Información acerca del derecho extranjero. El capítulo VII (artículo 28 y siguientes) del Acuerdo extiende la habitual vía diplomática y consular para suministrar la información acerca del derecho de los Estados Partes, a sus respectivas autoridades centrales. No obstante, excluye la responsabilidad del Estado cuya autoridad central brindó el informe respecto de la opinión emitida, la que no le sería oponible.





7. Solución de controversias. El Acuerdo contempla (artículos 31 y 32) la realización de consultas con el propósito de facilitar la aplicación del Acuerdo y en el caso de producirse divergencias, tanto en la interpretación, como en el incumplimiento de sus disposiciones, se estipula que los Estados Partes procurarán resolverlas mediante negociaciones diplomáticas directas.





8. Prevalencia de las normas más favorables a la cooperación. Cabe destacar que, conforme lo señala expresamente el artículo 33, las disposiciones contenidas en otros acuerdos que vinculen a las Partes y que sean más favorables para la cooperación en esta materia, no se verán restringidas por las normas del presente Acuerdo.





9. Disposiciones finales. Por último, este instrumento internacional contempla una serie de cláusulas usuales referidas a su entrada en vigor, depósito de los instrumentos de ratificación, designación de depositario e idiomas en los cuales consta el Acuerdo.





Así, este Acuerdo comenzará a regir treinta días después de que hayan sido depositados los instrumentos de ratificación por los Estados Partes del Mercosur y la República de Bolivia o la República de Chile.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





En la primera sesión, el día 13 de septiembre de 2005, los integrantes de la Comisión discutieron acerca de los efectos políticos y económicos que ha traído la incorporación de nuestro país como asociado al Mercosur.

----------





En la segunda sesión, el 2 de septiembre de 2008, el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, señaló, entrando al fondo del asunto, que este Convenio y sus modificaciones tienen como finalidad ayudar a agilizar los trámites en asuntos civiles, comerciales, laborales y administrativos.





Explicó que una de las grandes ventajas del proyecto es que se debe designar a una autoridad central, que será la encargada de recibir y tramitar las solicitudes de asistencia jurisdiccional, con lo cual se evitarán muchos trámites burocráticos.





En cuanto a la naturaleza de las diligencias que puedan ser materia de una solicitud de asistencia, expresó que pueden referirse a actividades de mero trámite y probatorias, al reconocimiento y ejecución de sentencias y laudos arbitrajes y a la información acerca del derecho extranjero.




El Honorable Senador señor Romero manifestó que este tipo de acuerdos incrementan la burocracia internacional. Añadió que nuestro país participa en demasiados organismos internacionales, lo que significa un costo para el erario nacional. Por dicha razón, solicitó a las autoridades de la Cancillería que precisen los alcances del mismo.





El Jefe del Área de Cooperación Jurídica Internacional de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia, explicó que el proyecto de acuerdo en estudio tiene una gran importancia práctica, por cuanto permite realizar en un menor tiempo, trámites que anteriormente se demoraban meses.




Por último, expresó que se facilitaría el accionar de las autoridades chilenas, en estas materias, si existiera una ley marco nacional.





Sobre lo anterior, el Honorable Senador señor Romero opinó que sería conveniente que el Ejecutivo pudiera enviar un proyecto de ley en ese sentido.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, suscrito en Buenos Aires, el 5 de julio de 2002.”.
----------





Acordado en sesiones celebradas los días 13 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux, y 2 de septiembre de 2008, con la concurrencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 2 de septiembre de 2008.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULARIZA LA CONSTRUCCIÓN DE BIENES URBANOS SIN RECEPCIÓN DEFINITIVA DESTINADOS A EQUIPAMIENTO DE DEPORTE Y SALUD 

(4304-14)

HONORABLE SENADO:

 



Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Gonzalo Duarte Leiva, Jorge Insunza Gregorio De Las Heras, Juan Carlos Latorre Carmona, Roberto León Ramírez, José Miguel Ortiz Novoa, Denise Pascal Allende, Jorge Sabag Villalobos, Patricio Vallespín López, y Alfonso Vargas Lyng, con urgencia calificada de “suma”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
A las sesiones en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrieron la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete; el Director Nacional de CHILEDEPORTES, señor Jaime Pizarro y su Jefa de Gabinete, señora Marcela González; la abogado asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia, y el Jefe de la División de Desarrollo Urbano de esa Secretaría de Estado, señor Eduardo Bresciani.

La presente iniciativa deberá ser conocida, además, por la Comisión de Hacienda, en su caso, con ocasión del segundo informe, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.
- - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


La iniciativa legal tiene como objetivo regularizar los bienes raíces urbanos sin recepción definitiva, destinados a equipamientos de deporte y salud, con la finalidad de establecer requisitos básicos para asegurar su funcionamiento, y exigir el cumplimiento de normas sanitarias y de seguridad. Su busca promover alternativas y mecanismos para proteger y mejorar las construcciones destinadas a dichos fines, particularmente en los sectores sociales prioritarios.
ANTECEDENTES

I. Antecedentes Jurídicos

- Decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 22
Establece que los funcionarios fiscales y municipales serán civil, criminal y administrativamente responsables de los actos, resoluciones u omisiones ilegales que cometan en la aplicación de dicha Ley.

Artículo 62

Expresa que los terrenos cuyo uso no se conformare con los instrumentos de planificación territorial correspondientes, se entenderán congelados, para efectos de no aumentar en ellos el volumen de construcción existente para dicho uso de suelo. Sin  embargo, los aumentos que tengan por objeto preciso mitigar los impactos ambientales adversos que provocare su actividad productiva no estarán afectos a dicho congelamiento, como, asimismo, las obras destinadas a mejorar la calidad de su arquitectura, de sus estructuras y de sus instalaciones, incluidas aquéllas que tengan un sentido estético que contribuya a mejorar su aspecto.

Agrega, en su inciso segundo, que las industrias mal ubicadas, que causen molestias o daños al vecindario, deberán trasladarse dentro del plazo que les señale la Municipalidad, previo informe del Departamento de Higiene Ambiental del Servicio Nacional de Salud y de la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Este plazo no será inferior a un año.

Artículo 121
Prescribe que en los terrenos a que se refiere el artículo 59 (relativo a los terrenos que pueden ser declarados de utilidad pública), no podrán efectuarse nuevas construcciones y si estuvieren edificados, no será permitido reconstruir los edificios, alterarlos o repararlos.

Su inciso segundo manifiesta que, sin embargo, por motivos justificados, podrá la Dirección de Obras Municipales, previa autorización del Municipio, permitir la construcción, reconstrucción parcial u otras alteraciones en los edificios a que se refiere el inciso precedente, siempre que el propietario del inmueble renuncie por escritura pública a toda indemnización o pago por dichas mejoras u otras obras, cuando posteriormente se lleve a cabo la expropiación. En dicha escritura se fijará el valor de expropiación y el plazo dentro del cual deberá adoptarse la línea oficial, siendo de su cargo la demolición. La escritura será inscrita en el Registro de Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces y la renuncia afectará a todos los sucesores del renunciante, a cualquier título, en el dominio del inmueble.

Su inciso tercero establece que en caso de incumplimiento del interesado, la Municipalidad podrá desalojar el edificio con el auxilio de la fuerza pública y demolerlo en la parte que corresponda por cuenta del propietario, sin perjuicio de las acciones legales que correspondan, hasta el reintegro total de los costos del desalojo y  la demolición. Los gastos de la demolición y desalojo podrán imputarse al valor de la expropiación.

Artículo 130

Prescribe que los derechos municipales a cancelar por permisos de subdivisión, loteos, construcción, etc. no constituyen impuesto, sino el cobro correspondiente al ejercicio de una labor de revisión, inspección y recepción, y se regularán conforme una tabla que allí se contempla.
  Su inciso segundo manifiesta que las edificaciones fiscales y de sus organismos descentralizados pagarán igualmente estos derechos municipales.

 Su inciso tercero expresa que, en virtud de lo dispuesto en este artículo, se entienden derogadas todas las exenciones, totales y parciales, contenidas en leyes generales o especiales, reglamentos, decretos y todo otro texto legal o reglamentario, que digan relación con los derechos municipales por permisos de urbanización o de construcción. Lo anterior se aplicará aun en los casos en que las disposiciones legales o reglamentarias otorguen exenciones reales o personales de toda clase de impuestos, contribuciones o derechos, presentes o futuros, y cualquiera que sea la exigencia especial que la norma legal o reglamentaria que las concedió, haya señalado para su derogación. Exclusivamente se exceptúan de esta disposición las exenciones o franquicias que se conceden subordinadas a reciprocidad, en virtud de normas o principios reconocidos por el derecho internacional.

- Decreto N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fija nuevo texto de la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 4.2.16.

Señala las condiciones que deben cumplir las escaleras auxiliares de evacuación situadas al exterior de la edificación. 

Artículo 4.3.2.

Establece las normas de acuerdo a las cuales se determinará el comportamiento al fuego de los materiales, elementos y componentes de la construcción.
Artículo 4.3.7.

Expresa que todo edificio de 7 o más pisos deberá tener, a lo menos, una "zona vertical de seguridad" que, desde el nivel superior hasta el de la calle, permita a los usuarios protegerse contra los efectos del fuego, humos y gases y evacuar masiva y rápidamente el inmueble.

Seguidamente, dispone la exigencia de algunas normas generales para las zonas de seguridad de dichos edificios, sin perjuicio de los requisitos específicos que establezcan las normas técnicas oficiales. 

Artículo 4.8.2.N° 3 letra a)

Precisa que los proyectos de instalaciones deportivas de dominio público o privado, destinados a la práctica de deportes, de actividades sociales o recreativas, tomando en cuenta ciertos aspectos, deberán cumplir determinadas condiciones, como que en los estadios con capacidad superior a 10.000 personas se debe posibilitar el acceso de vehículos de policía, ambulancia y bomberos al campo de juego, y que las zonas de evacuación deberán estar señalizadas y libres de elementos que impidan el paso. 

Artículo 4.8.4.

Señala que los locales destinados a piscinas públicas se regirán por las disposiciones contenidas en el D.S. Nº 327, del Ministerio de Salud, de 1977, normado conforme a las disposiciones del Código Sanitario. 



-  Código Sanitario, decreto con fuerza de ley N° 725, de 1968, del Ministerio de Salud.      
 



- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1989, del Ministerio de Salud, que determina materias que requieren autorización sanitaria expresa.
II. Antecedentes de Hecho

 
Los autores de la Moción señalan que los cambios experimentados por el país han transformado el desarrollo de las ciudades y las construcciones destinadas a equipamiento deportivo y de salud. Agregan que, en algunos casos, dichas obras no cuentan con permiso o no poseen la recepción definitiva correspondiente, porque han sido ejecutadas hace más de treinta años y, a pesar de ello, son usadas permanentemente.
 
Añaden que las mencionadas construcciones, por diversas causas, han sufrido ampliaciones, o bien, no se han acogido a la exigencia de obtener el permiso de edificación pertinente, como en el caso de los bienes raíces de propiedad de la antigua DIGEDER.
 
Destacan que el presente proyecto de ley busca regularizar estas situaciones, dado que actualmente dichas edificaciones prestan un gran servicio a la comunidad, con una proyección de vida útil por sobre los 10 años.


Explican que en este contexto debe considerarse el sostenido aumento de la población y las demandas de los ciudadanos por un desarrollo urbano con mejores estándares de equipamiento, en conjunto con una mayor participación de la iniciativa privada en la ejecución y gestión de estos proyectos, y el acceso limitado de los sectores de menores ingresos a áreas urbanas más equipadas.

 
Subrayan que los principales propósitos de este proyecto de ley  son los siguientes:

  
1) Establecer la obligación de cumplir con los requisitos mínimos que aseguren un adecuado funcionamiento de este tipo de edificaciones; 

 
2) Necesidad de acatar determinadas exigencias sobre normas sanitarias, de seguridad contra incendio, de evacuación y de estabilidad estructural, que si bien no corresponden a la totalidad de las disposiciones vigentes, son las mínimas para garantizar un funcionamiento seguro para los equipamientos deportivos y de salud, y

  
3) Promover el desarrollo de facilidades, alternativas y mecanismos que en forma eficaz permitan materializar el incremento, protección y mejoramiento de los espacios y construcciones destinados a la recreación, deporte y salud, especialmente, en sectores socialmente prioritarios en cada Región del país. 

Los autores de la Moción concluyen señalando que la iniciativa de ley busca regularizar las edificaciones deportivas y de salud que operan irregularmente, para que obtengan una adecuada fiscalización por parte de los organismos competentes, garantizando el acceso a los beneficios que ofrecen estas construcciones, especialmente, a los sectores de menores ingresos. Con ello, se asegura que las instalaciones que se encuentran en funcionamiento cumplan con las condiciones mínimas de evacuación, de seguridad contra incendio y de estabilidad estructural, aspectos técnicos que al carecer de los respectivos permisos y recepciones por parte de la autoridad competente, no otorgan la certeza de que se estén cumpliendo en la actualidad.  

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que el proyecto de ley en estudio es necesario, por cuanto existen construcciones destinadas a equipamiento deportivo y de salud, actualmente utilizadas por la población, que no cuentan con el permiso de edificación o la recepción definitiva correspondiente. Añadió que estas obras no pueden ser regularizadas porque incumplen las normas urbanísticas vigentes.

Citó como ejemplo el caso del Hospital Del Salvador, de la Región Metropolitana, que carece de la recepción definitiva municipal, por lo que está impedido de obtener permisos destinados a ampliaciones y mejoras de su infraestructura.

Precisó que la iniciativa exime a las construcciones mencionadas del cumplimiento de ciertas disposiciones de índole urbanística, pero exige observar normas sanitarias, de seguridad contra incendio, de evacuación y estabilidad estructural, entre otras, que son las mínimas para garantizar a los usuarios un servicio adecuado y seguro, tratándose de inmuebles destinados a equipamiento de deporte y de salud.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó la razón por la cual la iniciativa legal excluye a las instalaciones con fines educacionales, tales como escuelas y canchas techadas.

La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo se comprometió a consultar la situación planteada por Su Señoría, destacando que estaría regulada por el artículo 13 de la ley  N° 19.532, que Crea el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna. Sin embargo, adelantó, el Ministerio de Educación no ha formulado reparos sobre el tema.

El Honorable Senador señor Pérez Varela consultó si el Ministerio de Vivienda y Urbanismo tiene algún catastro respecto del universo de edificaciones a las cuales les será aplicable el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Naranjo preguntó por qué se excluyó de la iniciativa al sector rural.

La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que las zonas rurales fueron obviadas debido a que no existen normas urbanísticas, relativas al uso de suelo, densidad y endosamiento, entre otras, aplicables a este tipo de áreas, ya que por su propia naturaleza no las requieren.

En una sesión posterior, el Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, explicó que CHILEDEPORTES, en el caso de las instalaciones deportivas, no posee un catastro totalmente definido de las propiedades que podrían ser favorecidas por este proyecto de ley. 

No obstante, señaló, se estima que alrededor del 10% de dichas construcciones se encontraría en situación irregular, entre ellas el Estadio Víctor Jara.

Por otra parte, precisó que el Ministerio de Salud tampoco maneja cifras exactas de las instalaciones sanitarias que están en la misma situación. Sin embargo, dicha Secretaría de Estado  explicó que éstas comprenderían, principalmente, a los hospitales construidos en la década de los años sesenta, los cuales, si bien no cumplen con la reglamentación exigida respecto del ancho de los pasillos, y la altura de los pisos y techos, entre otros, sí observan las normas básicas de seguridad, como ocurre con el Hospital J.J. Aguirre, de la Región Metropolitana.

El Honorable Senador señor Sabag consultó respecto de la distribución por Región de las instalaciones deportivas y sanitarias en situación irregular. 

Agregó que sería conveniente considerar también a las construcciones ubicadas en las áreas rurales, que registran numerosos casos, como ocurre en la Circunscripción que representa.

El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que no existe la información a nivel regional requerida por Su Señoría. 

El Honorable Senador señor Orpis destacó que el artículo 1° del proyecto de ley prescribe que la regularización será aplicable en varias hipótesis. Una de ellas, subrayó, se refiere a las instalaciones que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos del suelo permitidos por los planes reguladores. A juicio de Su Señoría este caso no debería estar contemplado en la iniciativa, toda vez que es distinto no contar con la recepción definitiva a haber construido donde las normas lo impedían.

Añadió que, además, de conformidad al artículo 2°, podrán acogerse a la ley las construcciones anteriores a la fecha de su publicación. En consecuencia, manifestó, podría regularizarse una construcción nueva o de reciente edificación, lo que contravendría la finalidad de la iniciativa, que en su opinión debería enfocarse a construcciones de cierta data.

El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo concordó con la observación realizada, y sugirió establecer, para estos efectos, un plazo de antigüedad de la edificación que se pretende regularizar.


El Honorable Senador señor Orpis también expresó su preocupación por los efectos que podría acarrear el proyecto de ley, respecto de los vecinos de las instalaciones que se pretenden normalizar.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que la regularización de las instalaciones incluidas en la iniciativa legal, sólo puede materializarse si no existen reclamos pendientes de los vecinos.


El Honorable Senador señor Pérez Varela reiteró la importancia de contar con un catastro de las propiedades que serían favorecidas por el proyecto de ley, por cuanto éste no limita la aplicación de sus beneficios.


Añadió, además, que le llama la atención el inciso segundo del artículo 10 del proyecto de ley, que concede al Director de Obras Municipales la atribución de otorgar facilidades para el pago de los derechos municipales involucrados.


El Honorable Senador señor Naranjo puso de relieve la necesidad de acotar la regularización de los inmuebles que permite la iniciativa, ya sea fijando un rango de valor de las propiedades, limitando los metros cuadrados construidos, o bien, haciéndola aplicable sólo a las instalaciones deportivas o de salud de carácter público. 

La Comisión, para efectos de tener una mayor claridad de los alcances y efectos de la iniciativa en estudio, propuso invitar  para una próxima sesión a algunas autoridades.

La Asociación Chilena de Municipalidades se excusó de asistir, y envió sus observaciones por escrito, las que se adjuntan como anexo a este informe.





El señor Director de CHILEDEPORTES explicó que todos los espacios deportivos tienen gran relevancia social. Destacó que el patrimonio de la Institución asciende a 480 recintos -de los cuales 180 están regularizados-, y que el 80% restante podría acogerse a los beneficios del proyecto de ley.





Puso de relieve que este tipo de equipamiento incluye multicanchas, camarines y bodegas, entre otros, y que un gran número es de antigua data de construcción.





El Honorable Senador señor Horvath reiteró la necesidad de incluir en la iniciativa a los recintos deportivos localizados en áreas rurales, citando como ejemplo a las medias lunas, las que, atendida la redacción del artículo 1° del proyecto de ley, quedan excluidas.





El Honorable Senador señor Orpis insistió en su aprensión de hacer aplicable el beneficio de regularización, dispuesto en la presente iniciativa legal, a las construcciones iniciadas a la fecha de publicación de la misma. 

Sugirió establecer un periodo retroactivo a la publicación, dentro del cual se haya comenzado la referida construcción, a fin de resguardar los derechos de los vecinos que, eventualmente, podrían verse afectados.
- Puesto en votación el proyecto de ley en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo, Orpis, Pérez Varela y Sabag.
 - - - 

 
A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la  Honorable Cámara de Diputados que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Los propietarios de bienes raíces urbanos individualizados en el artículo 2º, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva; o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos del suelo permitidos por los planes reguladores podrán, dentro del plazo de tres años, regularizar su situación, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala más adelante.


Artículo 2º.- Podrán acogerse a esta ley las construcciones anteriores a la fecha de su publicación, siempre que no se encuentren emplazadas en áreas de riesgo o en áreas con declaratoria de utilidad pública y en la medida en que a la fecha de publicación de esta ley no existan ante la Dirección de Obras Municipales, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o los Juzgados de Policía Local, respectivos, reclamaciones escritas anteriores a la publicación de esta ley por incumplimiento de normas urbanísticas y siempre que estén destinadas a los usos que a continuación se señalan:


1.- A equipamiento de Deporte en establecimientos destinados a estadios, centros y clubes deportivos, gimnasios, multicanchas, canchas, piscinas cubiertas y descubiertas, pistas y otras semejantes.


2.- A equipamiento de Salud en establecimientos destinados a hospitales, clínicas, policlínicos, consultorios, postas u otras semejantes.


No obstante lo señalado en el inciso primero, las construcciones que estuvieren afectadas por declaratoria de utilidad pública, podrán acogerse a esta ley siempre que el propietario del inmueble renuncie por escritura pública a toda indemnización o pago de las construcciones emplazadas en dichas áreas cuando posteriormente se lleve a cabo la expropiación y cumplan con el procedimiento establecido en el inciso segundo y tercero del artículo 121º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Con todo, la renuncia estará vigente conforme a los plazos de  caducidad que establece la Ley General de Urbanismo y Construcciones y ésta quedará sin efecto de pleno derecho una vez vencidos dichos plazos si no se perfecciona la expropiación respectiva. Sin perjuicio de lo anterior, si cesare la declaratoria de utilidad pública el renunciante podrá solicitar al Director de Obras Municipales la certificación respectiva para los efectos legales correspondientes. 


Artículo 3º.- Para su regularización, las construcciones deberán cumplir con las normas sanitarias contempladas en el Código Sanitario y en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1989, del Ministerio de Salud, con las normas de seguridad contra incendio, de evacuación y de estabilidad estructural establecidas en la presente ley en la forma que a continuación se indica:


1. Equipamiento de deporte: 


a) Equipamiento que contemple una carga de ocupación de hasta 250 personas en un piso: deberán adjuntar un plano simple suscrito por un profesional competente y un Estudio de señalizaciones de seguridad, suscrito por un profesional especialista.


b) Equipamiento que contemple una carga de ocupación superior a 250 personas y de hasta 1.000: deberán adjuntar un informe de estabilidad estructural suscrito por un profesional competente y un estudio de señalizaciones de seguridad, suscrito por un profesional especialista.


c) Equipamiento que contemple una carga de ocupación sobre 1.000 personas: seguridad contra incendio que incluya, además, las medidas de evacuación, control de accesos y deberán cumplir las exigencias establecidas en la letra b) precedente y, además, el estudio de seguridad contra incendios deberá incluir un sistema automático de alumbrado de emergencia, independiente de la red pública para los efectos de iluminar las vías de escape y cumplir con las normas técnicas sobre elementos de protección y combate contra incendio dispuestas en el artículo 4.3.2. de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Estos equipamientos deberán cumplir, cuando corresponda, con las disposiciones del artículo 4.8.2. Nº 3, letra a), y del artículo 4.8.4., ambos de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


2. Equipamiento de salud:


a) Consultorios de un piso, policlínicos y postas: deberán adjuntar un plano simple suscrito por un profesional competente y un estudio de señalizaciones de seguridad, suscrito por un profesional especialista.


b) Equipamiento que no contemplan hospitalización: deberán adjuntar un informe de estabilidad estructural suscrito por un profesional competente y un estudio de seguridad contra incendio que incluya, además, las medidas de evacuación, control de accesos y señalizaciones de seguridad suscrito por un profesional especialista.


c) Equipamiento que contemplan hospitalización, excluyendo unidades de cuidado intensivo: deberán cumplir con  las exigencias señaladas en la letra b) precedente y, además, el estudio de seguridad contra incendio deberá incluir un sistema automático de alumbrado de emergencia, independiente de la red pública para los efectos de iluminar las vías de escape y cumplir con las normas técnicas sobre elementos de protección y combate contra incendio dispuestas en el artículo 4.3.2. y con las disposiciones de los artículos 4.2.16. y 4.3.7., todos de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


d) Equipamiento que contemplan hospitalización, incluyendo unidades de cuidado intensivo: deberán cumplir con las exigencias señaladas en las letras b) y c) precedente y contemplar para las unidades de cuidado intensivo la compartimentación de esta área con respecto a otros recintos mediante muros y puertas de una resistencia al fuego de F-60 o superior, además, dicha área deberá tener acceso a un pasillo o recinto protegido contra el fuego mediante elementos con una resistencia al fuego mínima de F-60.


Artículo 4º.- Para los efectos de obtener el certificado de regularización, los interesados deberán presentar ante la dirección de obras municipales respectiva una solicitud acompañada de los siguientes documentos:


a) Croquis de ubicación a escala 1:500.


b) Plano de emplazamiento.


c) Planos de arquitectura elaborados por un profesional competente a escala 1:50, salvo que el director de obras municipales autorice una escala distinta.


d) Cuadro de superficies edificadas.


e) Especificaciones técnicas resumidas: luz, agua, gas y alcantarillado.


f) Presupuesto de la obra.


g) Los antecedentes que se señalan en el artículo 3º  de la presente ley, según corresponda.


Artículo 5º.- Las remisiones a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones que se realizan en el artículo 3º de esta ley, se entenderán efectuadas al texto vigente de aquélla al momento de publicarse la presente ley.


Artículo 6º.- Las direcciones de obras municipales con el solo mérito de los antecedentes presentados, y acreditado el pago de los derechos municipales o la celebración de convenios de pago procederán, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.


En lo referido a la aplicación de esta ley, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Artículo 7º.- Las municipalidades podrán desarrollar programas de regulación conforme a esta ley y en ello podrán contemplarse la prestación de servicios de asistencia técnica a quienes lo requieran.


Artículo 8º.- Para los efectos de esta ley se entiende por regularización el acto administrativo del director de obras municipales por el cual se otorga simultáneamente el permiso de edificación y la recepción final de la construcción.


Artículo 9º.- Los municipios que en conformidad a esta ley regularicen las construcciones deberán otorgar las patentes correspondientes. En todo caso, dichas patentes quedarán sujetas a lo dispuesto en el artículo 62° de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


Artículo 10.- Los derechos municipales que menciona el artículo 6° serán aquéllos a que se refiere el artículo 130° de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en un porcentaje de hasta el cincuenta por ciento que será determinado para cada regularización.


Facúltese al director de obras municipales para otorgar facilidades para el pago de los derechos municipales, pudiendo establecerse cuotas bimestrales o trimestrales, reajustables según el índice de precios al consumidor hasta por un plazo no superior a dieciocho meses, contado desde la fecha en que se celebre el respectivo convenio.


Artículo 11.- El reglamento establecerá las categorías de los profesionales competentes, según la carga de ocupación definida en el artículo 3º de esta ley.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 12 y 19 de agosto, y 2 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente), Antonio Horvath Kiss (Carlos Kuschel Silva), Jaime Orpis Bouchon, Víctor Pérez Varela y Hosaín Sabag Castillo. 

Valparaíso, a 2 de septiembre de 2008.

(Fdo.): MILENA KARELOVIC RÍOS, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, LETELIER Y MUÑOZ ABURTO, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE ESTUDIEN MEDIDAS QUE PERMITAN A LAS PYMES ENFRENTAR EL ALZA CONTINUA EN SUS CUENTAS DE LUZ

(S 1103-12)

Honorable Senado:


 Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión de esta fecha, la Comisión de Economía conoció el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo, Letelier y Muñoz Aburto, con el que solicitan que se estudien medidas que permitan a las PYMES enfrentar el alza continua en sus cuentas de luz (Boletín Nº S 1.103-12).
Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Vásquez, Orpis y Flores, acordó informar a Vuestra Excelencia, que estiman que el referido proyecto de acuerdo es admisible, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): GUILLERMO VÁSQUEZ UBEDA, Presidente Comisión de Economía.- PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ARANCIBIA, ÁVILA, GARCÍA, GIRARDI, KUSCHEL, LARRAÍN, PÉREZ VARELA Y RUIZ-ESQUIDE, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA INCORPORAR LA ESCLEROSIS MÚLTIPLE ENTRE LAS PATOLOGÍAS CUBIERTAS POR EL PLAN AUGE

(S 1102-12)

Honorable Senado:


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión de esta fecha, la Comisión de Salud conoció el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Pérez Varela y Ruiz-Esquide, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República incorporar la esclerosis múltiple entre las patologías cubiertas por el Plan AUGE (Boletín Nº S 1.102-12).

Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Naranjo y Ruiz-Esquide, acordó informar a Vuestra Excelencia su apoyo a lo propuesto por el referido proyecto, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): JORGE ARANCIBIA REYES, Presidente Comisión de Salud.- PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, NÚÑEZ Y ORPIS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE EL PRINCIPIO DE DIGNIDAD E IGUALDAD EN EL GOCE DE BENEFICIOS Y REGALÍAS PARA LOS FUNCIONARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

(6067-06)

Honorable Senado:

El Decreto con Fuerza de Ley número 262 del Ministerio de Hacienda, aprueba el Reglamento de Viáticos para la Administración Pública.

El artículo 1 de dicho Decreto con Fuerza de Ley señala que los trabajadores del sector público que deban ausentarse del lugar de su desempeño habitual tendrán derecho a percibir un subsidio que se denominara viático, para los gastos de alojamiento y alimentación en que incurrieren, el que no será considerado sueldo para ningún efecto legal.

El monto del viático no es similar para todos los funcionarios públicos, sino que varia según el grado que tengan.

Así, por ejemplo, a una autoridad del grado A, creado por el artículo 3 de la ley 18.675,  corresponderá al 16% del sueldo base mensual del grado A de la Escala única de sueldos.

Por el contrario, a los grados B y C del mismo artículo 3 les corresponde un 15 % del sueldo base mensual del grado A de la Escala única de sueldos.

A los funcionarios 1 A a 4 de dicha escala le corresponde el 12 % del sueldo base del grado 1 A; a los grados 5 a 10 les corresponde el 10 % del sueldo base del grado 5; para los grados 11 a 21 corresponde un 16 % del sueldo base del grado 14; y para los grados 22 a 31 corresponderá el 26 % del sueldo base del grado 25.

Como vemos, hay grandes diferencias entre los distintos grados de funcionarios públicos en los viáticos a que tienen derecho, dependiendo fundamentalmente del grado, del sueldo base, y del porcentaje del sueldo base que corresponde a cada grado.

Esta base sirve también para determinar los viáticos para los funcionarios que no estén encasillados en la Escala Única del artículo 1 del Decreto Ley Número 249 de 1984, así como también para el personal municipal y para otros funcionarios regidos por leyes especiales.

Estas diferencias entre los distintos funcionarios no parecen de mucha justicia, sabemos que el presupuesto de nuestro sector público no es lo suficientemente holgado como para financiar grande sumas de dinero en gastos de alojamiento y comida para los funcionarios públicos, pero al mismo tiempo nos parece de toda injusticia que algunos funcionarios públicos, de bajo grado, especialmente aquello del mundo municipal, deban viajar a otras regiones o zonas de nuestro país en condiciones muy miserables e indignas, mientras que por otro lado los funcionarios de mayor grado gozan de grandes beneficios, pudiéndose alojar y comer en los mejores hoteles y restaurantes 

El capitulo IV de la Constitución Política de la República denominado “Gobierno” regula en su artículo 38 las Bases Generales de Administración del Estado, en dicho artículo se establece que la Ley Orgánica Constitucional deberá asegurar la igualdad de oportunidades de ingreso a la Administración Pública, así como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. 

Dicho principio de igualdad de acceso y de derechos a perfeccionamiento y capacitación de los integrantes, creemos que debe ser reforzado con uno que establezca que no podrán contemplarse diferencias arbitrarias, ni que signifiquen un menoscabo para alguno de los funcionarios, debiéndose siempre asegurar una subsistencia digna, especialmente en el goce de regalías y beneficios adicionales, como es en el caso de los viáticos.   

Por las razones anteriores es que vengo a presentar el siguiente:

                          PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo Único: Sustitúyase el artículo 38 de la Constitución Política de la República por el siguiente artículo 38 nuevo:

Artículo 38.- Una Ley Orgánica Constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. 

Asimismo, dicha Ley Orgánica Constitucional deberá garantizar un trato igualitario y digno para todos los funcionarios públicos, especialmente en cuanto al goce de beneficios adicionales y regalías.

Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL REGLAMENTO DEL SENADO CON EL FIN DE CREAR LA COMISIÓN DE ENERGÍA

(S 1108-09)

Honorable Senado:

Considerando

1.-
El que Chile tiene un gran y diverso potencial energético debido a su gran diversidad natural, según se señala en Tabla N° 1

2.- 
El que resulta prioritario generar una política de estado para diversificar la actual matriz energética que depende en una gran medida de combustibles fósiles en su gran porcentaje importado

3.-
 El que se requiere además de legislación, instrumentos de fomento, generar una institucionalidad que pueda asumir los desafíos y dar soluciones concretas a cada una de las regiones del país fundamentalmente con energías renovables y tener la capacidad de estudiar las convencionales en sus perspectivas de costo, contaminación y riego.

4.- 
El que el Ejecutivo tiene designado un ministro de Energía y el que se debe estudiar una nueva institucionalidad para ello

5.- 
La Conveniencia de que se establezca una comisión especial de energía y se separa de la actual comisión de minería y energía por cual los temas mineros reviste gran importancia y no resulta conveniente analizarlos en conjunto con los de energía

TABLA N° 1

POTENCIAL ENERGÉTICO

	Tipo de energía
	Potencial

	Geotermia 
	>5.000 MW

	Pequeñas y medianas centrales
	33.000 MW

	Mareomotriz
	> 50.000 MW

	Solar
	937.000 MW

	Eólica
	>5.000 MW

	Biomasa (sólo Residuos Forestales)
	6.984.986 MWh/año


Es que vengo a proponer la siguiente moción de ley:

MOCION DE LEY

MODIFICA REGLAMENTO DEL SENADO ESTABLECIENDO COMISIÓN DE ENERGÍA

ARTICULO 1°

Modifíquese el Art. 27 del Reglamento del Senado, agregando el siguiente número 21°:

“21°: Comisión de Energía”.
(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, GIRARDI Y MUÑOZ ABURTO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA SUSCRIPCIÓN DEL CONVENIO Nº 143 DE LA OIT SOBRE MIGRACIONES EN CONDICIONES ABUSIVAS Y PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y DE TRATO DE TRABAJADORES MIGRANTES

(S 1107-12)

Honorable Senado:

Considerando:

Que el pasado 25 de agosto, durante la apertura de un seminario sobre inmigración en Sao Paulo, el ministro de Trabajo de Brasil, Carlos Lupi, asumió un compromiso para revisar la ley de inmigración de aquí a 2010, de manera de mejorar las condiciones de los extranjeros en Brasil y homologarla a las leyes de otros países de la región, pues según dijo "en América Latina no tenemos que tener barreras. Tenemos que unificar la legislación, pues somos un solo pueblo". 

Que estas declaraciones y compromisos del ministro brasileño dejan a la vista el atraso o la poca actualización de las normas, en gran parte de los países del mundo y en especial de América Latina, respecto de las poblaciones de inmigrantes, especialmente de trabajadores, situación que se ve acentuada, tanto dentro de cada una de las regiones, como entre los continentes debido a la globalización cada vez más evidente del empleo y de la fuerza de trabajo.

Que tal como lo señala la OIT, millones de personas de todo el mundo se han mudado de su país para realizar todo tipo de trabajos, desde la cosecha de campos cultivados hasta la programación de computadoras. Si todos vivieran juntos, formarían el quinto país más poblado de la tierra. Y durante las próximas décadas se espera un aumento acelerado en el número de personas que migran y cruzan las fronteras en busca de empleos y seguridad, debido a que la globalización no ha logrado producir suficientes oportunidades laborales y económicas. 
Que la OIT considera que el mundo enfrenta el desafío de contar con las políticas y los recursos necesarios para gestionar mejor la migración de trabajadores, para asegurar el bienestar de estas personas y para que se beneficien tanto la sociedad de origen como la receptora. En 2004 la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó un Marco Multilateral para las migraciones laborales como parte de un plan de acción para los trabajadores migrantes acordado por los mandantes de la OIT. El objetivo de este Marco es ayudar a lograr una mejor gestión de la migración laboral para que contribuya positivamente al crecimiento y al desarrollo de los países de origen, de los receptores, así como de los propios migrantes.

Que esta preocupación constante de la OIT se ve reflejada en la existencia de los Convenios Nº21, de 1926; Nº48 de 1945; Nº66 de 1939; Nº97 de 1949 y el Convenio Nº143 de 1975 sobre los trabajadores emigrantes
Que Chile no ha ratificado ninguno de ellos.

Que el Censo Nacional de Población de 1992 contabilizó 105.070 extranjeros residentes, correspondientes al 0,8% de la población total. El mayor porcentaje de ellos provenía de América y de Europa, con el 64% y el 28%, respectivamente. Entre aquellos venidos del continente americano, la mayoría era de América del Sur y representaba el 55% del total de residentes extranjeros.
Que en el Censo Nacional de Población de 2002, los residentes extranjeros registrados fueron 184.464, representando el 1,2% del total de la población. Ellos procedían de: América, 77,1%; Europa, 17,2%; Asia, 4,2%; África, 0,7% y de Oceanía, 0,8%. Al igual que en el censo anterior, la mayor cantidad de extranjeros residentes proviene de América del Sur, representando el 67,9% del total de residentes extranjeros.

Que los extranjeros residentes en Chile se distribuyen en: argentinos, 48.176; peruanos, 37.860; bolivianos, 10.919; ecuatorianos, 9.393; brasileños, 6.895; venezolanos, 4.338; colombianos, 4.095; uruguayos, 2.241; paraguayos, 1.222; y 22 de otros países. Entre los procedentes de América del Norte (6,1%), son estadounidenses 7.753; canadienses 1.845 y 1.697 mexicanos. De América Central y el Caribe, el grupo más grande son los cubanos, con 3.163. Entre los europeos, destacan los españoles, 9.084; alemanes, 5.473; italianos, 3.927; franceses, 3.043; 1.563 británicos y 1.250 suecos.
Que el Convenio 143 establece que los países deben tratar de determinar “si en su territorio se encuentran trabajadores migrantes empleados ilegalmente y si existen movimientos migratorios con fines de empleo provenientes o con destino a su territorio, o en tránsito por éste, en los cuales los migrantes se vean sometidos durante el viaje, a su llegada o durante su permanencia y empleo, a condiciones que infrinjan los instrumentos internacionales o acuerdos multilaterales o bilaterales pertinentes, o la legislación nacional.”

Que este Convenio también señala que los países deberán adoptar “todas las medidas necesarias y convenientes, tanto en el ámbito de su propia jurisdicción como en colaboración con otros miembros: para suprimir las migraciones clandestinas con fines de empleo y el empleo ilegal de migrantes; Contra los organizadores de movimientos ilegales o clandestinos de migrantes con fines de empleo, que procedan de su territorio, se dirijan a él o transiten por el mismo, y contra los que empleen a trabajadores que hayan inmigrado en condiciones ilegales, a fin de evitar y suprimir los abusos a que se refiere el Convenio.

El Senado acuerda:

Solicitar a S. E. la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, que instruya al Ministro de Relaciones Exteriores y al Ministro del Trabajo para que evalúen la ratificación, por parte de nuestro país, del Convenio Nº143 de la OIT, o “Convenio sobre las Migraciones en Condiciones Abusivas y la Promoción de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores Migrantes”, en atención a los importantes flujos migratorios que recibe nuestro país, tanto de la región como del resto del mundo, particularmente estimulados por la globalización del empleo y de la fuerza de trabajo.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelsón Ávila Contreras, Senador.-  Guido Girardi Lavín, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN LAS OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, AL  PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL LOBBY
(3407-07)
HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca de las observaciones de S.E. la señora Presidenta de la República recaídas en el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en un mensaje y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Hacemos presente que estas observaciones fueron discutidas en general y en particular a la vez, de conformidad con los artículos 127 y 188, Nº 1, del Reglamento de la Corporación.



A las sesiones en que la Comisión consideró este asunto asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera Gallo, el Secretario Ejecutivo de la Comisión para la Transparencia y la Probidad, señor Felipe del Solar y la abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Karina Henríquez.
I. NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Prevenimos que las observaciones signadas con los números 5, letra c); 6, letra a); 11, letra g); 12; 14 y 15, letra b), de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional, pues inciden, las cuatro primeras, en materias vinculadas a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y, las dos últimas, con normas propias de las atribuciones de los tribunales de justicia. 
II. ANTECEDENTES


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República envió al Congreso Nacional sus observaciones al proyecto en informe, expresa que éstas aluden al Consejo para la Transparencia creado en el proyecto de ley sobre Acceso a la Información Pública, recientemente promulgado. Por tal razón, solicita que ellas sean tramitadas después que esta ley sea publicada en el Diario Oficial.


Agrega que la presentación de estas observaciones y la solicitud precedente guardan relación con el imperativo constitucional que impone presentar el veto dentro de un plazo perentorio y que para el debate parlamentario ha de considerarse como si la Ley de Acceso a la Información estuviere ya publicada para la eficacia de aspectos centrales involucrados en las referidas observaciones.


Consignamos, a continuación, las dieciocho observaciones incluidas en el mensaje, la descripción de las normas sobre las que ellas recaen, los acuerdos adoptados por la Honorable Cámara de Diputados respecto de cada una de ellas y, finalmente, los acuerdos y las proposiciones de esta Comisión.

III. OBSERVACIONES DE S.E. LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

Artículo 1°


Este precepto aprobado por el Congreso Nacional declara que esta ley regula la actividad profesional de promoción, defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas ante los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional, y propende a fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado.


En la observación N° 1, el Ejecutivo sugiere suprimir la expresión “profesional”, proposición que fue acogida por la Honorable Cámara.
Artículo 2°


En los cuatro literales que lo conforman, este artículo despachado por el Parlamento formula diversas definiciones.


1) En su letra a) dispone que por lobby debe entenderse la actividad remunerada que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés de carácter individual, sectorial o institucional con decisiones de toda naturaleza que en el ejercicio de sus funciones deban adoptar los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional. Son órganos de la Administración del Estado, para estos efectos, los señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fijó el texto de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, incluidas las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación y las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046. (Representación del Estado en directorios de sociedades anónimas y empresas del Estado a las que se aplica la legislación sobre sociedades anónimas, respectivamente).

Enseguida, este literal, en un inciso o párrafo segundo, previene que también se entiende por lobby la actividad de promoción, defensa o representación de intereses efectuada ante los jefes de gabinete o asesores directos o de exclusiva confianza de las autoridades correspondientes de los órganos de la Administración del Estado individualizados precedentemente.


Respecto de este literal a), la observación N° 2 propone:


i) Suprimir las expresiones destacadas en el primer párrafo de la definición “remunerada” y “o institucional”, reemplazando la coma (,) a continuación de la palabra “individual” por la disyunción “o”. Además, agrega a continuación de las expresiones “Congreso Nacional”, la frase “a que se refiere el artículo 15 de esta ley”, y elimina el párrafo escrito a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto aparte (.). (Párrafo subrayado).


(“El artículo 15 de esta ley” que menciona la observación N° 2 es el artículo 16 del texto aprobado por el Congreso Nacional, que pasa a ser artículo 15 en virtud de la supresión del artículo 3° que propondrá la observación N° 3.).


ii) Incorporar en el párrafo o inciso segundo del literal a), ya mencionado, la siguiente frase final: “Igualmente se considerará que existe lobby cuando las actividades descritas se realicen ante los jefes de gabinete de los parlamentarios o ante los secretarios de comisiones del Congreso Nacional.”.


2) La letra b) del artículo 2° despachado por el Parlamento define al lobbysta como la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realiza actividades remuneradas de promoción, defensa o representación de intereses individuales, sectoriales o institucionales, que está inscrita en el registro a que se refiere la letra c) de este artículo.

Agrega que se considera también lobbysta al que presta servicios a una empresa o persona jurídica, con el objetivo preciso de realizar las acciones de gestión de intereses referidas en la letra a).

A continuación, el párrafo o inciso tercero del literal b) del artículo 2° en análisis dispone que se entenderán excluidos de la categoría de lobbystas los miembros de las directivas de organizaciones gremiales, sindicatos, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, centros de estudio y colegios profesionales, así como cualquiera otra entidad análoga, con independencia de la naturaleza u origen del interés que promuevan, como asimismo, los representantes legales, directores, gerentes y abogados de las personas jurídicas que persigan fines de lucro. No obstante, las audiencias y reuniones que soliciten formalmente con autoridades o funcionarios del Estado, y que se realicen en las oficinas o despachos de trabajo de estos últimos, quedarán sometidas al procedimiento de registro contemplado en el artículo 16, especialmente en lo relativo a la indicación del lugar y fecha de su realización, a la individualización de los asistentes, a la materia específica tratada y a la obligación de informar contenida en el inciso segundo del artículo 9°, en lo que correspondiere.


i) Respecto de esta letra b) del artículo 2° aprobada por ambas Cámaras, la observación N° 2 sustituye el párrafo o inciso primero transcrito, por otros dos que expresan:


“b) Lobbysta: es la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realiza, en forma remunerada o habitual, las actividades descritas en la letra a) precedente, la que deberá estar inscrita en el Registro a que se refiera la letra c).

Se entiende por habitualidad, la realización de más de ocho gestiones de lobby efectuadas en el período de un mes o más de quince en un trimestre, sobre una misma materia, ante una o más autoridades, miembros o funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y/o el Congreso Nacional.”.

ii) Reemplaza en el inciso segundo, que pasa a ser tercero en virtud de la inclusión precedente, las expresiones “acciones de gestión de intereses” por “gestiones de lobby”.


iii) Suprime el párrafo o inciso tercero.


3) La letra c) del artículo 2° del proyecto del Congreso Nacional define el Registro de Lobbystas como el “registro de carácter público, en el cual deben inscribirse todas las personas que opten por desarrollar actividades de lobby.”.


Por lo que hace a esta definición la observación N° 2 propone reemplazar la frase subrayada “opten por desarrollar” por la forma verbal “realicen”.


4) La letra d) del precepto despachado por ambas Cámaras declara que se denomina “sujeto pasivo del lobby” a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos estatales mencionados en la letra a) precedente hasta el nivel que determine el Reglamento.


La observación N° 2, en esta parte, reemplaza las expresiones “en la letra a) precedente” por “en el artículo 15”.


Todas las proposiciones contenidas en esta observación N° 2 fueron aprobadas por la Honorable Cámara en el trámite correspondiente.
Artículo 3°


Esta disposición del proyecto de ley despachado por el Congreso Nacional establece que quienes contraten a un lobbysta deberán informar tal contratación en su sitio electrónico y a las autoridades encargadas de los registros de lobby, a más tardar dentro de quinto día hábil.


Agrega que el incumplimiento de esta obligación se sanciona con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.


La observación N° 3 propone suprimir este artículo, pasando el artículo 4° a ser artículo 3°, y así correlativamente.


La Honorable Cámara de Diputados, en el trámite constitucional pertinente, prestó su aprobación a esta observación supresiva del Ejecutivo.
- - -


(Como consecuencia de la supresión de este artículo, varía, también, la correlación y citas de los demás preceptos afectados por el veto, circunstancia que se advertirá en este informe en cada oportunidad que corresponda).

Artículo 4°


Pasa a ser artículo 3°.


Este precepto aprobado por el Parlamento estatuye que la actividad de lobby está dirigida a las siguientes categorías de decisiones:


a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado.


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, adopción, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones o declaraciones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus Cámaras, así como de sus comisiones mixtas. 

c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título de los actos y contratos que realicen los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2°, que sean necesarios para su funcionamiento.

En su observación N° 4, S.E. la señora Presidenta de la República propone:


a) En el encabezamiento de este artículo, intercalar a continuación de la forma verbal “dirigida” el término “preferentemente”.


b) En la letra a), a continuación de las expresiones “La elaboración,”, agregar la palabra “dictación”.


c) Reemplazar en la letra c) la frase “la letra a) del artículo 2°” por “el artículo 15”. (Es el artículo 15 definitivo, después de aprobado el veto por la Honorable Cámara).


La observación N° 4 de S.E. la señora Presidenta de la República fue íntegramente aprobada por la Honorable Cámara en el primer trámite constitucional del veto.
Artículo 5°


Pasa a ser artículo 4°.


El proyecto definitivo aprobado por el Congreso dispone en este precepto que no obstante el artículo precedente y sin que la enunciación sea taxativa, no constituyen actividades de lobby:



a) Toda expresión realizada por discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación.


b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía.


c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público.


d) Toda declaración o comunicación hecha por funcionarios o autoridades de las instituciones mencionadas en la letra a) del artículo 2º, en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales.


e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos.


f) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso Nacional.


g) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.


h) La información entregada por escrito a una autoridad pública, quien la ha solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.


i) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.


j) Las presentaciones hechas por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, con el fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias.


k) Todo tipo de asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.


l) La presencia y participación verbal o escrita en las comisiones permanentes y especiales de ambas ramas del Congreso Nacional, así como en sus comisiones mixtas, de profesionales de las entidades señaladas en la letra precedente, lo que, sin embargo, será registrado por dichas comisiones.


m) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en la letra k).


La observación N° 5 del Ejecutivo, recaída en este precepto del Congreso Nacional propone las siguientes enmiendas:


1. En el encabezamiento del precepto, suprimir la frase “y sin que la enunciación sea taxativa”.


2. Eliminar su letra f), pasando la letra g) a ser letra f), y así correlativamente.


3. Reemplazar la letra l), que pasa a ser letra k), por la siguiente:


“k) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas, de cualquier tipo, ante una Comisión del Congreso Nacional, sean éstas permanentes, especiales o mixtas, así como  la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en la letra precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas Comisiones.”.

4. Incorporar una nueva letra m) final que preceptúa que no constituyen actividades de lobby las gestiones desarrolladas por los miembros de las directivas de organizaciones gremiales, sindicales, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, centros de estudio, colegios profesionales, así como por los representantes legales, directores, gerentes y abogados institucionales de las personas jurídicas que persigan fines de lucro, ante las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos estatales enumerados en el artículo 15 (15), salvo que aquellas se efectúen con habitualidad, de conformidad a lo señalado en la letra b) del artículo 2° y, sin perjuicio, de la obligación de registro por parte de las autoridades respectivas, establecida en el aludido artículo 15 (15).


La Honorable Cámara de Diputados aprobó esta observación del Ejecutivo, con excepción de la letra d) que incorpora una nueva letra que pasaría a ser letra m), pues, según se expresa en el oficio con que dicha Corporación remitió el veto al Senado, no alcanzó el quórum requerido para tal efecto.
Artículo 8°


Pasa a ser artículo 7°.


Esta disposición del proyecto aprobado por ambas Cámaras establece que existirán tres registros públicos de lobbystas:


a) Un Registro Público, a cargo del Ministerio de Justicia, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen sus actividades ante cualquier órgano de la Administración a que se refiere el párrafo primero de la letra a) del artículo 2° de esta ley.


b) Dos registros públicos, uno de ellos a cargo de la Comisión de Ética del Senado y otro a cargo de la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, en los que se inscribirán quienes desarrollen las actividades definidas por esta ley ante los miembros o funcionarios de las respectivas Corporaciones.


Agrega que los lobbystas podrán realizar sus actividades ante cualquiera de los sujetos señalados en la letra a) del artículo 2º de esta ley, siempre que se inscriban en los registros.


Finalmente, prevé que los registros quedarán comunicados entre sí mediante procedimientos técnicos que procesen la información que reciba cada uno, de modo que automáticamente el contenido de esa información quede asentado en los tres.


En la observación N° 6 el Ejecutivo propone:


a) Reemplazar la denominación “Ministerio de Justicia” por “Consejo para la Transparencia”, y la frase “el párrafo primero de la letra a) del artículo de esta ley” por “el artículo 15 (15) de esta ley”, consignadas en la letra a).


b) Sustituir en el inciso o párrafo segundo de la letra b) la frase “la letra a) del artículo 2° de esta ley” por “el artículo 15 (15) de esta ley” y agregar al final la frase “que correspondan, según el caso.”.


La Honorable Cámara prestó su aprobación a esta observación íntegramente, sin supresiones.
Artículo 9°


Pasa a ser artículo 8°.


El texto del proyecto de ley despachado por el Congreso Nacional para este artículo impone al lobbysta la obligación de informar al Registro semestralmente -por escrito o por medios electrónicos y bajo juramento- sobre todo cambio o modificación de la información que se le exija, como cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios o aumentos de capital.


Agrega en un segundo inciso que del mismo modo informará acerca de las autoridades, miembros y funcionarios y organismos ante los cuales ha hecho gestiones de intereses propios o de terceros, las materias en las que ha intervenido, los intereses promovidos y los objetivos de las gestiones realizadas.


Respecto de este precepto, en su observación N° 7, el Ejecutivo reemplaza en el inciso primero de esta norma la palabra “semestralmente” por “trimestralmente”, proposición que también contó con la aprobación de la Honorable Cámara.
Artículo 11


Pasa a ser artículo 10.

Esta disposición del proyecto del Parlamento prohíbe a los lobbystas contribuir al financiamiento de partidos políticos, campañas electorales o internas de partidos, pactos o coaliciones de partidos.


La observación N° 8 sugiere agregar a continuación del término “lobbystas” la frase “que ejerzan remuneradamente su actividad” precedida de una coma (,), oración que fue acogida favorablemente por la Honorable Cámara de Diputados.
Artículo 12


Pasa a ser artículo 11.


La norma de este artículo aprobada por ambas Cámaras declara vedado el ejercicio de la actividad de lobby a las siguientes personas:


a) Las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2° de esta ley, y las autoridades unipersonales de los partidos políticos, durante el ejercicio de sus funciones.


b) Los sancionados con la cancelación de su inscripción en el registro público de lobbystas, en cualquier tiempo.


También prohíbe el ejercicio de esta actividad hasta dos años después de haber cesado en sus cargos a diversas personas entre las cuales aparecen, en lo que interesa a este informe, las siguientes que se hayan desempeñado en la Administración del Estado:


b1) Las autoridades y funcionarios mencionados en los números 7 y 10 del artículo 32 de la Constitución Política que se desempeñen en los Ministerios, Intendencias, Gobernaciones, en los órganos y servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa, y en las empresas públicas creadas por ley.


En la observación N° 9, el Ejecutivo propone reemplazar en la letra a) de este precepto la frase “la letra a) del artículo 2° de esta ley” por “el artículo 15 (15) de esta ley”. Además, sustituye el N° 1 de la letra b) transcrita por otro que menciona expresamente como inhabilitados para ejercer funciones de lobby a los Ministros, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y los demás funcionarios que la ley define como de exclusiva confianza del Presidente de la República, todos los cuales son los cargos aludidos por los números 7 y 10 del artículo 32 de la Constitución que se suprimen en virtud del reemplazo que propone la observación.


Esta observación contó también con la aprobación de la Honorable Cámara de Diputados.

Artículo 14


Pasa a ser artículo 13.


El encabezamiento de este precepto del Congreso Nacional prescribe que la solicitud de audiencia de un lobbysta a una autoridad, miembro o funcionario de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2°, debe contener las menciones o antecedentes que la norma describe a continuación:


En su observación N° 10, el Ejecutivo propone reemplazar la expresión “la letra a) del artículo 2°” por “el artículo 15” (15), enmienda que la Honorable Cámara acogió favorablemente.
Artículo 16


Pasa a ser artículo 15.


El inciso primero de esta norma del texto aprobado por el Parlamento en sus trámites constitucionales prescribe que las autoridades y funcionarios que se enumeran a continuación en diversos literales, están obligados a disponer de un procedimiento para el registro de las reuniones y comunicaciones efectuados con lobbystas o con miembros de las entidades a que se refiere el párrafo final de la letra b) del artículo 2° de esta ley:


a) En la Administración Central: el Presidente de la República, los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.


b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y los contralores regionales.


d) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente, los consejeros, el Gerente General, el Fiscal y el Revisor General.


e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los oficiales generales y superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


f) En las empresas públicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del directorio, los miembros del directorio y el Gerente General.


g) En el Congreso Nacional: los diputados y senadores, los asesores permanentes de los parlamentarios y los abogados secretarios de comisión.


h) En el Poder Judicial: los ministros, los fiscales judiciales y secretarios de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones.


i) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.


j) En el Tribunal Constitucional: los ministros y el Secretario.


k) En la Justicia Electoral: los ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los ministros titulares y suplentes y los secretarios relatores de los tribunales electorales regionales.


l) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.


m) En las embajadas y consulados chilenos y también tras viajes en comisión de servicio dentro y fuera del país: todos los funcionarios del Gobierno, del Congreso Nacional y del Poder Judicial.

La observación N° 11 formulada por S.E. la señora Presidenta de la República, en sus cinco primeros literales propone:


a) Sustituir el encabezamiento de este artículo por el siguiente:


“Artículo 15.- Las autoridades y funcionarios que se señalan a continuación deberán registrar de forma centralizada, de conformidad al reglamento, las audiencias y reuniones que efectúen con los lobbystas, especialmente en lo relativo a la indicación del lugar y fecha de su realización, así como a la individualización de los asistentes y la materia específica tratada. Igualmente, deberán registrar las audiencias y reuniones celebradas con las organizaciones señaladas en la letra m) del artículo 4°, cuando ellas se efectúen en sus oficinas o despachos de trabajo.”.

- - -


b) Enseguida, la observación N° 11 propone en lo que respecta a la letra a) transcrita en el acápite anteprecedente, incorporar como párrafo o inciso segundo de ese literal, el siguiente:


“El Presidente de la República y los Ministros del Interior, de Defensa y de Relaciones Exteriores, podrán exceptuarse de la obligación de registro cuando se encuentre comprometido el interés general de la nación o la seguridad nacional.”.


c) A continuación, la referida observación N° 11 elimina las letras f), h), i), j), k) y l), y agregar en el literal g), que pasa a ser f), el siguiente párrafo o inciso segundo, nuevo:


“El Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente del Senado, podrán exceptuarse de la obligación de registro cuando se encuentre comprometido el interés general de la nación o la seguridad nacional.”.


d) Finalmente propone reemplazar la letra m) que pasa a ser letra g), por la siguiente:


“g) En las embajadas y consulados chilenos, los jefes de la misión diplomática y consular, o quienes los subroguen.”.

- - -


Además, la observación N° 11 sugiere eliminar los incisos segundo y tercero de este artículo 16 (15), que preceptúan que la autoridad o funcionario que haya sido sujeto pasivo de lobby en reuniones fuera de su despacho, deberá informar tal circunstancia en la forma y plazo establecidos en un reglamento; y que tales procedimientos de registros se consignarán en un reglamento que señalará, también, los antecedentes que deben consignarse y hacerse públicos.


Por último, la observación N° 11 sustituye el inciso final de este artículo, que declara pública la información contenida en el registro, la que debe ser publicada en el sitio electrónico institucional que corresponda. Agrega que si la entidad obligada carece de sitio electrónico la publicación se hará por cualquier medio que garantice efectivamente su acceso público.


El texto de reemplazo contenido en la observación N° 11 también declara de carácter público la información incluida en el registro y ordena que ésta sea publicada en el sitio electrónico del Consejo para la Transparencia y en los del Senado y de la Cámara de Diputados, debiendo garantizarse un acceso fácil y expedito.


La Honorable Cámara acogió favorablemente esta observación del Ejecutivo, con excepción de la unidad de ella (literal c)) que propone suprimir las actuales letras f), h), i), j), k) y l), que rechazó, insistiendo en el texto aprobado por el Congreso Nacional.
Artículo 17


Pasa a ser artículo 16.


El texto de este artículo despachado por el Congreso Nacional, en su inciso primero previene que las autoridades encargadas de la fiscalización del lobby, según corresponda, serán el Ministerio de Justicia y las comisiones a que se refiere la letra b) del artículo 8° de esta ley. (Las Comisiones de Etica del Senado y de Conducta de la Cámara de Diputados).


La observación N° 12 del Ejecutivo reemplaza en ese precepto las expresiones “Ministerio de Justicia” y “del artículo 8°” por “Consejo para la Transparencia” y “del artículo 7°”, respectivamente, y fue aprobada en la forma propuesta por la Honorable Cámara.

(La alusión a los artículos 8° (que se reemplaza) y 7° es la definitiva pues esta observación N° 12 ya supone la aprobación de la observación N° 3, que alteró la correlación de los artículos de esta ley a partir del nuevo artículo 3°).

Artículo 18


Pasa a ser artículo 17.


Esta norma despachada por el Congreso Nacional reproduce el principio de que toda sanción debe fundarse en un proceso; y consigna, a continuación, su ritualidad y actuaciones.


La observación N° 13 propone reemplazar este artículo por otro que establece que las sanciones a que se refiere el artículo 18 de esta ley se ajustarán al siguiente procedimiento:


1. Se inicia de oficio o a petición de parte con una formulación precisa de los cargos, la descripción de los hechos constitutivos de la infracción y la norma que se estima infringida.


2. Los cargos se notificarán al afectado por carta certificada enviada al domicilio consignado por el lobbysta en el Registro de Lobbystas.


3. El afectado tiene el plazo de diez días contados desde su notificación para presentar sus descargos.


4. La autoridad fiscalizadora resolverá de plano cuando su decisión se apoye en hechos que constan en el proceso o sean de notoriedad pública. En caso contrario, abrirá un término probatorio de cinco días.


5. La resolución que falle el asunto se dictará dentro de los quince días siguientes a la última diligencia ordenada en el expediente.


6. En subsidio, rigen para estos asuntos, supletoriamente, las normas de la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos.


(La mención al artículo 18 está en la misma situación descrita en el párrafo precedente al dar cuenta de la aprobación de la observación N° 12).


La observación N° 13, precedentemente descrita, contó con la aprobación de la Honorable Cámara.
Artículo 20


Pasa a ser artículo 19.


El texto aprobado por ambas Cámaras para este artículo prevé que las sanciones administrativas por infracciones a esta ley son reclamables ante la Corte de Apelaciones con jurisdicción en el domicilio del lobbysta. Agrega que del reclamo se dará traslado a la autoridad que impuso la sanción para que evacue la información que da fundamento a su resolución. Evacuado el traslado, o en rebeldía del recurrido, se dictará sentencia.


Los plazos de este procedimiento son los siguientes:


1. Treinta días para reclamar de la resolución administrativa;


2. Quince días, contados desde el traslado, para que el recurrido informe, y


3. Quince días para fallar el reclamo, contados desde que se evacue el traslado o se declare la rebeldía del recurrido.


La observación N° 14 sustituye este artículo con otro que también consigna un procedimiento para impugnar la sanción administrativa.


El precepto de reemplazo establece que si se rechaza la reclamación del afectado conforme al procedimiento consignado en el nuevo artículo 17, podrá recurrirse ante la Corte de Apelaciones del domicilio del lobbysta. De este recurso o reclamo se dará traslado a la autoridad que impuso la sanción por el plazo de diez días para informar. Con el informe o en rebeldía del recurrido la Corte ordenará traer los autos en relación. Agrega que este recurso o reclamación gozará de preferencia para su vista, siendo improcedente la suspensión por petición de una de los litigantes o por solicitud de común acuerdo de las partes (artículo 165, N° 5, del Código de Procedimiento Civil).


La observación N° 14 contó con la aprobación de la Honorable Cámara de Diputados.
Artículo 23


Pasa a ser artículo 22.


La norma del artículo 23 sancionada por el Senado y por la Cámara de Diputados castiga con multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales al que ejerza como lobbysta sin estar inscrito en el respectivo registro o continuar en la actividad después de haber sido eliminado de él.


En la observación N° 15, el Ejecutivo sugiere reemplazar la oración “cien a doscientas unidades tributarias mensuales” por “ciento cincuenta a trescientas unidades tributarias mensuales”, y agregar a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “En caso de reincidencia, las multas se elevarán de doscientos cincuenta a cuatrocientos unidades tributarias mensuales.”.


Además, la observación N° 15 agrega un segundo inciso a este artículo que dispone:


“De las sanciones aplicables en el presente artículo, podrá reclamarse de conformidad a lo establecido en los artículos 17 y 19.”. (Se trata de los artículos 17 y 19 definitivos, después de aprobado el veto por la Honorable Cámara).


La observación N° 15 fue aprobada en todas sus partes o unidades por la Honorable Cámara de Diputados.
Artículo 24


Pasa a ser artículo 23.


Este precepto del proyecto de ley previene que el reglamento a que aluden la letra d) del artículo 2° y el inciso segundo del artículo 16 (el primero es el reglamento que determinará hasta qué nivel las autoridades, miembros y funcionarios de la Administración del Estado y del Congreso Nacional deben considerarse como sujetos pasivos de lobby, y el segundo es el que regula el procedimiento al que ha de ajustarse un sujeto pasivo de lobby que asiste a reuniones o audiencias fuera de su despacho para informar acerca de las materias tratadas) en el caso del Congreso Nacional, será el que apruebe cada Cámara a proposición de la Comisión de Ética o la Comisión de Conducta, según corresponda.


En la observación N° 16, el Ejecutivo propone reemplazar en este artículo las expresiones “el inciso segundo del artículo 16” por “el inciso primero del artículo 15”, proposición que refleja el reconocimiento del veto al cambio de la numeración de los preceptos del proyecto como consecuencia de la supresión del artículo 3°. La observación descrita fue aprobada por la Honorable Cámara en el trámite respectivo.
Artículo segundo transitorio


Dispone que el reglamento de esta ley se fijará por decreto del Ministerio de Justicia, y en él se determinarán los requisitos, exigencias e informaciones que acompañarán los interesados en inscribirse en los registros (inciso primero).


A continuación, establece que dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley se dictará el mencionado reglamento. Agrega que los registros de lobbystas y los procedimientos a que se refiere el inciso primero del artículo 16 (el artículo 16 aprobado antes del veto dispone que los sujetos pasivos de lobby deben contar con procedimientos de registros de las reuniones y comunicaciones con lobbystas) han de quedar establecidos dentro de los ciento veinte días siguientes a la publicación del reglamento mencionado en el inciso precedente.


Finalmente, el inciso tercero de este artículo señala que el reglamento (los reglamentos) a que alude el artículo 24 (el que pasó a ser artículo 23 y que determina hasta qué nivel se considerarán sujetos pasivos de lobby las autoridades y funcionarios del Congreso Nacional y el que regula el procedimiento para informar las reuniones y audiencias de lobby celebradas por estas mismas autoridades fuera de sus despachos) se dictarán en la forma prevista en el mencionado artículo (reconoce a cada Cámara la potestad de dictar sus reglamentos de lobby).


En la observación N° 17, S.E. la señora Presidenta de la República sugiere el reemplazo del precepto transcrito por otro que faculta al Ministerio Secretaría General de la Presidencia para dictar, dentro del plazo de 180 días contados desde su publicación, el reglamento de esta ley. Precisa, además, que en el referido reglamento se establecerán los requisitos, exigencias, procedimientos, antecedentes o informaciones necesarias para inscribirse en los registros de lobby.


Este precepto de reemplazo fue aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.
- - -

Artículo tercero transitorio


Finalmente, en la observación N° 18, S.E. la señora Presidenta de la República propone agregar un nuevo artículo tercero transitorio que prescribe que esta ley entrará en vigencia ocho meses después de su publicación, y también fue aprobada por la Honorable Cámara de Diputados en el trámite constitucional correspondiente.
- - -

IV. DEBATE DE LA COMISIÓN

En sesión de día 12 de agosto de 2008, la Comisión recibió en audiencia a representantes de las empresas de lobby Burson–Masteller Chile; Hill & Knowlton Captiva; Imaginación Consultores, e ICC Crisis. En nombre de estos personeros, la señora Marcela Alt, expuso lo siguiente:


“1. Una adecuada regulación del lobby permitirá que las decisiones públicas se adopten con mayor conocimiento y mejor información sobre cuáles serán sus efectos en los diversos sectores y contribuirá a aumentar la confianza en las instituciones. 

2. Por el contrario, un lobby no profesional y poco transparente tiene un efecto nocivo en el prestigio no sólo de quienes realizan esta actividad, sino en el sistema político en general. Ello puede dañar la confianza de la ciudadanía en las instituciones públicas, las autoridades, la democracia y el correcto funcionamiento de un sistema que garantiza igualdad de oportunidades.

3. Al transparentar los canales a través de los cuales las personas acceden a las autoridades e influyen en las decisiones que éstas adoptan en el ejercicio de sus funciones, se evita la oscuridad y la desconfianza.

4. El ejercicio del lobby es consustancial con la democracia y, en este sentido general, realizan lobby todos quienes se contactan con las autoridades de la administración del Estado y del Congreso, para plantear sus puntos de vista e intereses particulares, sean éstos  individuales o colectivos.

5. Estas gestiones son hoy día realizadas por múltiples actores, quienes no necesariamente reconocen esta condición. De esta forma, los estudios jurídicos, las entidades gremiales y sindicales, las ONGs, los colegios profesionales y sin duda las empresas de comunicación estratégica que representan intereses de terceros, realizan gestiones de lobby.

6. Una mayor transparencia y profesionalización de estas labores es el verdadero sentido de una Ley de Lobby. Su regulación debe por ende  ser lo más inclusiva posible, evitando discriminar entre diversos actores, y garantizando el acceso a la autoridad. Este ha sido el sentido del veto presidencial.”.
- - -


Enseguida, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Viera Gallo, explicó el sentido de algunas de las observaciones de S.E. la señora Presidenta de la República, manifestando que todas ellas responden a la necesidad de complementar el texto aprobado por el Congreso Nacional en materias relevantes para la aplicación de la ley, tales como la definición de los conceptos de lobby y lobbysta; registros; inclusión del Consejo para la Transparencia y otros que se señalan en la sección anteprecedente de este informe. 


Manifestó, además, que el Ejecutivo está consciente de que el proyecto requiere aún perfecciones, las que no pueden ser modificadas en este trámite legislativo, razón por la cual entregó un documento que contiene un borrador de protocolo de acuerdo para convenir un proyecto de ley que subsane los siguientes temas:


Uno) Excluir los centros de estudio de aquéllas instituciones que, eventualmente, puedan estar sujetas a las normas que regularán el lobby.


Dos) Facultar al Consejo para la Transparencia con el fin de que, de oficio o a petición de parte, determine la procedencia de la obligación de inscribirse en el Registro de Lobbystas. Asimismo, se impondrá la obligación, cuando así lo solicite el interesado, de ordenar su eliminación del Registro siempre que no haya desarrollado actividades de lobby por un período ininterrumpido de, a lo menos, seis meses.


Tres) Facultar a los afectados por las resoluciones del Consejo de la Transparencia para reclamar de ellas ante la Corte de Apelaciones respectiva.


A continuación, el señor Ministro manifestó que el sentido de la nueva definición de lobby contenida en las observaciones de S.E. la señora Presidenta de la República es ampliar su ámbito de aplicación, agregando a quienes se dedican de manera profesional a esta actividad.


Ante un planteamiento del Honorable Senador señor Núñez, que observó la situación de los Parlamentarios en el sentido de que, sin ser lobbysta, ocurrentemente formulan requerimientos a las autoridades en nombre de la ciudadanía que representan, el señor Ministro precisó que al caso observado debe aplicársele la letra d) del artículo 5° (que pasó a ser artículo 4°) que señala que no constituyen actividades de lobbystas declaraciones o comunicaciones de las autoridades y funcionarios mencionados en el artículo 2°, letra a), (funcionarios y autoridades del Poder Ejecutivo y del Congreso Nacional) en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales.


El Honorable Senador señor Núñez reparó que la supresión del vocablo “profesional” que propone la observación N° 1 en la norma que declara el ámbito de aplicación de esta ley respecto del lobby, afecta también a instituciones y personas que por su naturaleza no son lobbystas, como es el caso de los sindicatos y organizaciones gremiales que defienden intereses específicos como son los de sus representados.

El señor Ministro expresó que el carácter distintivo del ejercicio de la actividad de lobby está en la representación de un interés particular, y no en el legítimo ejercicio de defensas gremiales o sectoriales que puedan llevar adelante determinadas organizaciones. Esa es la razón, según dijo, de que se elimine en la definición de lobby la expresión “o institucional”.


Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis objetó que se considere actividad de lobby sólo la defensa de intereses sectoriales o particulares, pues pueden crearse asociaciones gremiales para la defensa de pequeños empresarios mineros de una zona determinada, que tendrá por objeto defender intereses particulares en zonas geográficas también determinadas.


El Ministro señor Viera Gallo precisó que para el caso descrito por el señor Senador, dicha agrupación tendría que inscribirse como lobbysta. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Pérez Varela hizo presente que el lobby está destinado a regular a las empresas que se dedican a dicha actividad y no a las agrupaciones que tienen por objeto la defensa de intereses corporativos o gremiales, por más que ellas se incorporen a la categoría de sectoriales.


El señor Ministro señaló que el ejercicio remunerado de la actividad siempre será lobby, por cuanto así se comprende de la definición de lobbysta de la letra b) del artículo 2°. Igualmente, constituirá lobby el ejercicio habitual del mismo, según los criterios contenidos en el inciso segundo de la letra b) del mismo artículo. Esa es la razón de la redacción alternativa de la observación: “remunerada o habitual”.


Sobre la exclusión de los Presidentes de ambas Cámaras del Parlamento de la obligación de registro, el Honorable Senador señor Núñez planteó que la norma propuesta por el Ejecutivo lleva implícita una discriminación entre esas autoridades y el resto de los Parlamentarios, lo que no se condice con la calidad de pares que tienen Senadores y Diputados, que cuentan con la misma legitimidad de origen. Por ello, propuso que dichas autoridades cumplan con la obligación de registro en la misma forma como está obligado el resto de los Parlamentarios, proposición que fue acogida por el Honorable Senador señor Orpis.

- - -


Concluido el debate precedente y puestas en votación las observaciones del Ejecutivo recaídas en este proyecto de ley, esta Comisión, con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, prestó su aprobación a las signadas con los N°s. 1; 2, 3, 4; 5; 6; 7; 8; 9; 10; 11, letras a), b), e), f) y g); 12; 13; 14; 15; 16; 17 y 18. 


Con la misma unanimidad, rechazó la letra c) de la observación N° 11, y con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela y el voto favorable del Honorable Senador señor Sabag, rechazó la letra d) de la referida observación N° 11.


Hacemos presente que no obstante la aprobación de la letra d) de la observación N° 5 por esta Comisión y eventualmente por la Sala de la Corporación, el precepto contenido en ella, de conformidad con el artículo 73, inciso tercero, de la Constitución Política; artículo 35 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y el artículo 188, N° 3, del Reglamento de la Corporación, no podrá convertirse en ley pues en la Honorable Cámara de Diputados esta disposición no alcanzó el quórum necesario para su aprobación.


Igualmente, prevenimos que la letra c) de la observación N° 11, rechazada e insistida por la Honorable Cámara, debe también ser objeto del mismo acuerdo en el Senado para incorporarse al proyecto.

- - -

V. ACUERDO


En virtud de la relación y votaciones precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la adopción de los siguientes acuerdos respecto de las observaciones en informe:


Uno) Aprobar las observaciones números 1); 2); 3); 4), 5); 6); 7); 8); 9); 10); 11), letras a), b), e), f) y g); 12); 13); 14); 15); 16); 17) y 18):


Dos) Rechazar la observación número 11, letra c), insistiendo en el texto aprobado por el Congreso Nacional.


Tres) Rechazar la observación número 11, letra d).

- - -

PROTOCOLO


En sesión de 2 de septiembre de 2008, entre los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag y el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, se acordó iniciar un proyecto de ley que recoja las siguientes observaciones, que se formularon durante el debate de este asunto y que por disposición de normas constitucionales, legales y reglamentarias no puedan ser incorporadas al proyecto en este trámite legislativo:

Al artículo 1°


Sustituir el artículo 1° por la letra a) del artículo 2°, de modo que la definición de lobby, cuya regulación es el objeto de esta ley, encabece su articulado, con las siguientes enmiendas:


a) En el párrafo primero de la referida letra reemplazar el artículo “el” que antecede a las expresiones “Congreso Nacional” por la contracción “del”.


b) Suprimir en el párrafo segundo la oración final que empieza con el vocablo “Igualmente …”.

Al artículo 4°


a) En el literal d) de este artículo, agregar las palabras “o actuación” a continuación del vocablo “comunicación”.


b) Sustituir en el literal l) las expresiones “en la letra k)” por “en la letra l)”.


c) Incorporar a este precepto un nuevo literal que exprese que no constituyen actividades de lobby las gestiones de las organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418, y otras organizaciones de similar cobertura como las agrupaciones de feriantes o de personas que ejercen oficios artesanales.

Al artículo 7°


a) Atribuir al Consejo para la Transparencia la facultad de constatar, de oficio o a petición de parte, la habitualidad de las gestiones de lobby y ordenar, en tal caso, la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros.


b) Facultar al Consejo para la Transparencia para eliminar del registro a los lobbystas cuando no exista habitualidad. 


c) Autorizar al Consejo para ordenar la eliminación del registro al lobbysta que así lo solicite, siempre que no haya desarrollado actividades de lobby por un período ininterrumpido de a lo menos seis meses.

d) Consignar una definición que exprese que en contra de la calificación de habitualidad que formule el Consejo podrá reclamarse de conformidad con el procedimiento establecido en los artículos 28, 29 y 30 del Artículo Primero de la ley N° 20.285, sobre Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Al artículo 14


Reemplazar las expresiones “artículo 19” por “artículo 18”.

Al artículo 15


Precisar que las actuaciones realizadas por los Parlamentarios en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales ante los órganos a que se refiere el artículo 15, no constituyen lobby. 

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 15 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente Accidental), Ricardo Núñez y Jaime Orpis; 12 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag, y 2 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 2 de septiembre de 2008.
(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN LA SOLICITUD DE DON MANUEL BAQUEDANO Y OTROS MEDIANTE LA CUAL REQUIEREN EL PRONUNCIAMIENTO DEL SENADO RESPECTO DE SI HA O NO LUGAR LA ADMISIÓN DE ACCIONES JUDICIALES EN CONTRAL DEL MINISTRO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, SEÑOR RENÉ CORTÁZAR SANZ

(S 1089-02)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca de la solicitud de desafuero del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz, presentada por los señores Luis Mariano Rendón  Escobar, Manuel Segundo Patricio Baquedano Muñoz, Luis Hernán Márquez Valdivia, Patricio Ricardo  Herman Pacheco, Bernardo Zentilli von Kilsdonk, Alberto Orlando Muñoz Véliz, Lucio Favio Cuenca Berger, Ricardo Acuña Acuña, Luzmila Isabel Peña Castro, Eduardo Giesen Amtmann, Daniela Vanessa Álvarez Hernández y Manuel Antonio Zúñiga Sandoval. 

A las sesiones en que se estudió este asunto asistieron los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín y Jaime Naranjo Ortiz; el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor René Cortázar Sanz, y sus abogados señores Enrique Barros Bourie y José Miguel Valdivia; los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti, y los peticionarios.


La Comisión solicitó informes en derecho a los profesores de Derecho Constitucional señores Teodoro Ribera Neumann y Francisco Zúñiga Urbina. Este último emitió el documento que se anexa al final de este informe.


El abogado de los solicitantes, invocando el principio procesal de bilateralidad de la audiencia, ha solicitado ser escuchado por la Sala del Senado al momento de resolver la solicitud de desafuero, de la misma forma en que el artículo 201 del Reglamento del Senado otorga derecho al Ministro acusado o su abogado.

- - - - - - -

MARCO NORMATIVO Y PRECEDENTES RECIENTES

La responsabilidad civil del Estado y de sus agentes está establecida en los artículos 6°, 7°, 38 y 36 de la Carta Fundamental. Los dos primeros preceptos citados indican que la infracción o contravención de sus normas generará las responsabilidades y sanciones que la ley señale. El tercero estipula que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda afectar al funcionario que haya causado el daño. El cuarto dispone que los ministros son responsables individualmente de los actos que firmen y solidariamente de los que suscriban o acuerden con los otros ministros. 

Complementa lo anterior el artículo 42 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001. El artículo invocado prescribe que los órganos de la Administración serán responsables del daño que causen por falta de servicio y que el Estado tendrá derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere incurrido en falta personal.
Para hacer efectiva la responsabilidad personal de los Ministros de Estado en sede judicial, las personas deben obtener una autorización previa del Senado, conocida como desafuero. El fundamento de este ante juicio es impedir que los colaboradores directos del Presidente de la República se vean continuamente perturbados en el ejercicio de sus funciones, por razones infundadas, que no se sustenten en fundamentos razonables. 

El artículo 53, Número 2), de la Constitución Política de la República prescribe que es atribución exclusiva del Senado decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo.

El Párrafo 2° del Título XII del Reglamento del Senado se ocupa del Desafuero de los Ministros de Estado. En él se consultan disposiciones que regulan someramente el procedimiento aplicable.

El primer caso de desafuero de ministros registrado en las pasadas dos décadas es la petición de doña Mariana Martelli Ukrow, a fin de que se la habilitara para demandar civilmente a todo el gabinete de la época, agosto de 1990, por haber firmado un decreto de insistencia que materializó su remoción del cargo de Rectora de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación. Le correspondió el Boletín N° S-25-01.

En aquella ocasión, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento llegó a la conclusión de que lo que corresponde al Senado es verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales para aprobar el desafuero, esto es, que efectivamente exista un acto personal del ministro acusado, en ejercicio de su cargo; que tal acto sea injusto, es decir contrario a la Constitución o a la ley, y que existan fundamentos racionales para estimar que de dicho acto se pueden derivar perjuicios injustos para el particular afectado. Se precisó que la decisión del Senado no implica un pronunciamiento de fondo sobre la existencia de eventuales perjuicios ni acerca de si ellos serían justos o injustos.

Hubo en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento una posición minoritaria, que estimó que el Senado podía y debía entrar a conocer el fondo de la cuestión promovida por el peticionario de desafuero, correspondiendo al tribunal de justicia solamente determinar la especie y monto de los perjuicios. Ella tampoco prosperó en la sala. 

 El segundo caso fue promovido contra los ministros señores José Miguel Insulza Salinas y Carlos Cruz Lorenzen, por don Jorge Segundo Olavarría Maldonado, quien invocó la calidad de Presidente de la Asociación Gremial de Pensionados Portuarios ex Marineros de Bahía de Iquique. La acción que pretendía ejercer contra los mencionados ministros tenía por finalidad obtener el resarcimiento de los perjuicios que habrían sufrido trabajadores portuarios desvinculados de su trabajo en el proceso de concesión de puertos. Es el Boletín N° S-791-02.

En esa ocasión la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se vio en la necesidad de solicitar al peticionario algunas precisiones en torno a su libelo, para acreditar previamente la personería que invocaba, especificar la naturaleza de la acción deducida ante el Senado e indicar con precisión las actuaciones solicitadas y las peticiones sometidas a la decisión de esta Corporación. Sin embargo, antes que esas diligencias fueran cumplimentadas, ambas personas dejaron de ser ministro y el asunto no continuó su tramitación, porque ya no se requería el pronunciamiento del Senado.

- - - - - - - -

RESUMEN DE LA PETICIÓN DE DESAFUERO


La posición de los peticionarios fue fijada en su escrito inicial, suscrito por el abogado señor Luis Mariano Rendón, por sí y como patrocinante y mandatario judicial de los demás demandantes, en la exposición del mencionado abogado ante la Comisión y en un escrito ulterior de téngase presente.

Destacó el letrado que si bien han comparecido a esta instancia a título personal, todos los firmantes del libelo representan a diversas asociaciones comprometidas desde hace décadas con los estilos de vida sustentables, con particular énfasis en la lucha contra la contaminación de la capital de nuestro país, aportando ideas y propuestas de solución.


Señaló que han llegado a la conclusión que ya es tiempo de transitar de la etapa de las propuestas a la de las exigencias, para reclamar y obtener que se cumplan las políticas y las normas vigentes y se hagan efectivas las responsabilidades de los principales ejecutores.


Explicó el abogado señor Rendón que la lectura que los peticionarios hacen de la atribución senatorial del número 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República no excluye, como algunos han sostenido, las acciones penales. En efecto, argumentó, la expresión “acciones judiciales” es ampliamente comprensiva de todo tipo de pretensiones susceptibles de ser planeadas en sede judicial, y los perjuicios sufridos por los actores pueden tener su origen tanto en infracciones civiles como criminales. Por lo demás, agregó, si la finalidad del trámite de desafuero es proteger a los Secretarios presidenciales de acciones infundadas o temerarias, con tanta mayor razón deben quedar incluidas las de orden penal, que pueden tener un efecto mucho más gravitante, en cuanto a entorpecer la acción ministerial. No advierte el litigante inconveniente en que el artículo 83 de la Constitución entregue al Ministerio Público el monopolio de la acción penal pública, porque según el mismo precepto también pueden ejercerla la víctima y las demás personas que la ley determine. En la especie, concluyó, es la propia Carta Fundamental la que otorga tal atribución a “cualquier persona” que pretenda iniciar acciones judiciales contra un Ministro de Estado.


Si en definitiva el Senado estima que no posee la facultad de intervenir para desaforar a los Ministros de Estado cuando alguien trata de ejercer en su contra acciones penales, interpondrán de inmediato las querellas correspondientes ante el juez de garantía competente. En cambio, si el Senado resuelve que tiene esa competencia, pero no hace lugar a la petición de desafuero, habrá quedado cerrado el camino a la justicia en el país y sólo restarán las instancias internacionales.


Los solicitantes anuncian su intención de ejercer contra el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones la acción ambiental de carácter infraccional del artículo 59 de la ley 
N° 19.300, en relación con los artículos 56 y 54 del mismo cuerpo legal, acciones penales por los delitos tipificados en los artículos 256 y 239 del Código Penal y por la omisión del deber de denunciar consagrado en el artículo 177 del Código Procesal Penal y las acciones civiles derivadas de los ilícitos penales imputados. La dirigen en contra de dicho Secretario presidencial porque su nombramiento tuvo como razón de ser asumir la conducción del Transantiago, convertido en uno de los principales problemas de políticas públicas de Chile, y porque él tomó en sus manos la gestión directa del mismo. 

LOS HECHOS


Los demandantes afirman que el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones no ha empleado las herramientas a su alcance para forzar a los concesionarios al cumplimiento de su obligación de instalar dispositivos de post combustión en numerosos buses del Transantiago, de lo que nace la responsabilidad que ellos pretenden hacer efectiva mediante el ejercicio de las acciones judiciales que anuncian. 


Indican que 3.200 buses del plan de transporte capitalino denominado “Transantiago” no han cumplido con la obligación de instalar filtros que reduzcan la cantidad de partículas contaminantes que emiten a la atmósfera. Detallan que dichos filtros retienen y eliminan por combustión, en promedio, un 90% del material particulado y el 99% del hollín que producen los motores diesel, sustancias relevantes por sus efectos nocivos en la salud de las personas, ya que por su reducido tamaño pueden penetrar al torrente sanguíneo y diseminarse por todo el cuerpo.


Agregan que las Bases de Licitación Pública de Uso de Vías de la Ciudad de Santiago para la Prestación de Servicios Urbanos de Transporte Público Mediante Buses, en adelante “Licitación Transantiago”, fueron aprobadas por Resolución N° 117, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2003. Dentro del marco fijado por esas Bases y sus modificaciones se suscribieron los contratos de concesión con las empresas prestadoras del servicio, convenciones que fueron aprobadas por Resolución N° 331, del mismo Ministerio, de 2005. En las Bases y en los contratos, afirman los demandantes, se establece un sistema de multas por infracciones a las obligaciones de los concesionarios, cuyo monto inicial, ascendente a 10 unidades de fomento por infracción, se incrementa progresivamente a 30 y a 100 unidades de fomento, a medida que se acumulan infracciones y que, en último término, se puede provocar la caducidad de la concesión. 


Expresan también que la Región Metropolitana ha sido declarada Zona Latente y Saturada de diversos contaminantes, por decreto N° 131, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 1996. Mediante decreto N° 16, del mismo Ministerio, de 1998, se fijó el Plan de Prevención y Descontaminación de la Región Metropolitana, que tiene como objetivo cumplir con las normas chilenas de calidad ambiental para el año 2010. La contaminación crónica de la capital, afirman los peticionarios, se agrava en invierno por falta de ventilación de la cuenca en que se encuentra ubicada la ciudad y por el aumento de la combustión con fines de calefacción. En vista de ello, manifiestan, la autoridad ha establecido un subplan especial, el Plan Operacional para Enfrentar Episodios Críticos de Contaminación, aprobado por decreto 
N° 46, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2007.


Concluyen los demandantes que el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones ha sido remiso en el uso de los medios puestos a su alcance para corregir la omisión de los concesionarios que no han instalado filtros en los buses, provocándoles a ellos y a los demás habitantes de Santiago un perjuicio en su salud, pues han debido respirar un aire más contaminado. Destacan sobre este particular que los contratos de concesión del Transantiago incluyen un mecanismo de multas por incumplimiento de las obligaciones de los concesionarios, que es aplicable a la omisión indicada y puede reiterarse en caso de reincidencia o contumacia.

ACCIÓN AMBIENTAL


Los peticionarios anuncian su intención de ejercer contra el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones “la acción infraccional contemplada en el artículo 59 de la ley N° 19.300, en relación a los artículos 54 y 56 del mismo cuerpo legal”.


El citado artículo 59 prescribe que se podrá ocurrir ante el juez competente para solicitar la aplicación de lo dispuesto en el artículo 56, por las personas y en la forma señalada en el artículo 54, sin que ello obste al ejercicio de las acciones que en esta última disposición se establecen.


El artículo 56, por su parte, señala que corresponde a las municipalidades y a los demás organismos competentes del Estado, requerir del juez la aplicación de sanciones a los responsables de fuentes emisoras que no cumplan con los planes de prevención o descontaminación, o con las regulaciones especiales para situaciones de emergencia ambiental, o a los infractores por incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere esa ley. Las sanciones posibles son amonestación, multas de hasta mil unidades tributarias mensuales, y clausura temporal o definitiva.

El artículo 54 dispone que son titulares de una acción ambiental con la finalidad de obtener la reparación del medio ambiente dañado, las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que hayan sufrido el daño o perjuicio, las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados, no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros. Además, el precepto expresa que cualquier persona podrá requerir a la municipalidad en cuyo ámbito se desarrollen las actividades que causen daño al medio ambiente para que ésta, en su representación y sobre la base de los antecedentes que el requirente deberá proporcionarle, deduzca la respectiva acción ambiental.


Sostienen los peticionarios que siendo el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones el responsable de la administración del Transantiago, es el Ministro de esa cartera el responsable por las emisiones generadas por dicho Sistema Integrado de Transporte, ya que él cuenta con los medios idóneos para obligar a los operadores a cumplir sus obligaciones.


Alegan que la condición de directamente perjudicados por el incumplimiento de los deberes del señor Ministro les otorga titularidad activa en la acción que intentarán, y especifican que no se trata de la acción reparatoria del artículo 54 de la ley N° 19.300, sino de la infraccional contemplada en el artículo 56 de la misma ley.


La calidad de perjudicados, al decir de los demandantes, resulta establecida por el hecho de que, por vivir en Santiago, han tenido que respirar el aire corrompido con material particulado fino durante dos períodos críticos de contaminación, elementos que han quedado fijados en sus organismos y que causan daños que pueden revelarse como causantes de enfermedades de diversos tipos, en el largo plazo. 

Puntualizan que no se proponen demandar perjuicios civiles, porque no sostienen que exista un daño patrimonial, sino que denuncian perjuicios causados a la salud de todos los habitantes de Santiago, aseveración que fue confirmada por el abogado señor Rendón en su alegato ante la Comisión realizado en la sesión de 4 de agosto en curso. 

ACCIONES PENALES


Expresan los solicitantes que la conducta del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones configura los ilícitos penales del artículo 256 del Código Penal y el del artículo 177 del Código Procesal Penal y podría llegar a conformar el del artículo 239 del primero de los Códigos citados.


El primero de los preceptos aludidos tipifica el delito que comete el empleado público del orden administrativo que maliciosamente retarda o niega a los particulares la protección o servicio que deba dispensarles en conformidad a las leyes y reglamentos.


Los demandantes aducen que el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones tenía el deber de proteger a los habitantes de Santiago de los daños de la contaminación, exigiendo a los operadores de buses el cumplimiento de la obligación de instalar filtros en los vehículos.


A mayor abundamiento, manifiestan que existe también un abuso de parte del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, consistente en no dar respuesta a diversos oficios de distintas autoridades y parlamentarios que recabaron información pertinente sobre la contribución de los buses del Transantiago a la contaminación de la capital. 


El abogado señor Rendón entregó copia de los siguientes documentos, que se anexan al presente informe:

· Oficio N° 2.086, de 12 de julio de 2007, del Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, Región Metropolitana de Santiago, al Coordinador de Transantiago, con copia al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones. En él se indica que a esa fecha no se había dado cumplimiento a la exigencia de uso de filtros en los buses Euro I y Euro II, se propone un cambio en la exigencia y se sostiene que un impacto favorable en la calidad del aire de la ciudad sólo se conseguirá con la efectiva implementación de filtros de partículas.

· Oficio N° 1.548, de 3 de junio de 2008, del mismo emisor y dirigido al mismo destinatario que el anterior, en el que se solicita informar, entre otros puntos, sobre el número de filtros de partículas incorporados a las flotas a esa fecha y acerca de la programación para la implementación de dispositivos post combustión por parte del Ministerio de Transportes para los buses del Transantiago.

· Carta del Honorable Senador señor Alejandro Navarro, de fecha 28 de abril de 2008, dirigida al Coordinador General del Transantiago, en la que solicita copia de la lista de empresas que no cumple la normativa ambiental, con una lista de los vehículos y su patente, en vista de una nota periodística que informaba que el 40% de los buses del Transantiago estaría en dicha situación.

· Carta del Honorable Senador señor Alejandro Navarro, de fecha 4 de junio de 2008, dirigida al Coordinador General del Transantiago, en la que consta que la anterior no había tenido respuesta y se la reitera.

· Oficio N° 1.076, de 27 de mayo de 2008, del Coordinador General del Transantiago al Honorable Senador señor Alejandro Navarro, en que da respuesta a la petición del parlamentario e informa que los buses del transporte público de pasajeros en Santiago está afectos a exigencias ambientales, cuyo cumplimiento se verifica mediante la revisión técnica semestral y, en forma aleatoria, por el Programa de de Fiscalización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el cual tiene carácter permanente. Añade que los resultados preliminares muestra que se están cumpliendo los objetivos del plan de descontaminación y que podrá informar resultados definitivos una vez concluida la evaluación.


El segundo artículo del Código Penal invocado, respecto del cual los peticionarios hacen reserva de acciones, castiga al empleado público que en las operaciones en que intervenga por razón de su cargo, defraude o consienta que se defraude al Estado, a las municipalidades o a los establecimientos públicos de instrucción o de beneficencia, sea originándoles pérdida o privándoles de un lucro legítimo.


Se explica en el libelo que esta figura coincidiría con la conducta del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, en cuanto habría privado al Fisco de ingresos por cientos o miles de millones de pesos, por no aplicar con rigurosidad el sistema de multas establecido en los contratos de concesión del Transantiago.


Mencionan también los peticionarios la infracción al artículo 177 del Código Procesal Penal, que impone sanciones a las personas indicadas en el artículo 175 que omitan hacer la denuncia que en él se prescribe. Esta última norma impone a los empleados públicos el deber de denunciar los delitos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones y, especialmente, los que noten en la conducta ministerial de sus subalternos.


De acuerdo con la presentación en comento, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones no denunció el delito del artículo 318 del Código Penal, en que habrían incurrido los operadores del Transantiago que no instalaron los filtros de partículas en los vehículos. Este último precepto sanciona al que pone en peligro la salud pública por infracción de las reglas higiénicas o de salubridad, debidamente publicadas por la autoridad, en tiempo de catástrofe, epidemia o contagio.


Se señala que el señor Ministro tuvo conocimiento de que los operadores no habían instalado los filtros obligatorios y no hizo la denuncia que correspondía. Además, se hace presente que estos hechos tuvieron lugar precisamente en épocas de contagio de enfermedades respiratorias y en medio de episodios críticos de contaminación atmosférica, y que el deber de colocar tales filtros es una regla de salubridad contemplada en las Bases de Licitación del Transantiago.

ACCIONES CIVILES


Finalmente, los demandantes solicitan de antemano al Senado autorización para interponer las acciones civiles que deriven de los ilícitos penales ya referidos.


Es del caso subrayar que en su escrito de téngase presente, ellos puntualizan que solicitan el desafuero del señor Ministro no para perseguirlo en su patrimonio, sino que su intención es interponer acciones de carácter penal y ambiental.


En mérito de lo expuesto, los solicitantes pretenden que el Senado les autorice a interponer contra el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones las acciones penales de los artículos 256 y 239 del Código Penal y la del artículo 177 del Código Procesal Penal, las acciones ambientales de los artículos 59, 54 y 56 de la ley N° 19.300 y las acciones civiles provenientes de los delitos penales imputados, basados en los perjuicios que dicho Ministro habría causado, en ejercicio de su cargo, a ellos y a cinco millones de habitantes de Santiago.


Por un otrosí piden que el señor Ministro informe, como medida para mejor resolver, sobre la cantidad de buses del sistema concesionado Transantiago con tecnología Euro I y Euro II o equivalente, que han circulado desde abril de 2007 sin el dispositivo obligatorio de post combustión, así como la cantidad y monto de las multas aplicadas a cada bus en infracción.

- - - - - - - -

RESUMEN DE LA RESPUESTA DEL MINISTRO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

En su intervención personal ante la Comisión y en un escrito ulterior de téngase presente, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y sus abogados se hicieron cargo de la petición de desafuero en los términos que se consignan enseguida.

ATRIBUCIÓN CONSTITUCIONAL DEL SENADO


En su contestación, la parte del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones llama a no confundir el ámbito de la razonabilidad política de la gestión de un ministro con el cumplimiento de obligaciones jurídicas. Destaca que si se da una amplitud desmesurada a la responsabilidad civil de los Ministros de Estado en el ámbito de las políticas públicas se corre el riesgo de ahuyentar del servicio público a personas calificadas, que temerían por la integridad de su patrimonio. Las actuaciones ministeriales en la gestión de políticas públicas deben ser analizadas en el terreno político y no en el de las responsabilidades jurídicas.


Precisando los elementos que a su juicio deben concurrir para que el Senado otorgue la autorización que piden los demandantes, señala los siguientes: el solicitante debe invocar circunstancias que permitan estimar que ha podido sufrir injustamente un daño a causa del comportamiento individual del ministro; éste debe haber ejecutado el acto dañino en desempeño de su cargo; la acción anunciada debe ser indemnizatoria, esto es, debe perseguir la responsabilidad civil del ministro; los demandantes deben tener un interés personal, y el comportamiento ministerial debe ser constitutivo de culpa funcionaria grave o de abuso de facultades.


El examen que realice el Senado recae sobre la plausibilidad de las pretensiones del solicitante, lo que necesariamente conlleva un examen del fondo de la pretensión anunciada, para apreciar su viabilidad.


La contestación parte de la base de que ninguna de las acciones propuestas habilita decidir el desafuero del ministro, la ambiental y las del orden criminal porque no corresponden a la competencia de esta Corporación, y las civiles derivadas de los delitos imputados porque suponen el ejercicio previo de las penales en la justicia ordinaria. 

ACERCA DE LA ACCIÓN AMBIENTAL


Discurre la parte del señor Ministro en su respuesta que la acción del artículo 56 de la ley N° 19.300, que intentarían los demandantes, escapa por completo de la competencia del Senado, por su carácter eminentemente punitivo, porque el Ministro no es responsable de ninguna fuente emisora y porque las sanciones de tipo penal son, en principio, independientes del daño que alguien pueda haber sufrido.


Sin perjuicio de lo anterior, se argumenta que en la especie no existe daño ambiental, en los términos en que es definido por la letra e) del artículo 2° de la ley N° 19.300
, atribuible al Transantiago, sino que, por el contrario, las estadísticas demuestran que dicho sistema de transporte público ha contribuido a que la calidad del aire en la capital no empeore. Además, la definición legal exige que el daño sea “significativo”, lo que da a entender que existe un umbral de contaminación tolerable. La defensa del señor Ministro aduce que las emisiones provenientes de buses son sólo uno de los factores de la condición del aire y que la mala calidad del mismo es preeexistente, de lo que concluye que su efecto incremental en la salud de las personas es infinitesimal.


A mayor abundamiento, sostiene la respuesta que los demandantes de desafuero carecen de legitimación activa para ejercer las acciones ambientales, porque no han acreditado haber sufrido daño alguno y porque en principio tales acciones están reservadas a quienes representan a la comunidad, o sea, el Estado y las municipalidades. En este mismo orden de razonamiento, alegan que el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones carece de legitimidad pasiva, por cuanto no es él el causante del daño que se pretende, sino quienes emiten sustancias contaminantes. No se puede transferir la responsabilidad de los operadores del Transantiago al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Si se tratare de las acciones civiles reparatorias que pueden deducir quienes hayan sufrido directamente consecuencias perjudiciales derivadas de la contaminación ambiental, de lo cual la defensa no advierte indicios en el libelo de los solicitantes, hay que tener a éstos por expresamente desistidos de dichas acciones, desde que han manifestado en términos explícitos que no están interesados en el patrimonio del señor Ministro, sino que pretenden que éste asuma la responsabilidad penal que le imputan.

ACERCA DE LAS ACCIONES PENALES


Invoca la defensa los precedentes invariables fijados por el Senado en materia de desafuero de Ministros de Estado, la opinión del profesor Alejandro Silva Bascuñán, estampada en su Tratado de Derecho Constitucional, y la intención del constituyente de 1980, asentada en el Acta de la Sesión N° 354, de 19 de abril de 1978, de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución, antecedentes todos que confluyen a fijar el sentido de la atribución del Senado y no dejan lugar a dudas acerca de que el desafuero civil excluye categóricamente las acciones penales.


Agrega que los delitos imputados son inverosímiles.


En lo que respecta al del artículo 256 del Código Penal, que define el delito del empleado público que maliciosamente retarda o niega a los particulares la protección o servicio que deba dispensarles en conformidad a las leyes y reglamentos, precisa que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tiene por misión elaborar políticas públicas en las áreas de su especialidad y en ningún caso proveer directamente servicios o medidas de protección a los particulares. La omisión imputada al señor Ministro, una fiscalización estimada insuficiente por los denunciantes, no corresponde a servicios o medidas de protección a particulares.


Sobre la infracción del deber de denunciar impuesto por el artículo 177 del Código Procesal Penal, manifiesta la defensa que para que exista tal omisión debe haber un delito que denunciar, taxativamente definido por la ley, conforme al principio de tipicidad. El comportamiento de los operadores del Transantiago infringe ciertas obligaciones contractuales pero no una norma penal. Añade que la situación de catástrofe, epidemia o contagio, que es uno de los elementos del tipo del artículo 318 del Código Penal, está lejos de concurrir en la situación actual.


En cuanto a la acusación de corrupción, implícita en la reserva de acciones por la posible existencia del delito del artículo 239 del Código Penal, se señala que es una cuestión absolutamente ajena a las que motivan la solicitud de desafuero y que no hay ningún elemento de hecho que la respalde.

ACERCA DE LAS ACCIONES CIVILES DERIVADAS


En este punto, la contestación que se extracta reitera lo expuesto previamente al hacerse cargo de la acción ambiental, en el sentido de que los demandantes han manifestado expresamente no tener interés en ejercer acciones sobre el patrimonio del Ministro, por lo que debe tenérselos por desistidos de las civiles que eventualmente deriven de los delitos imputados.

ACERCA DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y LA DE SUS AGENTES


La contestación afirma que el desafuero civil de los Ministros de Estado, que figura en las Constituciones chilenas desde la de 1833, responde a un concepto superado, que hacía al Estado soberano irresponsable antes los individuos, consagrando como contrapartida la posibilidad de admitir demandas contra los ministros.


Esta noción de inmunidad del soberano ha sido reemplazada en la doctrina constitucional moderna por la de responsabilidad del Estado por falta de servicio, principio recogido por nuestra legislación. En virtud de ella, el Estado responde por falta de servicio de manera directa, con su patrimonio, cuando incumple obligaciones que le competen, y esta responsabilidad excluye la de sus funcionarios, con la salvedad que se consigna más adelante. En esta perspectiva, se alega, los hechos que se relatan vagamente para justificar el desafuero corresponden a actos del Ministerio y no del Ministro, de modo que si esas acciones tuvieran plausibilidad debieran dirigirse contra el Fisco y no contra el Ministro.


Los funcionarios tienen responsabilidad por sus faltas personales cuando media culpa grave o dolo de su parte o cuando actúan con imprudencia temeraria. Estos criterios están recogidos en la legislación nacional en dos leyes recientes: el artículo 5° de la ley 
N° 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, y el artículo 38 de la ley N° 19.996, que establece un Régimen de Garantías en Salud, o Plan AUGE.


La contestación al libelo niega que exista una culpa grave y personal del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, en el ejercicio de sus funciones, que permita hacer efectiva su responsabilidad, pues toda la argumentación de los peticionarios gira en torno al desempeño del Ministerio y no a la infracción de una regla de conducta por parte del Ministro. 


En efecto, se argumenta, el Ministro no tiene la obligación de actuar en el sentido que los solicitantes indican. Ellos no imputan al Ministro una infracción a las normas del Plan de Prevención y Descontaminación Atmosférica de Santiago. A este respecto, la defensa expresa que el mencionado Plan contempla diversas metas, a alcanzar en un horizonte extendido de tiempo, y que las emisiones de material particulado más fino –MP2,5– hasta ahora no están reguladas.


En este sentido, se agrega, no existe culpa sin infracción de un deber, y la imposición de multas a los infractores del Transantiago es una facultad y no una obligación. El Ministerio, como parte en el contrato, tiene la facultad, no el deber, de perseguir su cumplimiento. 

La potestad ministerial para coordinar y supervisar el Transantiago está sujeta al juicio prudencial de la autoridad. Fiscalizar no es sinónimo de sancionar y, en la fiscalización de las obligaciones de los operadores, el Ministerio no puede abstraerse de sus consecuencias. La facultad contractual de sancionar se inserta en el objetivo de velar por la correcta ejecución y gestión de los contratos. Si el Ministerio hubiera extremado sus atribuciones para imponer multas, una vez traspasado el umbral de las 6.000 unidades de fomento por cada operador habría operado la cláusula contractual de caducidad de las concesiones, evento en el cual el sistema de transporte público de Santiago habría continuado administrado por los operadores, hasta que se resolvieran las nuevas licitaciones. 

Por último, tampoco existe relación causal entre los hechos imputados y los daños alegados, que es un elemento esencial para configurar la responsabilidad civil.

Por los argumentos expuestos, se solicita declarar inadmisible el desafuero del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz, pedido en este expediente.

- - - - - - - -

OFICIOS RECIBIDOS


Mediante oficio N° 3.413, de 8 de agosto de 2008, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones remite a la Comisión copia de su oficio N° 3.408, de la misma fecha, dirigido al abogado señor Luis Mariano Rendón, en el que proporciona a este último antecedentes por él solicitados mediante carta de 30 de julio del presente año. Se anexa al presente informe.


Mediante oficio N° 3.440, de 11 de agosto de 2008, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones remite a la Comisión copia de su oficio N° 3.439, de la misma fecha, dirigido al abogado señor Luis Mariano Rendón, con el cual complementa la información proporcionada anteriormente, pormenorizando la placa patente de cada uno de los 299 buses que dieron origen a la aplicación de una multa, clasificados por Alimentadora y por Troncal. Se anexa al presente informe.
- - - - - - - - -

DECISIÓN DE LA COMISIÓN 


El asunto en informe se inscribe en la esfera de la responsabilidad del Estado y sus agentes, según la cual todo acto de autoridad que pueda causar daño a un particular puede dar origen a acciones indemnizatorias. Este principio encuentra reconocimiento constitucional en los artículos 6°, 7°, 36 y 38 de la Carta Fundamental de 1980.


Los artículos 6° y 7°, que consagran los principios de supremacía constitucional y de legalidad, contienen disposiciones que imponen, por la infracción o contravención de sus normas, las responsabilidades y sanciones que la ley señale. 

El inciso segundo del artículo 38 prescribe que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda afectar al funcionario que haya causado el daño.

El artículo 36 establece que los Ministros serán responsables individualmente de los actos que firmen y solidariamente de los que suscriban o acuerden con los otros Ministros.


El número 2) del artículo 53 fija el procedimiento para levantar el fuero de los Ministros de Estado, con miras a hacer efectiva su responsabilidad civil personal por los perjuicios que injustamente hayan causado en el ejercicio de su cargo. 


Los demandantes han solicitado al Senado levantar el fuero del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para entablar en su contra las acciones penales, ambientales y civiles provenientes de los delitos penales a que pueda ser condenado.

- - - - - - - -

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

1. HISTORIA Y SENTIDO DE LA NORMA


En la Constitución Política y Permanente del Estado de Chile, de 1823, aparece el primer antecedente de la responsabilidad de los Ministros de Estado. El artículo 22 dispone que “Cada Ministro responde personalmente de los actos que ha suscrito; e in solidum de los que acordaren en común.” El artículo 26 señala que “Para hacer efectiva la responsabilidad de un Ministro actual, declara el Senado si ha lugar a la formación de causa, juzgándole después la Corte Suprema de Justicia bajo principios de prudencia y discreción, sobre lo puramente ministerial.”. Este lejano antecedente sienta dos bases fundamentales de la institución, que se preservan hasta hoy: la intervención previa del Senado, que debe hacer lugar a la formación de causa, y el carácter personal de la responsabilidad de los ministros, por actos ministeriales o propios del ejercicio de su cargo.


La Constitución Política de la República Chilena, de 1833, consagra al tema del desafuero de los Ministros de Estado los artículos 87, 99 y 100. El primero de dichos preceptos prescribe, al igual que la Carta de 1828, que “Cada Ministro es responsable personalmente de los actos que firmare, e in solidum de los que suscribiere o acordare con los otros Ministros.” El segundo postula que “Los Ministros pueden ser acusados por cualquier individuo particular, por razón de los perjuicios que éste pueda haber sufrido injustamente por algún acto del ministerio; la queja debe dirigirse al Senado, y éste decide si ha lugar, o no, a su admisión.”. Por último, el artículo 100 estipula que “Si el Senado declara haber lugar a ella, el reclamante demandará al Ministro ante el Tribunal de justicia competente.”. Agregan estas disposiciones nuevos elementos que refuerzan el carácter civil de la institución del desafuero de los ministros: la circunstancia de que el reclamante debe haber sufrido perjuicios injustos, y que el desafuero concedido habilita para demandar al ministro, locución dotada de un sentido jurídico que no puede ser confundido con la posibilidad de entablar en contra de aquél una querella criminal.


La Carta Fundamental de 1925 se ocupa de la materia en el artículo 42, atribución 2ª, que confiere al Senado, en forma exclusiva, la de “Decidir si ha o no lugar la admisión de las acusaciones que cualquier individuo particular presente contra los Ministros con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por algún acto de éstos, según los mismos procedimientos del número anterior;”. El número anterior contiene la atribución exclusiva que corresponde al Senado en el juicio político que entable la Cámara de Diputados contra determinados altos funcionarios, y su último párrafo indica los efectos penales y civiles de la declaración de culpabilidad del acusado: es juzgado por los tribunales ordinarios, tanto para la aplicación de la pena correspondiente al delito cometido, cuanto para hacer efectiva su responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados al Estado o a particulares. La remisión, entonces, significa que la acción de perjuicios entablada contra el ministro debe ser juzgada por los tribunales ordinarios, si el Senado la estima admisible, y que ella debe tener por finalidad obtener del ministro una indemnización de perjuicios.


Bajo el imperio de la Constitución de 1925, el señor Osvaldo de Castro Ortúzar interpuso una querella criminal por injurias en contra del Ministro de Hacienda de la época, señor Guillermo del Pedregal, quien opuso la incidencia de declinatoria de jurisdicción
, fundada en que el Senado debía autorizar previamente la acción penal impetrada. La incidencia fue rechazada por el juez de fuero nombrado, el Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago señor Eduardo Ortiz Sandoval, resolución que fue confirmada por el pleno de ese tribunal de alzada
. 


Finalmente, el desafuero civil de los Ministros de Estado es regulado como atribución exclusiva del Senado por el numeral 2) del artículo 53
 de la Constitución Política de la República de 1980, en los siguientes términos: “Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo;”. El texto vigente reemplaza la expresión “acusaciones”, que empleaba la Carta de 1925, por “acciones judiciales”, y especifica otros dos requisitos que deben concurrir para que el Senado pueda hacer lugar a la petición de desafuero: la verosimilitud de que el reclamante ha sufrido injustamente un perjuicio y que dicho perjuicio tenga por causa un acto del Ministro, ejecutado en desempeño de su cargo.


En la historia del establecimiento de esta disposición en la Carta de 1980 consta que la institución del desafuero de los Ministros de Estado se inserta en el ámbito de lo contencioso administrativo y que la declaración previa de admisibilidad que corresponde al Senado habilita para obtener indemnización por los actos de un ministro
. Se advirtió también que si hubiera que indemnizar al afectado, esa carga debe recaer en el Fisco, sin perjuicio de que éste pueda repetir contra el funcionario
. Por último, se destacó la impropiedad de emplear la palabra “acusaciones”, por tratarse de un concepto del orden penal, en tanto que la norma en discusión se refiere a la responsabilidad civil de los ministros
.


Con el fin de evitar problemas interpretativos de este tipo, en la sesión Nº 354 de la Comisión de Estudios para una Nueva Constitución, el Comisionado señor Jaime Guzmán propuso reemplazar la voz “acusaciones” por la expresión “acciones judiciales”, de forma de aclarar, más allá de toda duda, que la disposición en comento está referida, únicamente, a las acciones civiles que se intenten en contra de un Ministro de Estado en razón de actos de éste en el desempeño de su cargo.


Es de importancia tener en cuenta que el debate en la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución Política de la República tomaba como base el texto de la Carta de 1925. En la sesión en que se vierten las expresiones arriba consignadas se examinaron, entre otras materias, las atribuciones exclusivas del Senado. La discusión gira en torno a las facultades que otorgaban a la Cámara Alta los números 2° y 3° del artículo 42, relativos al desafuero civil de los ministros, el primero, y al desafuero penal de intendentes y gobernadores, el segundo. En la misma oportunidad se discutió extender el desafuero por parte del Senado, en materia criminal, al Presidente de la República, los Ministros de Estado y el Contralor General de la República, idea que finalmente no prosperó
.

La evolución histórica de la norma del número 2) del artículo 53 de la Constitución de 1980, así como la historia fidedigna de su establecimiento,  muestran que sólo se requiere la autorización previa del Senado para interponer acciones judiciales civiles indemnizatorias en contra de un Ministro de Estado. 

2. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LA CONSTITUCIÓN

Una lectura coherente de la Carta Fundamental también permite arribar a la conclusión de que el desafuero de los Ministros de Estado sólo procede respecto de acciones civiles, pues el artículo 83 de la Ley Fundamental establece que es facultad exclusiva de un organismo autónomo y jerarquizado, denominado Ministerio Público, el ejercicio de la acción penal pública en la forma prevista por la ley
, sin perjuicio de la acción de la víctima, que consagra el inciso segundo de esa disposición. Esta norma no establece ningún requisito de declaración previa de admisibilidad para el ejercicio de la acción penal pública, que sería el efecto que tendría una interpretación que considerara el ejercicio de las acciones penales incluido dentro del ámbito del artículo 53, número 2). 


Por consiguiente, la facultad contemplada en el artículo 53, número  2), de la Constitución Política de la República sólo se refiere a acciones civiles y no penales, por lo que no es menester ocurrir ante esta Corporación para poder perseguir criminalmente a un Ministro de Estado. 

3. RESPONSABILIDAD CIVIL INDEMNIZATORIA

La responsabilidad civil, en general, se divide en dos tipos, según el objeto de la acción. De esta forma, se distingue entre acciones de responsabilidad para obtener una reparación o cese del daño y otra para indemnizar los perjuicios causados. La primera tiene por objeto poner fin a la acción o situación que genera el daño o deshacer el daño causado
 y la segunda tiene por objeto indemnizar por las pérdidas patrimoniales ocasionadas por la acción que generó el daño y compensar el sufrimiento y dolor de las víctimas, esto es, el daño moral.


El artículo 53, número 2), de la Constitución Política de la República se refiere expresamente a la acción que deriva de los perjuicios causados por un acto del Ministro en ejercicio de su cargo, por lo que debe concluirse que esa norma se refiere únicamente a la acción de responsabilidad civil indemnizatoria, ya que sólo respecto de ella tiene relevancia el perjuicio patrimonial ocasionado por el autor del daño que debe ser indemnizado.

4. RESPONSABILIDAD PENAL

Los solicitantes requieren, en su primera presentación, autorización de la Cámara Alta para accionar contra el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, por los ilícitos penales contemplados en los artículos 239 y 256 del Código Penal y 177 del Código Procesal Penal. 


En vista de lo dicho en los fundamentos anteriores, esta autorización no es necesaria ni procedente, de lo que se sigue que los solicitantes pueden libremente ocurrir por estos ilícitos por las formas y procedimientos que contempla el Código Procesal Penal y será la autoridad judicial ordinaria competente la que determinará, en definitiva, si esas acciones son admisibles, si los hechos materia de las acciones efectivamente ocurrieron y si al Ministro en cuestión o a otra persona le corresponde alguna responsabilidad en ellos. 
5. ACCIÓN AMBIENTAL


Como se dijo, los peticionarios anuncian su intención de ejercer contra el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones “la acción infraccional contemplada en el artículo 59 de la ley N° 19.300, en relación a los artículos 54 y 56 del mismo cuerpo legal”.


La acción ambiental puede revestir tres formas distintas, según el objetivo perseguido, señaladas en el Título III de la ley 
Nº 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente. 


En primer término, hay una acción indemnizatoria de los perjuicios causados por el autor de un daño ambiental. El titular de esta acción es cualquier persona que haya sido afectada por el daño en cuestión y tiene por objeto indemnizar el daño específico sufrido por el que demanda. Esta acción está reconocida en el artículo 53 de la ley mencionada, que en su parte final prescribe que la acción ambiental reparatoria, a la que aludiremos enseguida, no obsta al ejercicio de la acción indemnizatoria ordinaria por el directamente afectado.


En segundo término, el artículo 53 la ley N° 19.300 concede una acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado. El artículo 54 de la ley establece que la titularidad de esta acción corresponde a las municipalidades de las comunas donde se haya producido el daño, al Consejo de Defensa del Estado y a cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, que lo haya sufrido.


En tercer término, el artículo 56 de la ley en comento otorga a las municipalidades, en conformidad con su ley orgánica constitucional, y a los demás organismos competentes del Estado, acción para requerir del juez la aplicación de sanciones a los  responsables de fuentes emisoras que no cumplan con los planes de prevención o descontaminación, o con las regulaciones especiales para situaciones de emergencia ambiental, o a los infractores por incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere esta ley. Ella tiene por finalidad obtener que el juez imponga una sanción,  que puede ser una amonestación, una multa de hasta mil Unidades Tributarias o la clausura temporal o definitiva de la instalación involucrada. 


El artículo 59 de la ley N° 19.300, invocado por los solicitantes como fundamento de su acción ambiental, preceptúa que se podrá ocurrir ante el juez competente para solicitar la aplicación de lo dispuesto en el artículo 56, por las personas y en la forma señalada en el artículo 54, sin que ello obste al ejercicio de las acciones que en esta última disposición se establecen. 

En opinión de la Comisión, la única acción ambiental que podría considerarse dentro de aquellas que requieren la autorización del artículo 53, número 2), de la Constitución Política de la República, es la del artículo 53, frase final, de la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente, que es una acción indemnizatoria por el daño ambiental atribuible a un acto personal y culpable de un Ministro de Estado, porque sólo respecto de ella se cumplen los requisitos constitucionales. Sin embargo, los peticionarios no han solicitado el desafuero para este tipo de acción y, más aún, expresamente renunciaron a ejercerla en contra del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


De lo expresado por los peticionarios en su presentación inicial y en el escrito de téngase presente, se desprende inequívocamente que ellos intentan obtener la autorización del Senado para interponer contra el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones las acciones ambientales de los artículos 54 y 56 de la ley Nº 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, o sea, la acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado y la acción para perseguir la aplicación de una sanción al autor de la infracción a la normativa ambiental. 


La Comisión es del parecer que ninguna de estas acciones requiere la autorización previa del Senado para ser interpuesta contra un Ministro de Estado, por lo que los  solicitantes, en la medida que posean titularidad activa, son libres de entablarlas directamente ante las autoridades judiciales competentes, y serán esas autoridades las que deberán resolver, soberanamente, acerca de la admisibilidad o inadmisibilidad de la acción y si cabe dar lugar a las peticiones concretas que en esa sede formulen las partes.


En efecto, tratándose de la acción del artículo 54, porque ella tiene por objeto solamente reparar el medio ambiente dañado y no indemnizar a los que hayan sufrido el daño. En el caso de la del artículo 56, porque su objeto es obtener la imposición de sanciones a los infractores y porque la titularidad activa está reservada a las municipalidades y demás organismos competentes del Estado. Respecto de ambas acciones no concurren, entonces, los requisitos exigidos por el artículo 53, número 2), de la Constitución Política de la República.

6. ACCIONES CIVILES DERIVADAS DE DELITOS PENALES

Finalmente, y en relación con la solicitud de autorización para demandar civilmente la responsabilidad del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones por los efectos patrimoniales de los delitos penales que los requirentes le imputan, la Comisión es de opinión que las acciones que tienen por objeto perseguir esa responsabilidad no forman parte de las que requieren el desafuero previo, ya que ella emana de la sentencia judicial que tiene por acreditada la existencia de un delito penal y la participación culpable en él del Ministro de Estado requerido.

7. OTRAS ACCIONES PROCEDENTES


Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la Comisión hace presente que nada obsta al ejercicio de los derechos y acciones que reconocen y otorgan a las personas las normas generales sobre responsabilidad del Estado y las tendientes a establecer la eventual responsabilidad penal y administrativa del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - - - - -


En mérito de los fundamentos arriba consignados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, considerando que las acciones anunciadas por los solicitantes no corresponden a alguna de las que hacen necesaria la autorización previa del Senado, conforme al artículo 53, número 2), de la Constitución Política de la República, ya que ninguna de ellas persigue la responsabilidad civil indemnizatoria directa y personal, por perjuicios causados por actos negligentes o dolosos imputables al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz, en el ejercicio de su cargo, recomienda unánimemente al Senado declarar la improcedencia del desafuero solicitado por don Luis Mariano Rendón y demás personas individualizadas al comienzo de este informe. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión resolvió consignar su opinión en el sentido de que, en lo atingente a las acciones penales y ambientales anunciadas, los  solicitantes son libres de interponerlas directamente ante las autoridades administrativas y judiciales ordinarias competentes, y serán esas autoridades las que deberán resolver, soberanamente, la admisibilidad o inadmisibilidad de tales acciones y si cabe dar lugar a las peticiones concretas que en esas sedes se formulen.

- - - - - - - -

Acordado en sesiones de fecha 30 de julio, 4,  12 y 19 de agosto y 2 y 3 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.

Valparaíso, 3 de septiembre de 2008.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA NUEVA CIRCUNSCRIPCIÓN SENATORIAL Y DIRECCIÓN REGIONAL DEL SERVICIO ELECTORAL DE ARICA Y PARINACOTA

(5432-06)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en mensaje de la señora Presidenta de la República.




A la sesión en que se estudió este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, el Jefe de la División Relaciones Políticas Institucionales del mismo Ministerio, señor Patricio Rosende Lynch, el Asesor Jurídico de la Subsecretaría de Interior, señor Nicolás Torrealba Ibáñez y el asesor legislativo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior, señor Álvaro Villanueva Rojas.




Se hace presente que la iniciativa requiere el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobada, porque  modifica tres leyes orgánicas constitucionales. Sin embargo, el artículo 1°, en cuanto crea una nueva circunscripción electoral, debe cumplir con la norma especial de la disposición Decimotercera Transitoria, que eleva a tres quintas partes de los senadores y diputados en ejercicio el quórum para las modificaciones relacionadas con las referidas circunscripciones.


Se deja constancia que se recibió en la Comisión una indicación del Ejecutivo, que reemplaza en su integridad el proyecto ya aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, la que deberá ser tenida en cuenta para la discusión en particular, haciéndole los ajustes que exige una adecuada técnica legislativa.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor del mensaje que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivos crear en la XV Región, de Arica y Parinacota, la 20ª Circunscripción Electoral; crear en la planta del Servicio Electoral cuatro cargos que conformarán la Dirección Regional respectiva; determinar que la elección de los senadores de la nueva circunscripción se celebre conjuntamente con la de senadores de las regiones de número impar que tengan lugar después de publicada la ley; fijar el número de patrocinantes de candidaturas para la primera elección, y tener por constituidos de pleno derecho, en las Regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos, los partidos políticos actualmente existentes en las Regiones de Tarapacá y de Los Lagos.




El proyecto está conformado por tres artículos permanentes y tres transitorios.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1. De la Constitución Política de la República, el artículo 49 y la Disposición Decimotercera Transitoria.

2. Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

3. Ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos.

4. Ley N° 18.583, Orgánica Constitucional que fija la Planta del Servicio Electoral.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN


La Comisión está llamada a pronunciarse sobre la constitucionalidad del proyecto en informe, en vista del sentido y alcance que tiene el artículo 49 de la Constitución Política de la República. La materia de fondo es de competencia de la Comisión de Gobierno, que ya emitió su informe.


El debate en la Sala que motivó el envío del proyecto a esta Comisión dejó ver que existen dos lecturas del citado precepto constitucional.


Una afirma que en cada región debe existir al menos una circunscripción senatorial. La otra sostiene que no hay tal vinculación, sino que por expreso mandato de la norma, es la ley orgánica constitucional correspondiente la que debe regular la creación, modificación o supresión de circunscripciones senatoriales.


El artículo 45 del texto de 1980, modificado por la ley N° 18.825, de 1989, consignaba que en el país había trece regiones y que cada una de ellas constituía una circunscripción electoral, salvo seis que se dividirían en la forma que señalara la ley orgánica constitucional respectiva. 


En virtud de ello, el artículo 180 de la ley 
N° 18.700
 reiteró que cada región constituirá una circunscripción electoral y exceptuó las regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Maule, del Bíobío, de la Araucanía y de Los Lagos, las que se dividieron en dos circunscripciones.


Ahora bien, la reforma constitucional de 2005, materializada en la ley N° 20.050, eliminó del artículo 49 de la Constitución el número de regiones y la frase alusiva al sistema electoral binominal “A cada circunscripción corresponde elegir dos senadores”, para dejar esas cuestiones entregadas a la regulación de la ley orgánica constitucional pertinente, a la que encomendó, además, determinar las circunscripciones electorales. La disposición Decimotercera Transitoria agregó que las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio. 


En conclusión, visto que la iniciativa en informe crea una nueva circunscripción senatorial y que tal materia es propia de ley orgánica constitucional, la Comisión entiende que ella no está en pugna con el artículo 49 de la Constitución Política de la República, precepto que no establece una relación entre una región y una circunscripción. En consecuencia, puede hacer circunscripciones senatoriales que abarquen una región o una parte de ella o más de una región.


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.


Al concluir, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia dejó constancia de que, a su entender, en el espíritu del constituyente derivado de 2005 estuvo siempre presente la idea de que cada región debe tener una circunscripción senatorial que le asegure una adecuada representación en la Cámara Alta.

- - - - - - -


Acordado en sesión de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 3 de septiembre de 2008.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario
� “Toda pérdida, disminución, detrimento o menoscabo significativo inferido al medio ambiente o a uno o más de sus componentes”.


� Artículo 111, Código de Procedimiento Civil: “La declinatoria se propondrá ante el tribunal a quien se cree incompetente para conocer de un negocio que le esté sometido, indicándole cuál es el que se estima competente y pidiéndole se abstenga de dicho conocimiento. Su tramitación se sujetará a las reglas establecidas para los incidentes”.


� Revista de Derecho y Jurisprudencia, 1954, sección 4ª, Pág.21, comentario de la sentencia de 19 de abril de 1954, citado por Alejandro Silva Bascuñan, “Tratado de Derecho Constitucional. Tomo VI. Congreso Nacional”, Editorial Jurídica de Chile, año 2000, Pág. 220.


� Originalmente le correspondía el número 49.


� Sesión 354ª, en 19 de de abril de 1978, comisionado señor Bertelsen.


� Sesión 354ª, en 19 de de abril de 1978, comisionado señor Ortúzar.


� Sesión 354ª, en 19 de de abril de 1978, comisionado señor Guzmán.


� Sesión 354ª, en 19 de de abril de 1978.


� Esta misma regla está contenida en el artículo 1º de la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público.


� Por ejemplo la establecida en el artículo 932, inciso primero del Código Civil, que concede acción popular para acudir ante el juez y obligar al dueño del edificio que amenaza ruina a derribarlo.


� Agregado por la ley N° 18.828, de 1989.
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